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RESUMEN ABSTRACTO 

CAPITULO I  

MARCO METODOLOGICO DE LA INVESTIGACION 

En el Marco Metodológico de la Investigación se identifica el problema de la 

presente tesis, puesto que los trabajadores del Sector Público que cumplen con 

todas las características esenciales de la relación laboral: a) La relación de 

dependencia y subordinación del trabajo respecto del empleador.; b) La 

prestación de trabajo por cuenta ajena.; c) La percepción de remuneración o 

salario en cualquiera de sus formas de manifestación, es decir, que tienen el 

mismo desgaste físico e intelectual que cualquier trabajador del Sector 

Privado, no se encuentran amparados por la Ley General del Trabajo, para el 

reconocimiento de la indemnización por el tiempo de servicio y el desahucio 

en caso de ser despedido de manera injustificada. Es del planteamiento del 

problema que tiene  por objetivo general el de promulgar el Anteproyecto de 

Ley a la Procedencia del Pago de Indemnización y Desahucio al Sector 

Publico, para proteger los derechos sociales del trabajador del Sector Público 

en cuanto al pago de la indemnización y desahucio. 

Además, se plantea la hipótesis de la investigación que a través de métodos y 

técnicas de investigación se podrán demostrar la propuesta jurídica. 
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CAPITULO II 

MARCO TEORICO 

Se encuentra plasmado el Marco Conceptual sobre los beneficios sociales 

también llamados derechos sociales, además del Marco Histórico que señala 

sobre el pago de la indemnización y desahucio al Sector Publico antes de la 

Ley 2027 de 27 de octubre de 1999, también se encuentra Marco Científico, 

donde señala que en la presente investigación se consideró los métodos 

inductivo, deductivo e histórico, asimismo, en el Marco Jurídico se encuentra 

el análisis de la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia de 7 

de febrero de 2009 y el Análisis de la Ley del Estatuto del Funcionario Público 

de 27 de octubre de 1999 “Ley No. 2027” y finalmente el Derecho 

Comparado, tomando en cuenta las legislaciones de Colombia, Perú, Chile y 

Argentina. 

 

CAPITULO III 

LOS BENEFICIOS SOCIALES  

En este capítulo se encuentra desarrollado todo lo referente a los beneficios 

sociales o también llamado derechos sociales, su naturaleza, características, 

ventajas y fines. Ya que se considera a los beneficios sociales como el 

conjunto de ingresos consolidados que el trabajador adquiere habiendo 

cumplido trabajo continuo e interrumpido.  

CAPITULO IV 

CAUSALES PARA EL PAGO DE LA INDEMNIZACION Y 

DESAHUCIO 
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Las este capítulo se desarrolla las causales para el pago de la indemnización 

que son: 1. Indemnización Como Consecuencia Del Retiro Voluntario a los 

Cinco Años; 2. Indemnización por Muerte del Trabajador a Consecuencia de 

Accidente de Trabajo o Enfermedad Profesional en favor de Herederos; 3. 

Indemnización por Tiempo de Servicios por Muerte Corriente del Trabajador; 

4. Indemnización en Caso de Quiebra; 5. Indemnización Parcial por Rebaja 

Salarial. Y el DESAHUCIO, que es la “Compensación en dinero al trabajador 

por despido intempestivo y que consiste en una suma pagable de tres meses de 

sueldo por el perjuicio de quedar sin trabajo, búsqueda de otro empleo y la 

incertidumbre de ya no poder encontrar otro”. 

 

CAPITULO V 

LA RELACION LABORAL, SUJETOS Y 

CARACTERISTICAS 

Cuando existen derechos y obligaciones en el ámbito del derecho laboral, se 

denomina relación jurídica por lo que ésta se la puede entender como el 

vínculo jurídico obligatorio entre el trabajador y el emperador del cual nacen 

derecho y obligaciones regulados por la ley laboral. Los sujetos activos de la 

relación laboral son: El patrono, el Trabajador y el Estado. 

Asimismo, las características esenciales de la relación laboral son la: Relación 

de dependencia y subordinación del trabajador respecto del empleador, 

prestación de trabajo por cuenta ajena y la percepción de remuneración o 

salario en cualquiera de sus formas o manifestaciones. 
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CAPITULO VI 

PRINCIPIOS Y DERECHOS FUNDAMENTALES DEL 

TRABAJO, PRINCIPIOS NORMATIVOS DE DERECHO 

DEL TRABAJO Y LOS PRINCIPIOS PROCESALES A 

FAVOR DEL TRABAJADOR 

En este Capítulo se encuentran desarrollados ampliamente todos los principios 

y derechos fundamentales del trabajo, como lo manifiesta la OIT en su 

Declaración de 1988, además, los PRINCIPIOS NORMATIVOS DEL 

DERECHO LABORAL según el D.S. 28699 de 1ro. de mayo de 2006 en su 

Art. 4, señala que son los siguientes: 1. “PRINCIPIO A LA TUTELA Y 

PROTECCION, que tiene dos formas de realizar esa protección:   In dubio pro 

operario y el Principio de la Condición Más Beneficiosa; 2. PRINCIPIO DE 

LA CONTINUIDAD DE LA RELACIÓN LABORAL; 3. PRINCIPIO 

INTERVENCIONISTA; PRINCIPIO DE LA PRIMACÍA DE LA 

REALIDAD; 4. PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACIÓN; 6. PRINCIPIO DE 

RENDIMIENTO; 7. PRINCIPIO DE LA RETROACTIVIDAD DE LA LEY. 

Asimismo, se encuentran los PRINCIPIOS PROCESALES A FAVOR DEL 

TRABAJADOR que se caracterizan por la Inexistencia del: “Desistimiento, 

Transacción, y Perención de Instancia y por la Inexistencia de la 

Reconvención. Finalmente los PRINCIPIOS PROCESALES preceptuados por 

el Art. 3ro. del Código Procesal del Trabajo: a) Gratuidad, b) Inmediación, c) 

Publicidad, d) Impulsión de oficio, e) Preclusión, f) Lealtad procesal, g) 

Proteccionismo, h) Inversión de la prueba, i) Concentración, j) Libre 

apreciación de la prueba. 
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CAPITULO VII 

AMBITO DE APLICACIÓN A LA LEY GENERAL DEL 

TRABAJO 

El Decreto Reglamentario de la Ley General del Trabajo establece en su 

Artículo 1 que no están sujetos dentro del ámbito de la aplicación de la Ley 

General del Trabajo ni de su Reglamento, los trabajadores agrícolas, los 

funcionarios y empleados públicos y del Ejército.   

Es decir que no todos los trabajadores que cumplen con las características de la 

relación laboral, están en el ámbito de aplicación de la Ley General del 

Trabajo, dentro de lo que podemos establecer: Los empleados y funcionarios 

públicos, los empleados que trabajan en los Gobiernos Municipales (excepto 

los trabajadores municipales de 9 capitales de Departamento y de El Alto 

como lo establece la Ley Nº 321 de 18 de diciembre de 2012), también los 

trabajadores del Magisterio Público, los trabajadores dependientes de Agencias 

de Gobiernos extranjeros, los empleados u obreros que reciben para su 

funcionamiento dineros provenientes del Tesoro General de la Nación, los 

delegados y representantes del supremo gobierno ante los directores o consejos 

de entidades autónomas, autárquicas y descentralizadas, los empleados del 

ejército y la Policía Nacional y los empleados y funcionarios del Órgano 

Judicial.  

 

CAPITULO VIII 
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TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO Y SECTOR 

PRIVADO 

El TRABAJADOR DEL SECTOR PÚBLICO es aquel que realiza una 

prestación de trabajo de forma personal, subordinada y remunerada a favor de 

una de las entidades que conforman el aparato estatal y el TRABAJADOR 

DEL SECTOR PRIVADO es aquel  que presta servicios cumpliendo con las 

características esenciales de la relación laboral en lugares que no son agencias 

gubernamentales. Éstas pueden incluir tanto propietarios de negocios 

individuales y otras formas de organizaciones de compañía, tales como 

corporaciones o sociedades limitadas. Los empleados en el sector privado son 

esencialmente cualquier trabajo que el empleado elige fuera del gobierno. 

Además, existe clases de servidores públicos que son: Funcionarios Electos, 

Funcionarios Designados, Funcionarios de Libre Nombramiento, Funcionarios 

de Carrera, Funcionarios Interinos y otras personas que prestan servicios al 

Estado que no están sometidos en el Estatuto del Funcionario Público ni a la 

Ley General del Trabajo, aquellas personas que son eventuales. 

 

CAPITULO IX 

RESULTADOS DE LA INVESTIGACION 

Se encuentra los resultados de la encuesta realizada a 50 Servidores Públicos 

del Ministerio de Trabajo Empleo y Previsión Social, sobre preguntas 

referentes al pago de indemnización por tiempo de servicio y el desahucio en 

caso de ser despedido de manera injustificada, donde se observa claramente el 

descontento de los Servidores Públicos por no recibir el pago de la 
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indemnización y desahucio a diferencia de los trabajadores del sector privado.  

Además, se encuentra la Entrevista al Director General de Servicio Civil. 

 

CAPITULO X 

PROPUESTA NORMATIVA 

Se propone en la presente tesis de “PROPUESTA JURIDICA PARA LA 

PROCEDENCIA AL PAGO DE INDEMNIZACION Y DESAHUCIO AL 

SECTOR PUBLICO”, la elaboración de un ANTEPROYECTO DE LEY para 

el pago de la indemnización por tiempo de servicio y desahucio en caso de 

despido injustificado a favor de los trabajadores del Sector Publico. 

 

CAPITULO XI 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACION 

En la presente investigación se han llegado las siguientes conclusiones: 

1. El Derecho del Trabajo es una disciplina que busca la protección de los 

derechos sociales en condiciones de igualdad. Así establece la Constitución 

Política del Estado en su Art. 48, por el que los trabajadores no deben ser 

discriminados en cuanto a sus derechos sociales. 

2. Con relación a los funcionarios públicos en cuanto a sus derechos laborales, 

no se les da un tratamiento jurídico en condición de igualdad, por el contrario 

se ha evidenciado que existe discriminación sobre todo cuando se trata del 

reconocimiento de la indemnización por el tiempo de servicio prestado y el 

desahucio en caso de despido injustificado. 
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3.  En la actualidad no se cumple con la Carrera Administrativa vigente, ya 

que se ha evidenciado que no existe la estabilidad laboral a favor de los 

funcionarios públicos de este sector, ya que se produce el despido 

indiscriminado. 

4. Se ha evidenciado que hay algunos sectores de funcionarios públicos que si 

gozan de estos derechos, lo que hace más evidente la discriminación, puesto 

que existe el mismo desgaste físico e intelectual y su tratamiento debería ser 

igualitario. 

5. Hay la necesidad que los funcionarios públicos gocen de los mismos 

derechos sociales con relación al pago de indemnización por tiempo de 

servicio y desahucio en caso de despido injustificado, esa es la importancia de 

la presente propuesta jurídica de procedencia del pago de indemnización y 

desahucio, ya que no se puede discriminar a ningún trabajador o trabajadora en 

el Estado Plurinacional de Bolivia, puesto que todos los trabajadores y 

trabajadoras del país son IGUALES ANTE LA LEY Y LA APLICACIÓN DE 

LOS DERECHOS SOCIALES Y PRINCIPIOS LABORALES DEBE 

REALIZARSE SIN DISCRIMINACION ALGUNA. 

6. El Ministerio de Trabajo Empleo y Previsión Social, mediante su Dirección 

General de Servicio Civil no tiene información anterior ni actualizada sobre el 

número de funcionarios públicos que cumplen labores en el Órgano Ejecutivo. 

Además, se recomienda la elaboración del Anteproyecto de LEY A LA 

PROCEDENCIA DEL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN POR TIEMPO DE 

SERVICIO Y DESAHUCIO POR DESPIDO INJUSTIFICADO A LOS 

FUNCIONARIOS PUBLICOS. 
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INTRODUCCION 

 

“La estabilidad laboral y el incumplimiento del pago de los beneficios 

sociales o laborales son los más vulnerados en el Estado Plurinacional de 

Bolivia. Cada mes se denuncian entre 50 a 80 casos en cada departamento del 

Estado Plurinacional de Bolivia, señala de acuerdo a las últimas estadísticas 

del Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social. 

 

En el año 2015, el Centro de Estudios para el Desarrollo Laboral Agrario 

(CEDLA) elaboró un informe sobre la situación de los Derechos Laborales en 

Bolivia, que muestra la distancia que existe entre la legislación y la realidad 

de las relaciones laborales, las formas en las que el Estado y sector privado 

vulneran las normas que protegen a los trabajadores. 

 

En el departamento de La Paz, al mes se presentan 80 casos de vulneración de 

los beneficios sociales. Del total al 60 por ciento le corresponde el pago 

solicitado y al 40 por ciento por no tener relación laboral o ser una situación 

laboral de orden civil, que oculta la relación laboral que pasan al juzgado 

laboral”. 1 

 

Por cuanto es preocupante para todos los trabajadores tanto del Sector Privado 

como del Sector Publico, ya que la Constitución Política del Estado 

Plurinacional de Bolivia vigente,  en su Art. 46, 48 parágrafos II, III y el Art. 4 

Inc. e) del D.S. 28699 del 1ro. de mayo de 2006,  se refiere a que toda persona 

                                                           
1
 CEDLA. Centro de Estudios para el Desarrollo Laboral Agrario. Gestión 2015. 
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tiene derecho al trabajo sin DISCRIMINACION ALGUNA, Y CON 

REMUNERACION O SALARIO JUSTO, EQUITATIVO Y 

SATISFACTORIO y se aplicaran en mérito a los principios de protección, 

primacía de la relación laboral, de continuidad y estabilidad laboral de no 

discriminación y de inversión de la prueba……, asimismo, los derechos y 

beneficios sociales reconocidos a favor a los trabajadores son 

IRRENUNCIABLES bajo la vigencia de los principios del derecho laboral 

previsto en el Art. 4 Inc. e) del Decreto Supremo 28699 de 1ro. de mayo de 

2006. 

 

Asimismo, se debe reconocer de manera EQUITATIVA E IGUALITARIA el 

pago de la indemnización y desahucio sin excepción a todos los trabajadores y 

trabajadoras,  sin tomar en cuenta la institución a la cual dependan, es decir si 

prestan servicios en una INSTITUCION  PUBLICA O PRIVADA, puesto que 

cumplen con las características esenciales de la relación laboral como ser 

relación de dependencia y subordinación del trabajador, la prestación de 

trabajo por cuenta ajena y percepción de remuneración o salario, además, 

todos los trabajadores y trabajadoras están sometidos y sufren el mismo 

desgaste físico e intelectual . Por tanto el pago de beneficios sociales 

reconocido por la Constitución Política del Estado, debe ampliarse a 

trabajadores y trabajadoras del sector público en virtud al PRINCIPIO DE 

DERECHO LABORAL DE LA NO DISCRIMINACION alguna. Siendo que 

los trabajadores del Sector Público y Privado son sometidos al mismo desgaste 

físico e intelectual. 
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CAPITULO I 

MARCO METODOLOGICO DE LA 

INVESTIGACION 

1. IDENTIFICACION DEL PROBLEMA 

El problema se centra en que los trabajadores del Sector Público que cumplen 

con todas las características esenciales de la relación laboral: a) La relación de 

dependencia y subordinación del trabajo respecto del empleador.; b) La 

prestación de trabajo por cuenta ajena.; c) La percepción de remuneración o 

salario en cualquiera de sus formas de manifestación, no se encuentran 

amparados por la Ley General del Trabajo para el reconocimiento de la 

indemnización por el tiempo de servicio y el desahucio en caso de ser 

despedido de manera injustificada. 

 

2. PROBLEMA DE INVESTIGACION 

¿PORQUE LOS TRABAJADORES DEL SECTOR PUBLICO NO SE 

ENCUENTRAN AMPARADOS EN LA LEY GENERAL DEL TRABAJO? 

¿SERA QUE EXISTE CONTRADICCION EN LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DEL ESTADO VIGENTE Y LA LEY GENERAL DEL 

TRABAJO?. 

 

3. FORMULACION DEL PROBLEMA 

3.1. OBJETIVOS 

3.1.1. OBJETIVOS GENERALES 
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- Elaborar el Anteproyecto de Ley a la Procedencia del Pago de 

Indemnización y Desahucio al Sector Publico. 

- Proteger los derechos sociales del trabajador del Sector Público en 

cuanto al pago de la indemnización y desahucio. 

 

3.1.2. OBJETIVOS ESPECIFICOS 

- Identificar los factores legales que han permitido la desprotección 

jurídica de los trabajadores del Sector Publico. 

- Comprobar si los trabajadores del Sector Publico se sienten 

desprotegidos en cuento a sus derechos sociales referentes a la indemnización 

y desahucio. 

- Verificar si los trabajadores del Sector Publico se sienten 

discriminados por no ser beneficiados con el pago de la indemnización por 

tiempo de servicio y el desahucio en caso de despido injustificado. 

 

4. HIPOTESIS  

“LA AUSENCIA DE NORMAS EN EL SECTOR PUBLICO SOBRE 

EL PAGO DE INDEMNIZACION POR TIEMPO DE SERVICIO Y EL 

DESAHUCIO EN CASO DE SER DESPEDIDO DE MANERA 

INJUSTIFICADA A FAVOR DE LOS TRABAJADORES DEL SECTOR 

PUBLICO, HAN PROVOCADO UNA DESIGUALDAD Y 

DISCRIMINACION EN CUANTO A SUS DERECHOS SOCIALES, 

GENERANDO UNA DESPROTECCION JURIDICA QUE VULNERA SUS 

DERECHOS CONSTITUCIONALES”. 
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5.  VARIABLES 

5.1. INDEPENDIENTE 

La ausencia de normas en el Sector Público sobre el pago de la indemnización 

por tiempo de servicio y desahucio en caso de ser despedido de manera 

injustificada han provocado una desigualdad y discriminación en cuanto a sus 

derechos sociales. 

 

5.2. DEPENDIENTE 

Han generado una desprotección jurídica que vulnera sus derechos 

constitucionales de los trabajadores del Sector Público. 

 

6. JUSTIFICACION  

6.1. JUSTIFICACION SOCIAL  

Actualmente en el Estado Plurinacional de Bolivia supuestamente ¨TODOS 

SOMOS IGUALES ANTE LA LEY”2, siendo evidente que los derechos 

sociales, específicamente el pago de la indemnización por tiempo de servicio y 

el desahucio en caso de ser despedido de manera injustificada, no son 

equitativos para los trabajadores del sector público, por lo que deberían ser 

reconocidos SIN DISCRIMINACION ALGUNA. 

 

6.2. JUSTIFICACION TECNICA 

“El Tribunal Constitucional Plurinacional de Bolivia, mediante la S.C. 

0612/2010-R Sucre indica: que los Art. 48 y 49 siguientes de la Constitución 

                                                           
2
 ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA. Ley Nº 045: Ley Contra el Racismo y toda Forma de 

Discriminación. LEY N° 045 de 8 de octubre de 2010. Art. 2 inc. b). 
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Política del Estado Plurinacional de Bolivia indican que son aplicables al 

funcionarios públicos, por lo cual siendo la Constitución Política del Estado 

Plurinacional de Bolivia la primera ley fundamental que se debe cumplir 

técnicamente es viable el pago de indemnización y si acaso el del desahucio. 

S.C. 0612/2010-R Sucre, 19 de julio de 2010, que en su Ratio Decidendi 

establece: 

“III.4… El art. 48 de la CPE, consagra, entre otras previsiones, que las 

disposiciones sociales son de cumplimiento obligatorio, interpretadas y 

aplicadas bajo principios de protección al trabajador y trabajadora. Estos 

derechos, no pueden renunciarse y que todo pago por este concepto social no 

efectuado, tiene privilegio y preferencia sobre cualquier otra acreencia”. 

III. 5. ”…un razonamiento contrario, significa desconocer derechos 

establecidos por la Constitución Política del Estado abrogada y consagrados 

en la vigente, a favor del funcionario público, que por su naturaleza son 

irrenunciables”. (Lo resaltado me corresponde)”.3 

 

6.3. JUSTIFICACION ECONOMICA 

Todos los trabajadores tanto del sector privado y público tienen los mismos 

gastos y necesidades económicas en Bolivia, por lo que la diferencia 

indiscriminada del pago de la indemnización y desahucio en cada sector no 

debería existir, ya que ambos sectores, cumplen con las características de la 

relación laboral que señala el Art. 2 del D.S. 28699 de 1ro. de mayo de 2006, 

que señala que son: 

                                                           
3
Tribunal Constitucional Plurinacional de Bolivia.  “Sentencia Constitucional No. 0612/2010-R de 19 de 

Julio de 2010”.  Gestión 2010. 
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a) La relación de dependencia y subordinación del trabajador respecto 

al empleador. 

b) La prestación de trabajo por cuenta ajena. 

c) La percepción de remuneración o salario, en cualquiera de sus 

formas y manifestaciones.  

Además, que tanto los trabajadores del Sector Público y Sector Privado sufren 

el mismo desgaste físico e intelectual. 
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CAPITULO II 

MARCO TEORICO 

1. MARCO CONCEPTUAL  

1.1. CONCEPTO DE BENEFICIOS SOCIALES 

Según, el Abogado Laboralista CABALLERO PEREZ, Mauricio, en su página 

web manifiesta que: “Los BENEFICIOS SOCIALES mejor llamado 

“DERECHOS SOCIALES” son considerados como el conjunto de ingresos 

consolidados que el trabajador adquiere habiendo cumplido trabajo continuo 

e interrumpido (A.S. No. 98 de 27 de junio de 1.977) como la indemnización 

por tiempo de servicios desahucio si corresponde, aguinaldo, vacaciones, 

bono de antigüedad (a partir del segundo año cumplido) sueldos devengados, 

primas y otros derechos generados directamente por la relación laboral y 

plasmada en la ejecución del trabajo en el tiempo y que a su conclusión el 

empleador está en la obligación de cancelarlos dentro del plazo establecido 

por ley. 

 

Estos derechos laborales precedentemente se activaran dependiendo la 

naturaleza y condiciones del trabajo, así como la manera de como termino la 

relación laboral (renuncia voluntaria, despido justificado o injustificado), 

derechos que deben ser calculados sobre el promedio indemnizable que 

conforma lo determinada el Art. 19 de la Ley General del Trabajo, se obtiene 

dela medida del total ganado o efectivamente percibido por el trabajador 

durante sus tres últimos meses del trabajo así se desprende del referido 

artículo que con meridiana claridad establece:  “El cálculo de la 
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indemnización se hará tomando en cuenta el término medio de los SUELDOS 

O SALARIOS de los tres últimos meses.”4 

 

Según, CHAVENATO, Idalberto: “Concepto de Beneficios Sociales son 

ciertas regalías y ventajas que las organizaciones conceden a la totalidad o 

parte de los empleados como pagos adicionales de los salarios. En general, 

constituyen un paquete de beneficios y servicios que es parte integral de la 

remuneración del personal. Los beneficios y servicios sociales incluyen 

variedad de comodidades y ventajas ofrecidas por la organización, como 

asistencia médico-hospitalaria, seguro de vida, alimentación subsidiada, 

transporte, pago de tiempo no laborado, planes de pensión y jubilación.”5  

 

Según, DICK, Marco Antonio: “Los beneficios sociales son los derechos 

adquiridos y consolidados del trabajador a los tres meses de trabajo continuo, 

que a la conclusión de la relación laboral y de acuerdo  a ciertas 

características particulares  de esta extinción, el empleador está obligado a 

pagar dentro del plazo otorgado por ley. El término discutido de “beneficios 

sociales”, se usa generalmente, aunque lo más correcto es utilizar el término 

“derechos laborales”, por existir una diferencia de género y especie.  

 

Dentro de los beneficios sociales se pagan la indemnización por tiempo de 

servicios, el desahucio si correspondiera, las vacaciones pendientes o 

duodécimas si las hubiera, duodécimas de aguinaldo, salarios devengados y 

                                                           
4
 CABALLERO PEREZ, Mauricio. http://www.asesorlaboral.org/. 

5
 CHAVENATO, Idalberto, noviembre de 1999. “Administración de Recursos Humanos”. Quinta Edición.  

Editorial Mc Graw Hill. 
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otros conceptos impagos a que el trabajador tiene derecho;  además de los 

anteriores si el empleador al margen de las obligaciones legales determina 

gratificar voluntariamente al trabajador no existe impedimento alguno de 

hacerlo dentro de los beneficios sociales, siempre con la consideración de que 

si bien no son incompatibles, tampoco son eximentes; cabe decir que, por una 

gratificación adicional voluntaria no se modifica los que por ley 

corresponden.”6 

 

1.2. CONCEPTO DE SERVIDOR PÚBLICO 

Según, el Estatuto del Funcionario Público Ley 2027 de 27 de octubre de 

1999: “El Servidor Público es aquella persona individual, que 

independientemente de su jerarquía y calidad, presta servicios en relación de 

dependencia a una entidad sometida al ámbito de aplicación de la presente 

ley. El termino Servidor Público, se refiere también o los dignatarios, 

funcionarios y empleados públicos u otras personas que presten servicios en 

relación de dependencia con entidades estatales, cualquiera fuese su fuente de 

remuneración.”7   

 

2. MARCO HISTORICO 

“Después del 24 de mayo de 1939, cuando entró en vigencia la Ley General 

del Trabajo (LGT), que brinda una serie de beneficios a los trabajadores que 

mantengan una relación de dependencia con un empleador (aunque el 

abogado experto en Derecho Laboral Raúl Jiménez remonta el inicio a un año 

                                                           
6
 DICK, Marco Antonio. “El Manual Práctico Laboral”. Tercera Edición. 

7
 Estatuto del Funcionario Público Ley 2027 de 27 de octubre de 1999. Art.4 
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antes con la promulgación de la Constitución Política Social de 1938, 

aprobadas ambas por el presidente Germán Busch), décadas después de la 

Masacre de Chicago de 1886.  

 

La primera etapa comienza con la norma mencionada y continúa con la 

Revolución Nacional, durante la cual existió la tendencia a dar mayor 

protección a los trabajadores en relación de dependencia (que son los 

beneficiarios de la LGT). Este periodo se extendió hasta el punto de quiebre 

que significó el Decreto Supremo 21060 en 1885, que instauraba, mediante su 

artículo 55, la libre contratación. Ese periodo constituye la segunda etapa. A 

partir de la norma sucedió una seguidilla de decretos guiados a proteger a 

empleadores por encima de los trabajadores, todo en consecuencia con las 

políticas neoliberales.  

 

Es con el ascenso a la presidencia de Evo Morales que se intenta volver a las 

anteriores políticas de protección del empleado. Las medidas de este tipo, 

adoptadas por el “proceso de cambio”, representan una evolución positiva de 

acciones políticas para los trabajadores beneficiarios de la LGT; sin 

embargo, hay especialistas que cuestionan su verdadero impacto; sus 

argumentos serán expuestos después de señalar los avances en materia de 

derechos laborales que los trabajadores han ganado desde 2006. 

 

Contratación. En mayo de ese año, Morales abrogó el artículo 55 del Decreto 

21060 (lo que se constituye en el tercer momento del panorama de los 

derechos laborales) mediante el Decreto 28699. Ya con la nueva Constitución 
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Política del Estado (CPE), una de sus normas hace que los beneficios 

laborales sean imprescriptibles; anteriormente, con la LGT, éstos 

“caducaban” a los dos años si es que el trabajador no los reclamaba. Una de 

las mejoras del último tiempo fue la imposición de una multa del 30% para el 

empleador en caso de que éste no pagara los beneficios de despido en los 15 

días posteriores a un despido”.8 

 

Además, es importante realizar una reseña histórica sobre el pago de la 

indemnización y desahucio al sector público, por cuanto se debe señalar el 

Decreto Supremo No. 21060 de 29 de agosto de 1985 en el Gobierno de Víctor 

Paz Estenssoro es su Artículo 56 que señala: “Se establece transitoriamente el 

Beneficio de Relocalización, para la defensa y racionalización del empleo, que 

regirá tanto para el sector público como para el privado. Este beneficio se 

pagará por los empleadores en todos los casos de terminación de la relación 

de trabajo por decisión del empleador y consistir en el pago del equivalente a 

tres meses da salario, si fuere pagado de una sola vez o de seis meses a 

pagarse en igual plazo (6 meses), a elección del trabajador. 

El Beneficio de Relocalización será pagado, cuando hubiere lugar, en forma 

adicional a todos los beneficios sociales establecidos por ley y no es 

sustituible con el preaviso. 

El Beneficio de Relocalización regirá hasta el 31 de Diciembre de 1985, a 

partir de la fecha del presente Decreto.”9 

 

                                                           
8
 JIMENEZ SANJINEZ RAUL. Historia del Derecho del Trabajo en Bolivia. : Librería Editorial "Popular" 2010.  

9
 Decreto Supremo No. 21060 de 29 de agosto de 1985. Art. 56. 
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Posteriormente se promulgo el Decreto Supremo Nº 21137, 30 de noviembre 

de 1985 de VICTOR PAZ ESTENSSORO en su Art. 31 señala: 

“(Racionalización) Hasta el 31 de mayo de 1986, las entidades del Sector 

Público ejecutarán programas de racionalización de personal que les permita 

cumplir sus objetivos, debidamente ajustados a la Nueva Política Económica y 

a las limitaciones impuestas por la crisis internacional del estado, que afecta 

sensiblemente los ingresos del Tesoro Nacional y la balanza comercial. 

El personal excedentario que no pueda ser relocalizado en nuevas funciones, 

será retirado con el pago del beneficio de relocalización establecido por el 

artículo 56 del Decreto Supremo Nº 21060 cuyos alcances se modifican en la 

presente disposición legal.”10 

 

 En su Art. 36 señala: “(Pago de beneficios sociales) Los trabajadores de las 

entidades y empresas del Sector Público, amparados por la Ley General del 

Trabajo, gozarán de todos los beneficios sociales establecidos por ley, sin el 

Beneficio de Relocalización. El pago de indemnización, por tiempo de 

servicios, procederá sólo cuando el contrato sea extinguido y el trabajador se 

retire efectivamente de la entidad o empresa. Queda terminantemente 

prohibido el pago de cualquier anticipo de beneficios sociales en las entidades 

y empresas del Sector Público.”11 

 

Al respecto según la publicación de APUNTES JURIDICOS, señala que: 

“Esta disposición es una burla a los efectos de la ley y los derechos del 

                                                           
10

 Decreto Supremo Nº 21137 de 30 de noviembre de 1985. Art. 31. 
11

 Decreto Supremo Nº 21137 de 30 de noviembre de 1985. Art. 36. 
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trabajador, porque defensa del empleo no significa despedir y justamente el 

Art. 31 del DS 21137 dispone que “El personal excedentario que no pueda ser 

relocalizado en nuevas funciones será despedido”. De esta disposición se 

infiere que el objeto no es relocalizar sino despedir, es decir este es un 

término que quiere confundir. Relocalizar significa lo mismo que despedir, los 

artículos 55, 56 del DS 21060 y 31 del DS 21137 disponen el despido de los 

trabajadores. 

Todos los trabajadores que supuestamente deberían ser relocalizados han 

sido despedidos, pues no se tiene antecedentes de trabajadores que hayan sido 

cambiados de un trabajo a otro.”12 

 

Además, el Decreto Ley No. 11049 de 24 de agosto de 1973, se aprobó las 

leyes del Sistema Nacional de Personal y de la Carrera Administrativa; 

inspirada la primera de ellas en que el funcionario es el elemento básico de la 

Administración Pública en la consecución de sus fines, puesto que el éxito de 

los programas que ejecuta el Gobierno, se encuentra en función directa a su 

capacidad, efectividad y honestidad. Y refiriéndose a la Carrera 

Administrativa, el mismo Decreto Ley expresa: ”Que la eficiencia, 

dignificación y moralización de la Función Pública sólo podrá alcanzarse 

mediante la implantación de un régimen de Carrera Administrativa que regule 

el ingreso del ciudadano a la Administración Pública  Nacional,  la  

estabilidad y continuidad funcionaria, una remuneración justa, el derecho a 

                                                           
12

 APUNTES JURIDICOS 2017. https://jorgemachicado.blogspot.com/2009/02/bolovia-decreto-supremo-
n-21060-de-29.html. 
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promoción en base al mérito y un adecuado equilibrio entre los derechos y 

obligaciones recíprocos del Estado y el Funcionario Público”. 

 

Pero, más aún agrega: “Que los Funcionarios Públicos constituyen el único 

sector laboral del país que no se halla protegido por leyes y normas de 

carácter social que le reconozcan un mínimo de derechos, acorde con el 

importante rol que cumple en beneficio de la colectividad y el respeto que 

merece su personalidad y dignidad humana”. Es de relevar que estos 

conceptos fueron vertidos el año 1973. 

Este Decreto Ley sirve de antecedente para la elaboración de la Ley N° 2027 

mediante la cual se establece el Estatuto del Funcionario Público, la Carrera 

Administrativa y actualmente la Dirección General de Servicio Civil, que hoy 

rigen en Bolivia.”13 

 

3. MARCO CIENTIFICO 

Los métodos a utilizar son los universales que son: 

 

3.1. METODO DEDUCTIVO 

Permitirá comprender el postulado de la Ley General del Trabajo, la 

Constitución Política del Estado y la Ley del Estatuto del Funcionario Público, 

para establecer la desprotección jurídica de los trabajadores del Sector Público. 

3.2. METODO INDUCTIVO 

                                                           
13

 http://www.serratepaz.com/articulos/Estatuto_Funcionario_Publico.pdf. 
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Permitirá comprender porque a los trabajadores del Sector Público no les 

corresponde el pago de indemnización por tiempo de servicio y el desahucio 

en caso de despido injustificado. 

 

3.3. METODO HISTORICO 

Nos permite estudiar los hechos del pasado con el fin de encontrar 

explicaciones   causales a   las   manifestaciones propias de las sociedades 

actuales, sobre los beneficios sociales o derechos sociales. 

 

4. MARCO JURIDICO 

4.1.  ANALISIS DE ALGUNOS PRECEPTOS 

IMPORTANTES DE LA LEY DEL ESTATUTO DEL 

FUNCIONARIO PÚBLICO DEL 27 DE OCTUBRE DE 1999 

“LEY No. 2027” 

Actualmente los llamados Servidores Públicos constituyen un sector laboral 

desprotegido por leyes y normas, que no se encuentran acorde con su realidad 

laboral, siendo que cumplen un rol importante en beneficio de la colectividad.  

 

Y del análisis de los siguientes artículos de la Ley No. 2027 de 27 de octubre 

de 1999, observamos: 

 

“PRINCIPIOS  

ARTÍCULO 1º (PRINCIPIOS). El presente Estatuto se rige por los siguientes 

principios:  
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a) Servicio exclusivo a los intereses de la colectividad y no de parcialidad o 

partido político alguno.  

b) Sometimiento a la Constitución Política del Estado, la Ley y al 

ordenamiento jurídico.  

c) Reconocimiento del derecho de los ciudadanos a desempeñar cargos 

públicos.  

d) Reconocimiento al mérito, capacidad e idoneidad funcionaria.  

e) Igualdad de oportunidades, sin discriminación de ninguna naturaleza.  

f) Reconocimiento de la eficacia, competencia y eficiencia en el desempeño de 

las funciones públicas para la obtención de resultados en la gestión.  

g) Capacitación y perfeccionamiento de los servidores públicos.  

h) Honestidad y ética en el desempeño del servicio público.  

i) Gerencia por resultados.  

j) Responsabilidad por la función pública.” 14 

 

De los Artículos anteriores se evidencia, que no todos los principios de los 

cuales se rige el Estatuto del Funcionario Público, se cumplen en su totalidad 

existiendo una clara contradicción, como se puede observar de los siguientes 

incisos: 

Inc. a) no se cumple a cabalidad, ya que en la realidad los servidores y 

servidoras públicas en su mayoría se deben al gobierno de turno, no siendo 

imparcial para el interés de la colectividad. 

                                                           
14

 ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA. LEY DEL ESTATUTO DEL FUNCIONARIO PÚBLICO DEL 27 DE 
OCTUBRE DE 1999 “LEY No. 2027”. Art. 1. 



PROPUESTA JURIDICA PARA EL PAGO DE INDEMNIZACION Y DESAHUCIO AL SECTOR PÚBLICO 

38 
  

Inc. e) en cuanto a la igualdad de oportunidades, sin discriminación de ninguna 

naturaleza, tampoco se cumple ya que cualquier trabajador o trabajadora 

publica debería ser tratada en sus derechos sociales sin discriminación alguna. 

Además, contiene en su Título Preliminar los Principios que lo regirán y que 

nos permitimos sintetizar y destacar que son: 

- Establece el reconocimiento al mérito, capacidad e idoneidad para 

desempeñar cargos públicos y 

- Adopta la honestidad y la ética como esenciales en el desempeño del servicio 

público. 

 

“ARTÍCULO 3° (ÁMBITO DE APLICACIÓN).  

I. El ámbito de aplicación del presente Estatuto abarca a todos los servidores 

públicos que presten servicios en relación de dependencia con cualquier 

entidad del Estado, independientemente de la fuente de su remuneración.  

II. Igualmente están comprendidos en el ámbito de aplicación del presente 

Estatuto los servidores públicos que presten servicios en las entidades 

públicas autónomas autárquicas y descentralizadas.”15 

 

Los parágrafos III y IV fueron modificados por la Ley No. 2104 de fecha 21 

de junio de 2000. 

III. “Las carreras administrativas en los gobiernos Municipales, Universidades 

Públicas, Escalafón Judicial del Poder Judicial, Carrera Fiscal del Ministerio 

Público, Servicio Exterior y Escalafón Diplomático, Magisterio Público, se 

                                                           
15
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regularán por su legislación especial aplicable en el marco establecido en el 

presente Estatuto.  

IV. Los Servidores Públicos dependientes de las Fuerzas Armadas, Policía 

Nacional, Servicio de Salud Pública y Seguridad Social, estarán solamente 

sujetos al Capítulo III del Título II y al Título V del presente Estatuto”.  

Del análisis del Articulo 3, manifiesto que todos los funcionarios de Carrera 

administrativa señaladas en el parágrafo III, se encuentran dentro del marco de 

la Ley del Funcionario Púbico ya que sigue vigente el parágrafo I del Art. 3 de 

la Ley del Funcionario Público que señala que el ámbito de aplicación del 

presente Estatuto abarca a todos los servidores públicos que presten servicios 

en relación de dependencia con cualquier entidad del Estado, 

independientemente de la fuente de su remuneración; para mayor aclaración, el 

parágrafo II señala que Igualmente están comprendidos en el ámbito de 

aplicación de la presente norma los servidores públicos que presten servicios 

en las entidades públicas autónomas autárquicas y descentralizadas. 

 

Es decir, que los funcionarios de carreras administrativas en los gobiernos 

Municipales, Escalafón Judicial del Poder Judicial, Carrera Fiscal del 

Ministerio Público, Servicio Exterior y Escalafón Diplomático, Magisterio 

Público, son servidores públicos que prestan servicios en relación de 

dependencia con del Estado SE REGULAN POR SU LEGISLACIÓN 

ESPECIAL acomodada o ajustada dentro el marco de la Ley del Funcionario 

Público. Sus derechos los tienen consagrados en el Art. 7 parágrafo I de la 

mencionada ley; sin embargo, no significa que estén excluidos otros derechos 
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establecidos en la Ley General del Trabajo y otras disposiciones del régimen 

laboral. 

 

“ARTÍCULO 4°.- (SERVIDOR PÚBLICO) Servidor público es aquella 

persona individual, que independientemente de su jerarquía y calidad, presta 

servicios en relación de dependencia a una entidad sometida al ámbito de 

aplicación de la presente Ley. El término servidor público, para efectos de 

esta Ley, se refiere también a los dignatarios, funcionarios y empleados 

públicos u otras personas que presten servicios en relación de dependencia 

con entidades estatales, cualquiera sea la fuente de su remuneración.” 16 

 

Es importante analizar la terminología de Servidor Público, para referirse a 

toda persona individual, que no tiene relevancia su jerarquía, calidad y forma 

de designación. (Comprende así a dignatarios, funcionarios o empleados), que 

prestan el servicio bajo relación de dependencia, en una Entidad Estatal. 

 

“ARTÍCULO 5°.- (CLASES DE SERVIDORES PÚBLICOS). Los servidores 

públicos se clasifican en:  

a. Funcionarios electos: Son aquellas personas cuya función pública se 

origina en un proceso eleccionario previsto por la Constitución Política del 

Estado. Estos funcionarios no están sujetos a las disposiciones relativas a la 

Carrera Administrativa y Régimen Laboral del Presente Estatuto. 

                                                           
16
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b. Funcionarios designados: Son aquellas personas cuya función pública 

emerge de un nombramiento a cargo público, conforme a la Constitución 

Política del Estado, disposición legal u Sistema de Organización 

Administrativa aplicable. Estos funcionarios no están sujetos a las 

disposiciones relativas a la Carrera Administrativa del presente Estatuto. 

c. Funcionarios de libre nombramiento: Son aquellas personas que 

realizan funciones administrativas de confianza y asesoramiento técnico 

especializado para los funcionarios electos o designados. El Sistema de 

Administración de Personal, en forma coordinada con los Sistemas de 

Organización Administrativa y de Presupuesto, determinará el número y 

atribuciones específicas de éstos y el presupuesto asignado para este fin. Estos 

funcionarios no están sujetos a las disposiciones relativas a la Carrera 

Administrativa del presente Estatuto. 

d. Funcionarios de carrera: Son aquellos que forman parte de la 

administración pública, cuya incorporación y permanencia se ajusta a las 

disposiciones de la Carrera Administrativa que se establecen en el presente 

Estatuto. 

e. Funcionarios interinos: Son aquellos que, de manera provisional y por 

un plazo máximo e improrrogable de 90 días, ocupan cargos públicos 

previstos para la carrera administrativa, en tanto no sea posible su 

desempeño por funcionarios de carrera conforme al presente Estatuto y 

disposiciones reglamentarias. 

 

ARTÍCULO 6°.- (OTRAS PERSONAS QUE PRESTAN SERVICIOS AL 

ESTADO) No están sometidos al presente Estatuto ni a la Ley General del 
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Trabajo, aquellas personas que, con carácter eventual o para la prestación de 

servicios específicos o especializados, se vinculen contractualmente con una 

entidad pública, estando sus derechos y obligaciones regulados en el 

respectivo contrato y ordenamiento legal aplicable y cuyos procedimientos, 

requisitos, condiciones y formas de contratación se regulan por las Normas 

Básicas del Sistema de Administración de Bienes y Servicios.”17 

 

Del análisis de los Artículos 5 y 6; se tiene que los Servidores Públicos 

abarcan a Funcionarios y Empleados de los tres Poderes del Estado. Incluye a 

los:  

1.- Funcionarios Electos, y para que no quepan dudas, puntualiza a aquéllas 

personas cuya función pública se origina en un proceso eleccionario, previsto 

en la CPE. O sea que concretamente, dentro de la denominación de Servidores 

Públicos, se refiere al Presidente y Vicepresidente de la República, a los 

Senadores y Diputados de la Nación, a los Concejales Municipales y a los 

Consejeros Departamentales, esta última figura es de reciente data. 

Estos Servidores Públicos Elegidos, aclara, no están sujetos a las disposiciones 

relativas a la Carrera Administrativa y a su Régimen Laboral alcanzándolos 

todas las demás disposiciones estatutarias. 

2.- Funcionarios Designados, se refiere a todas las personas nombradas en la 

Función Pública, de conformidad con el ordenamiento jurídico. La redacción 

no es clara, pues por su amplitud comprende a todo Servidor Público. Es en el 

Reglamento donde se puntualiza: 

                                                           
17
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- A los Ministros de Estado nombrados por el Presidente del Estado 

Plurinacional de Bolivia, mediante Decreto Presidencial. 

- A los Viceministros, Directores Generales y los Directores de los Servicios 

Nacionales nombrados por Resolución Suprema. 

Creemos innecesaria la redundancia reglamentaria, cuando al referirse a la 

designación de los Ministros, añade que éstos tienen que ser nombrados por el 

Presidente del Estado Plurinacional de Bolivia, mediante Decreto Presidencial. 

En Bolivia los Ministros del Poder Ejecutivo son nombrados únicamente por 

el Presidente y únicamente se los puede designar mediante Decreto 

Presidencial. 

Son también Funcionarios Designados: 

- el Fiscal General de la República, 

- Contralor General de la República, 

- Superintendentes y 

- Presidentes de las entidades autónomas, autárquicas y descentralizadas. 

- Incluye también a los funcionarios diplomáticos y consulares. 

Cierra el abanico de los tres Poderes, como Funcionarios Designados, citando 

a los Miembros del Poder Judicial en el siguiente detalle: 

- Ministros del Tribunal Supremo de Justicia, 

- Vocales de los Tribunales Superiores de Distrito y 

- Jueces del Poder Judicial; 

- Magistrados del Tribunal Constitucional y Consejeros de la Magistratura. 

(Ambos de reciente creación). 

Estos Funcionarios no están sujetos a las disposiciones relativas a la Carrera 

Administrativa del Funcionario Público. 
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3.- Funcionarios de Libre Nombramiento, son aquéllas personas designadas 

por la máxima autoridad ejecutiva de una Entidad Pública, con la finalidad de 

realizar funciones administrativas de confianza y asesoramiento técnico 

especializado para los requerimientos de los Funcionarios Electos o 

Designados. 

Estos Funcionarios de Libre Nombramiento, se pueden consideran 

funcionarios ad-hoc (Generalmente se refiere a una solución específicamente 

elaborada para un problema o fin preciso y, por tanto, no generalizable ni 

utilizable para otros propósitos).  Sus atribuciones y el presupuesto asignado 

serán determinados por el Sistema de Administración de Personal, en 

coordinación con los Sistemas de Organización Administrativa y de 

Presupuesto. ¿Quiénes son éstos?, La ley guarda silencio, es el reglamento 

quien los enumera: 

Asesores Generales, Coordinadores Generales, Jefes de Gabinete, Oficiales 

Mayores, Secretarios Privados, Ayudantes y Personal de confianza, nombrados 

por la máxima autoridad ejecutiva y el personal nombrado directamente por el 

Presidente del Estado Plurinacional de Bolivia. 

Estando enumerados puntualmente los Funcionarios de Libre Nombramiento, 

creemos que el añadido referido al “Personal de Confianza”, nombrados tanto 

por la máxima autoridad ejecutiva, como el nombrado directamente por el 

Presidente, es una apertura para la discrecionalidad en la contratación. 

No olvidemos que los Funcionarios de Libre Nombramiento no están sujetos a 

las disposiciones relativas a la Carrera Administrativa. 

4.- Funcionarios Interinos, son personas contratadas, de manera provisional, 

por un plazo corto inferior a los 90 días. Para nombrar estos Funcionarios tiene 
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que producirse una vacancia en la estructura institucional de la Administración 

Pública o como resultado de una situación de emergencia, la que no pueda ser 

satisfecha por el personal de carrera. 

Otra característica es que estos Funcionarios de manera automática, por la 

acción del tiempo, no pueden constituirse en Funcionarios de Carrera. 

5.- Funcionarios de Carrera, estos Funcionarios son parte componente de la 

Administración Pública y tanto su ingreso, permanencia, promoción y retiro se 

ajustan a las disposiciones de la Carrera Administrativa.  

Antes de concluir este acápite, quiero manifestar que no se han tomado en 

cuenta, en esta clasificación a los 6.- Funcionarios Honorarios, cuya existencia 

con mayor frecuencia se da en las Universidades y a los Funcionarios por 

Accesión, es decir, que por el desempeño de un cargo, acceden a otro. 

Ejemplo: el Vicepresidente de la República que por el ejercicio de este cargo, 

pasa a desempeñarse como Presidente Nato del Congreso y del Senado y que 

por tal carácter pasa a gozar de las inmunidades y prerrogativas acordadas a 

Senadores y Diputados. 

El Presidente del Tribunal Supremo de Justicia que preside el Consejo de la 

Magistratura y dentro del Poder Ejecutivo, los Ministros, por su condición de 

tal, presidía el Directorio de Entidades Autárquicas relacionadas a su 

jurisdicción, por Ejemplo (Ministro de Agricultura, presidía el Directorio del 

Banco Agrícola de Bolivia). 

 

Debo puntualizar que la tesis se refiere fundamentalmente a estos funcionarios 

que son la mayoría y que deber ser incorporados al alcance de la L.G.T.  
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Pero además, también el trabajo se refiere al conjunto de funcionarios que 

están en forma permanente y que no tiene la condición, la calidad de 

funcionarios de carrera y que son la mayoría, yo diría el 90% de la 

administración pública. Por tanto el trabajo no se refiere a los funcionarios 

electos, designados y de libre nombramiento. 

 

“CAPÍTULO II 

DERECHOS Y DEBERES 

ARTÍCULO 7°.- (DERECHOS). 

I. Los servidores públicos tienen los siguientes derechos:  

a. A desempeñar las funciones o tareas inherentes al ejercicio de su cargo. 

b. Al goce de una justa remuneración, correspondiente con la 

responsabilidad de su cargo y la eficiencia de su desempeño. 

c. Al respecto y consideración por su dignidad personal en la función. 

d. Al goce de vacaciones, licencias, permisos y otros beneficios conforme 

al presente Estatuto y los Reglamentos respectivos. 

e. A la percepción de las pensiones jubilatorias, así como de invalidez y 

sobrevivencia para sus derechohabientes. 

f. Al derecho de las prestaciones de salud. 

g. A que se le proporcionen los recursos materiales necesarios para el 

cumplimiento de sus funciones. 

II. Los funcionarios de carrera tendrán, además, los siguientes derechos:  

a. A la carrera administrativa y estabilidad, inspirada en los principios de 

reconocimiento de mérito, evaluación de desempeño, capacidad e igualdad. 
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b. A la capacitación y perfeccionamiento técnico o profesional, en las 

condiciones previstas en el presente Estatuto. 

c. A impugnar, en la forma prevista en la presente Ley y sus reglamentos, 

las decisiones administrativas que afecten situaciones relativas a su ingreso, 

promoción o retiro, o aquellas que deriven de procesos disciplinarios. 

d. A representar por escrito, ante la autoridad jerárquica que 

corresponda, las determinaciones que se juzguen violatorias de alguno de sus 

derechos. 

e. A recibir y conocer información oportuna, de las autoridades 

institucionales sobre aspectos que puedan afectar el desarrollo de sus 

funciones. 

f. A representar fundadamente, observando la vía jerárquica que 

corresponda, las instrucciones que considere técnica, legal y/o 

administrativamente inadecuadas, que pudiesen ocasionar un daño a la 

entidad. 

g. Al goce de especiales incentivos económicos, conforme a las 

previsiones establecidas en el presente Estatuto. 

h. A recibir la protección necesaria en materia de higiene y seguridad en 

el trabajo. 

III. Los derechos reconocidos para los servidores públicos en el presente 

Estatuto y su régimen jurídico, excluyen otros derechos establecidos en la Ley 

General del Trabajo y otras disposiciones del régimen laboral que rige 

únicamente para los trabajadores.”18 
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En cuanto a los derechos de los servidores públicos señalados anteriormente 

existe una total contradicción con lo previsto por el Art. 48 de la Constitución 

Política del Estado Plurinacional de Bolivia vigente, referente a que toda 

persona tiene derecho al trabajo sin discriminación alguna, por cuanto no 

deberían ser excluidos de la Ley General del Trabajo en cuanto al pago de sus 

beneficio sociales, específicamente los funcionarios públicos de Carrera por 

gozar de la estabilidad laboral. 

 

“TÍTULO III 

CARRERA ADMINISTRATIVA 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 18°.- (ESTABLECIMIENTO DE LA CARRERA 

ADMINISTRATIVA). Se establece la carrera administrativa con el objetivo 

de promover la eficiencia de la actividad administrativa pública en servicio de 

la colectividad, el desarrollo laboral de sus funcionarios de carrera y la 

permanencia de éstos condicionada a su desempeño. La carrera 

administrativa se articula mediante el Sistema de Administración de Personal. 

 

CAPÍTULO II  

DOTACIÓN  

ARTÍCULO 19° (PROCESOS DE DOTACIÓN). La dotación de personal 

para el ejercicio de la función pública en los puestos determinados para los 

funcionarios de carrera, comprenderá las funciones de cuantificación de la 
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demanda de personal, programación operativa anual individual, valoración 

de puesto y remuneración, reclutamiento, selección, inducción o integración. 

Sus modalidades, condiciones y procedimientos se sujetarán a lo previsto en el 

presente Estatuto, las Normas Básicas del Sistema de Administración de 

Personal y disposiciones reglamentarias específicas.  

 

ARTÍCULO 20° (CUANTIFICACIÓN DE LA DEMANDA DE 

PERSONAL). La demanda y requerimientos de personal de cada entidad 

pública serán cuantificados y determinados en relación a sus objetivos. Al 

efecto, éstas cuantificarán y determinarán los puestos de trabajo 

efectivamente requeridos, tomando en cuenta los sistemas de programación de 

operaciones y organización administrativa previstos por la Ley No. 1178, de 

Administración y Control Gubernamentales.  

 

ARTÍCULO 21° (PROGRAMACIÓN OPERATIVA INDIVIDUAL - 

ANUAL). La programación operativa individual-anual de cada entidad, 

establecerá y definirá los objetivos de cada puesto y los resultados que se 

esperan de su desempeño. Los procedimientos y condiciones se sujetarán a las 

establecidas en las Normas Básicas del Sistema de Administración de 

Personal y disposiciones reglamentarias específicas.  

 

ARTÍCULO 22° (VALORACIÓN DE PUESTO Y REMUNERACIÓN). Las 

entidades, a través de la función de valoración de puestos y remuneración, 

determinarán técnicamente el alcance, la importancia y conveniencia de cada 

puesto, asignándole una remuneración justa vinculada al mercado laboral 
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nacional, a la disponibilidad de recursos y a las políticas presupuestarias del 

Estado.  

 

ARTÍCULO 23° (RECLUTAMIENTO DE PERSONAL).  

I. Los procesos de reclutamiento de personal en las entidades públicas 

comprendidas en el alcance del presente Estatuto, estarán fundados en los 

principios de mérito, competencia y transparencia, a través de procedimientos 

que garanticen la igualdad de condiciones de selección.  

II. Los procesos de reclutamiento de personal deberán ser realizados 

mediante convocatorias internas y externas.  

 

ARTÍCULO 24° (SELECCIÓN). La selección de los funcionarios de carrera 

y consecuente ingreso a la función pública, se realizará sobre la base de su 

capacidad, idoneidad, aptitud y antecedentes laborales y personales, previo 

cumplimiento de los procesos de reclutamiento establecidos en el presente 

Estatuto y las disposiciones reglamentarias aplicables.  

 

ARTÍCULO 25° (INDUCCIÓN O INTEGRACIÓN).  

I. A efectos de procurar una eficaz, eficiente y conveniente adaptación, los 

funcionarios de carrera que sean seleccionados para desarrollar una nueva 

función pública, serán sometidos a un período de inducción y orientación de 

sus recientes tareas.  

II. Los funcionarios de carrera incorporados al ejercicio de la función pública 

o promovidos, conforme al presente Estatuto, se someterán a una evaluación 
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de confirmación conforme a reglamentación, de cuyo resultado dependerá su 

incorporación o promoción definitiva.  

 

ARTÍCULO 26° (PROHIBICIÓN Y SANCIONES). Las máximas 

autoridades ejecutivas de las entidades públicas que recluten, incorporen o 

contraten a personal y dispongan su remuneración, vulnerando los procesos 

que comprenden la dotación de personal y la normativa prevista en el 

presente Estatuto y disposiciones reglamentarias, podrán ser sujetos de 

responsabilidad civil con cargos de daño económico al Estado, sin perjuicio 

de otras responsabilidades previstas por la Ley No. 1178.  

 

CAPÍTULO VI 

RETIRO 

ARTÍCULO 40°.- (RETIRO). El retiro es la terminación del vínculo que une 

a la Administración con el funcionario de carrera, de acuerdo a los 

procedimientos previstos en el presente Estatuto. 

 

ARTÍCULO 41°.- (CAUSALES). El retiro podrá producirse por cualquiera 

de las siguientes causales:  

a. Renuncia, entendida como el acto por el cual el funcionario de carrera 

manifiesta voluntariamente su determinación de concluir su vínculo laboral 

con la administración. 

b. Jubilación, conforme a las disposiciones del régimen correspondiente. 

c. Invalidez y muerte, conforme a las disposiciones legales aplicables. 

d. Los previstos en el artículo 39° del presente Estatuto. 
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e. Destitución como resultado de un proceso disciplinario por 

responsabilidad por la función pública o proceso judicial con sentencia 

condenatoria ejecutoriada. 

f. Abandono de funciones por un período de tres días hábiles 

consecutivos, o seis discontinuos, en un mes, no debidamente justificados. 

g. Por supresión del cargo, entendida como la eliminación de puestos de 

trabajo o cargos en el marco del Sistema de Organización Administrativa. 

 

ARTÍCULO 42°.- (REGISTRO). Las entidades públicas llevarán un registro 

en el cual se deje constancia de los antecedentes, causales y procedimientos 

efectuados para el retiro de sus funcionarios de carrera y remitir dicha 

información a la Superintendencia del Servicio Civil conforme a 

reglamentación expresa, con el objeto de proveer la información necesaria 

para el tratamiento de posibles apelaciones de los funcionarios afectados 

mediante la vía del recurso jerárquico. 

 

ARTÍCULO 43°.- (SUPRESIÓN DE CARGO). En los casos de retiro por 

supresión de cargo se realizarán, en forma obligatoria, exámenes de auditoría 

gubernamental que verifiquen la oportunidad, mérito y conveniencia de la 

decisión.  

La comprobación de que la decisión de retiro no estuviese legalmente 

justificada, podrá ser objeto de sanciones por responsabilidad administrativa 

y civil, sin perjuicio de las reclamaciones que puedan interponer los 

servidores públicos afectados, ante la Superintendencia del Servicio Civil.  



PROPUESTA JURIDICA PARA EL PAGO DE INDEMNIZACION Y DESAHUCIO AL SECTOR PÚBLICO 

53 
  

En los casos de retiro por supresión del cargo, la institución no podrá, en lo 

que resta de la gestión fiscal, reponer el mismo. 

 

ARTÍCULO 44°.- (PROHIBICIÓN DE RETIRO DISCRECIONAL).  

I. Se prohíbe el retiro de funcionarios de carrera a través de decisiones 

discrecionales y unilaterales de las autoridades, bajo alternativa de iniciarse 

contra éstas los procedimientos y las acciones de responsabilidad por la 

función pública y sin perjuicio de las reclamaciones que puedan interponer 

los afectados ante la Superintendencia del Servicio Civil. 

II. Excepcionalmente, por motivos fundados y de acuerdo a Reglamento, la 

máxima autoridad ejecutiva de las entidades sujetas al ámbito de aplicación 

de la presente Ley, podrá disponer el retiro de un funcionario de carrera, 

debiendo informar expresamente tal decisión, en forma inmediata, a la 

Superintendencia del Servicio Civil. 

III. En el caso previsto en el numeral II del presente artículo, el cargo del 

funcionario de carrera podrá ser única y exclusivamente reemplazado 

mediante convocatoria interna y externa de personal realizada por la 

Superintendencia del Servicio Civil, en un plazo no mayor a 90 días 

computables a partir de recibida la información.”19  

 

Haciendo un análisis de la Carrera Administrativa en los Artículos 18 al 26 y 

del 40 al 44, en nuestra azarosa vida democrática es una nota plausible que 

                                                           
19

 ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA. LEY DEL ESTATUTO DEL FUNCIONARIO PÚBLICO DEL 27 DE 
OCTUBRE DE 1999 “LEY No. 2027”. Arts. 18 al 26, 40 al 44. 
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debemos recogerla como un desafío para brindar seguridad y estabilidad a la 

Función Pública. 

La Carrera Administrativa es un sistema técnico de administración de 

personal, que se establece con el objeto de promover: 

- la eficiencia de la actividad administrativa 

- el desarrollo laboral de sus funcionarios, tendiente a su profesionalización 

- y la permanencia condicionada a su desempeño 

La Carrera Administrativa se articula mediante el Sistema de Administración 

de Personal que posibilita y promueve la creación de una nueva cultura en la 

relación de la Administración para con el Servicio Público. 

Todo ciudadano sin discriminación alguna puede aspirar a pertenecer a la 

Carrera Administrativa, condicionado únicamente al cumplimiento de los 

requisitos que formula el EFP, su Reglamento y el Sistema de Administración 

de Personal. 

Los Funcionarios de Carrera gozan de otros derechos más, aparte de los 

derechos específicos que tienen todos los Funcionarios de la Administración 

Pública. Como por ejemplo: 

- a la Carrera Administrativa y estabilidad, siendo esta última importante en la 

presente tesis; 

- a recibir capacitación y perfeccionamiento técnico o profesional; 

- al goce de especiales incentivos económicos, conforme a Estatuto. 

Ahora bien, en la realidad social se evidencia claramente que los derechos que 

señalan el Estatuto del Funcionario Público en beneficio del funcionario en 

carrera administrativa, no se cumplen. 
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Es importante señalar que con frecuencia se confunde la inamovilidad con la 

estabilidad creyendo que estabilidad e inamovilidad son sinónimos, y no es así. 

El concepto de inamovilidad está referido al lugar donde se ejerce el cargo y la 

estabilidad al cargo mismo. 

El Estado no asegura la inamovilidad, es decir la permanencia en el lugar del 

cargo. La Administración Pública puede requerir el traslado de sus Servidores, 

dentro y fuera de la repartición, y éstos están en la obligación de cumplir el 

requerimiento. Desde luego, esta “movida” del Servidor Público tiene que 

practicarse de acuerdo a procedimientos preestablecidos y con plazos 

razonables y no a impulsos discrecionales. 

En nuestra práctica administrativa, se conoce como retiro a la terminación del 

vínculo que une a la Administración con el Servidor Público y el EFP 

establece que el retiro se puede producir por las siguientes causales: 

-Renuncia, manifestación voluntaria del Servidor Público 

-Jubilación, conforme a disposiciones legales (años de servicio, pago de 

aportes, edad). 

-Invalidez y muerte, conforme a disposiciones legales. Como los cargos se 

ejercen personalmente por el Servidor Público, producidos estos extremos, se 

extingue la relación de empleo. 

-Las previstas en el Art. 49 del Estatuto, como resultado de evaluaciones 

deficientes y otras infracciones al EFP. 

-Destitución, por procesos disciplinarios por responsabilidad, por la función 

pública o proceso judicial con sentencia condenatoria ejecutoriada. 

-Abandono, Ausencia por tres días hábiles consecutivos y seis días 

discontinuos en un mes, no debidamente justificados 
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- Supresión del cargo, eliminación del puesto de trabajo. 

Sin embargo, se debe tener presente que en la realidad en las entidades 

públicas la mayoría de los retiros son por causales ajenas a la voluntad del 

trabajador o trabajadora pública, siendo despedidos sin justificación alguna de 

manera intempestiva.  

Ahora bien si se comprueba que el retiro fue ilegal, la máxima autoridad 

ejecutiva, será responsable administrativa y civilmente, sin perjuicio de los 

Recursos ante la Dirección General de Servicio Civil, sin embargo, en la 

realidad no se aplica dicha responsabilidad. 

En cuanto a la Prohibición de Retiros Discrecionales, es innecesaria esta 

redacción, ya que está legislado como tiene que practicarse el retiro y desde 

luego, quien lo haga sin respetar aquel procedimiento será sujeto de 

responsabilidad. Sin embargo, en la realidad no se respeta la Carrera 

Administrativa pues es evidente que existe retiro discrecional de dichos 

funcionarios, incumpliendo con todo lo que prevé en derechos y garantías que 

señala la Ley 2027. 

 

“CAPITULO II 

DE LA SUPERINTENDENCIA DE SERVICIO CIVIL 

ARTÍCULO 58°.- (SUPERINTENDENCIA DE SERVICIO CIVIL).  

Este Artículo fue modificado por la Ley No. 2104 de fecha 21 de junio de 

2000, quedando redactado de la siguiente manera: 

I. Se crea la Superintendencia del Servicio Civil con domicilio en la ciudad de 

La Paz y como persona jurídica de derecho público, con jurisdicción nacional 

que ejerce sus atribuciones con autonomía técnica, operativa y administrativa, 
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bajo la tuición del Ministerio de Trabajo y Microempresa, cuyo objeto es 

supervisar el régimen y gestión de la carrera administrativa en las entidades 

públicas comprendidas en el ámbito de aplicación del presente Estatuto, 

velando por la aplicación de los principios de eficiencia y eficacia en la 

función pública, el logro de resultados por la gestión, la dignidad y los 

derechos de los servidores públicos.”20 

 

“Es importante señalar que por aplicación del Art. 139 del D.S. 29894 de 7 de 

febrero de 2009, modificado por el Art. 55 del citado D.S. No. 0071 de 09 de 

abril de 2009, se determinó la extinción de la Superintendencia del Servicio 

Civil y sus atribuciones fueron asumidas por el Ministerio de Trabajo, Empleo 

y Previsión Social, a través del Viceministerio de Empleo, Servicio Civil y 

Cooperativas y se crea la Dirección General del Servicio Civil que tiene tres 

jefaturas: 

 

1. LA JEFATURA DE RÉGIMEN LABORAL E IMPUGNACIÓN. que 

tiene por funciones: a) aplicar los procedimientos establecidos en la 

normativa para garantizar la inamovilidad laboral de las mujeres en estado 

de embarazo y de su progenitor en el sector público; b) Aplicar la normativa 

emitida por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social relativa a las 

competencias asumidas por el Ministerio en cuanto a el conocimiento y 

resolución de los recursos jerárquicos planteados por aspirantes a servidoras 

y servidores públicos de carrera o servidoras, respecto a controversias sobre 

                                                           
20

 ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA. LEY DEL ESTATUTO DEL FUNCIONARIO PÚBLICO DEL 27 DE 
OCTUBRE DE 1999 “LEY No. 2027”. Art. 58. 
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ingreso, promoción o retiro de la función pública, así como los derivados de 

procesos disciplinarios. 

 

2. LA JEFATURA DE LA FUNCION PUBLICA Y REGISTRO 

PLURINACIONAL, tiene las funciones generales de: a) General y aplicar 

mecanismos de supervisión y control de régimen laboral y la implantación 

dela carreara administrativa de las y los servidores públicos; b) Generar y 

aplicar mecanismos de supervisión y control de los procedimientos de 

evaluación del desempeño de las y los servidores públicos de carrera; c) 

Informar a la Contraloría General del Estado ante vulneraciones a los 

procesos de implantación de la carrera administrativa o al régimen laboral a 

fin de que esa instancia fiscalice mediante auditorias especiales; d) Diseñar y 

administrar el registro estatal de las servidoras y servidores públicos relativo 

al ingreso, evaluación permanencia, movilidad y retiro de las y los servidores 

públicos de la administración pública; e) Solicitar a la Contraloría General 

del Estado información sobre las declaraciones juradas de bienes y rentas 

para la alimentación del registro estatal de las servidoras y servidores 

públicos; f) Emitir normativa que regule el procedimiento para el registro 

estatal de las servidoras y servidores públicos para el cumplimiento 

obligatorio por parte de las entidades públicas; g) Proponer y aplicar 

normativa para certificar y autorizar a las entidades privadas especializadas 

que puedan prestar servicios de selección de personal a entidades del sector 

público. 
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3. LA JEFATURA DE CAPACITACION, ETICA Y DESARROLLO 

NORMATIVO, tiene las funciones generales de: a) Emitir normativa para el 

registro y regulación de la índole, oportunidad y costo de los presentes y 

obsequios que legítimamente pudieran recibir los servidores públicos; b) 

Generar los mecanismos e instrumentos para el seguimiento y control del 

cumplimiento de la normativa emitida; c) General y ejecutar políticas para la 

promoción y ejercicio de principios y valores éticos en la administración 

pública en coordinación con otras instancias competentes; d) Generar y 

aplicar mecanismos para la compatibilidad y aplicación de los Códigos de 

Ética Institucionales; e) Coordinar con la Escuela de Gestión Publica 

Plurinacional el diseño y ejecución de políticas dirigidas a la formación y 

capacitación de las servidoras y servidores públicos en el ámbito de las 

competencias de la Dirección General del Servicio Civil; f) Proponer 

disposiciones legales que regulen la relación laboral entre el Estado y las y 

los servidores públicos y gestionar su aprobación.” 21 

 

Habiendo realizado una investigación y análisis sobre las funciones de la 

Dirección General del Servicio Civil concluimos que: 

• En la realidad los funcionarios públicos de carrera no son siempre 

seleccionados sobre la base de méritos debidamente ponderados.  

• El Estado no reconoce y respeta los derechos de los servidores públicos y los 

principios del Estatuto del Funcionario Público.  

. Sin embargo, la MISION de la Dirección General del Servicio Civil no 

siempre resuelve los recursos jerárquicos de los servidores públicos, es decir, 

                                                           
21

 Dirección General del Servicio Civil, Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social. 
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existe una falta de supervisión a la gestión de recursos humanos que 

comprende los regímenes de carrera administrativa, laboral y de ética pública 

en los diferentes ámbitos de su competencia. 

 

4.2. ANALISIS DE ALGUNOS PRECEPTOS IMPORTANTES DE 

LA CONSTITUCIÓN POLITICA DEL ESTADO 

PLURINACIONAL DEL BOLIVIA, DEL 7 DE FEBRERO DE 

2009 

Es importante realizar un análisis sobre la parte pertinente que regula el 

Derecho del Trabajo y al Empleo dentro del Estado Plurinacional de Bolivia, 

por cuanto es conveniente desglosar los preceptos legales que señala la 

Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia como ser: 

 

“SECCIÓN III  

DERECHO AL TRABAJO Y AL EMPLEO 

ARTÍCULO 46. 

I. Toda persona tiene derecho: 1. Al trabajo digno, con seguridad industrial, 

higiene y salud ocupacional, sin discriminación, y con remuneración o salario 

justo, equitativo y satisfactorio, que le asegure para sí y su familia una 

existencia digna. 

A una fuente laboral estable, en condiciones equitativas y satisfactorias. 

II. El Estado protegerá el ejercicio del trabajo en todas sus formas. 

III. Se prohíbe toda forma de trabajo forzoso u otro modo análogo de 

explotación que obligue a una persona a realizar labores sin su 

consentimiento y justa retribución. 
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ARTÍCULO 47. 

I. Toda persona tiene derecho a dedicarse al comercio, la industria o a 

cualquier actividad económica lícita, en condiciones que no perjudiquen al 

bien colectivo. 

II. Las trabajadoras y los trabajadores de pequeñas unidades productivas 

urbanas o rurales, por cuenta propia, y gremialistas en general, gozarán por 

parte del Estado de un régimen de protección especial, mediante una política 

de intercambio comercial equitativo y de precios justos para sus productos, 

así como la asignación preferente de recursos económicos financieros para 

incentivar su producción. 

III. El Estado protegerá, fomentará y fortalecerá las formas comunitarias de 

producción.  

 

ARTÍCULO 48. 

I. Las disposiciones sociales y laborales son de cumplimiento obligatorio. 

II. Las normas laborales se interpretarán y aplicarán bajo los principios de 

protección de las trabajadoras y de los trabajadores como principal fuerza 

productiva de la sociedad; de primacía de la relación laboral; de continuidad 

y estabilidad laboral; de no discriminación y de inversión de la prueba a favor 

de la trabajadora y del trabajador. 

III. Los derechos y beneficios reconocidos en favor de las trabajadoras y los 

trabajadores no pueden renunciarse, y son nulas las convenciones contrarias 

o que tiendan a burlar sus efectos. 
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IV. Los salarios o sueldos devengados, derechos laborales, beneficios sociales 

y aportes a la seguridad social no pagados tienen privilegio y preferencia 

sobre cualquier otra acreencia, y son inembargables e imprescriptibles….”22 

 

Del análisis de los preceptos anteriormente señalados, se evidencia que Fuera 

del examen de otras secciones conexas relativas a los derechos de las y los 

trabajadores existentes en el actual texto constitucional de Bolivia, a 

continuación corresponde analizar los temas que hacen referencia específica a 

aquellos, bajo la premisa fundamental de que son la “principal fuerza 

productiva de la sociedad” (Art. 48, II).  

 

La incorporación en la norma fundamental del principio del derecho al salario 

justo, equitativo y satisfactorio, el cual “asegure para sí y su familia una 

existencia digna” (Art. 46, I), obedece a la continuada lucha de los 

trabajadores, en especial la clase obrera sindicalizada, por el mejoramiento de 

la calidad de vida y las condiciones de trabajo. 

 

A la estabilidad laboral la CPE propone al establecimiento de una fuente de 

empleo en condiciones equitativas y satisfactorias (Art. 46, 2).  Ante esta 

situación, hoy el Estado pretende garantizar la inserción laboral, teniendo 

presente “la equidad de género, así como las personas con discapacidad, 

prohibiendo el despido injustificado”. 

 

                                                           
22

 ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA. CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE BOLIVIA, promulgado 
el 29 de febrero de 2009, Art. 46 parágrafos I, II y III, 47 parágrafos I, II y III y Art. 48 parágrafos I, II, III y 
IV. 
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La protección estatal, donde el ejercicio del trabajo “en todas sus formas” (Art. 

46, II) es objeto de la protección, obligación de la mayor responsabilidad al ser 

de incumbencia de Estado, por cuanto la Normativa laboral referentes al 

cumplimiento de las disposiciones legales en el ámbito social y laboral al 

parecer resulta redundante y saldría sobrando en cuanto a los siete numerales 

de este artículo (Art. 48). No obstante, en un examen pormenorizado de cada 

uno de ellos, se advierten importantes aspectos de avance a favor de quienes se 

hallan al amparo de la normativa laboral. 

 

En cuanto a la obligatoriedad de las disposiciones sociales y laborales, 

precautela adecuadamente los derechos de la parte más débil en la relación 

obrero-patronal y compromete supervisar su cumplimiento por parte de las 

autoridades y diversas instancias del Estado. Además cabe considerar que 

constituye una suerte de prevención ante la renuencia a su aplicación en 

particular por sectores empresariales conservadores, dado que el articulado 

constitucional no podría tener ejecutoria práctica sólo y únicamente a través de 

la voluntariedad de las y los ciudadanos. 

 

La interpretación y aplicación, corresponde destacar en este punto un aporte 

constitucional de gran importancia, al establecerse el principio de protección 

de las y los trabajadores, al ser la “principal fuerza productiva de la sociedad” 

(Art. 48, II). Las actuaciones de interpretación y aplicación legales se ciñen a 

los principios de continuidad y estabilidad laboral, no discriminación, 

inversión de la prueba a favor de la o el trabajador, como sustentan las 

corrientes avanzadas del Derecho del Trabajo contemporáneo. 
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La irrenunciabilidad de derechos y beneficios, así como la nulidad de 

convenios que tiendan a burlar los efectos (Art. 48, III), proviene del 

constitucionalismo social. Sin embargo, empleadores se dan modos para 

desconocer disposiciones explícitas en materia laboral y en particular durante 

el neoliberalismo fueron reiteradamente vulneradas normas acerca del salario 

mínimo, la jornada máxima, la estabilidad y en general la mayor parte de los 

beneficios sociales. 

 

Por cuanto, debe tomarse en cuenta el pago de la indemnización y desahucio a 

favor de los funcionarios del Sector Publico de manera igualitaria  al a de 

cualquier trabajador sin DISCRIMINACION ALGUNA, puesto que en 

cualquier sector, el desgaste físico e intelectual es el mismo y ambos tienen las 

mismas necesidades económicas, por lo que no debe existir diferencia alguna. 

 

5. MARCO DE DERECHO COMPARADO 

5.1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COLOMBIA 

DE 2 DE DICIEMBRE DE 2003. 

La Constitución Política del Estado de Colombia de 2 de diciembre 18 de 

2003, regula los Derechos Laborales de los trabajadores y el pago de los 

beneficios sociales en los Arts. 53 al 57 de su Constitución, señalando 

textualmente lo siguiente: 
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“Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo.  La ley 

correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios 

mínimos fundamentales:  

Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital 

y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el 

empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas 

laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y 

discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la 

aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la 

realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones 

laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y 

el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al 

trabajador menor de edad. 

El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las 

pensiones legales. 

Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen 

parte de la legislación interna. 

La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden 

menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los 

trabajadores. 

 

Artículo 54. Es obligación del Estado y de los empleadores ofrecer formación 

y habilitación profesional y técnica a quienes lo requieran. El Estado debe 

propiciar la ubicación laboral de las personas en edad de trabajar y 
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garantizar a los minusválidos el derecho a un trabajo acorde con sus 

condiciones de salud. 

 

Artículo 55. Se garantiza el derecho de negociación colectiva para regular las 

relaciones laborales, con las excepciones que señale la ley.  

Es deber del Estado promover la concertación y los demás medios para la 

solución pacífica de los conflictos colectivos de trabajo. 

 

Artículo 56. Se garantiza el derecho de huelga, salvo en los servicios públicos 

esenciales definidos por el legislador. La ley reglamentará este derecho.  

Una comisión permanente integrada por el Gobierno, por representantes de 

los empleadores y de los trabajadores, fomentará las buenas relaciones 

laborales, contribuirá a la solución de los conflictos colectivos de trabajo y 

concertará las políticas salariales y laborales. La ley reglamentará su 

composición y funcionamiento. 

 

Artículo 57. La ley podrá establecer los estímulos y los medios para que los 

trabajadores participen en la gestión de las empresas.”23 

 

5.1.1.  VISION CONSTITUCIONAL DEL PRINCIPIO DE 

FAVORABILIDAD EN COLOMBIA 

Según, Luis Eduardo Pineda Palomino en su libro Visión Constitucional del 

Principio de la Favorabilidad manifiesta:  

                                                           
23

 Constitución Política del Estado de Colombia. Acto legislativo 02 de diciembre 18 de 2003. Arts. 53 al 
57. 
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“De igual manera, al ser Colombia  miembro de  comunidad internacional, 

aprobó mediante ley 16 de 1972, la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, suscrita  en San José de Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969, en 

la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, que 

en su Artículo No. 26 consagra el Principio de Progresividad de los Derechos 

Sociales, y posteriormente, aprobó mediante ley 319 de 1996, su protocolo 

adicional, llamado de San Salvador, suscrito en esa ciudad el 17 de noviembre 

de 1988, aprobado mediante ley 319 de 1996, que consagra el Principio de 

Prohibición de la Regresividad de tales derechos. 

 

Asimismo, Colombia ratifico los Convenios 95, 100 y 111 de la OIT, entre 

otros, sobre la protección del salario, 1949, igualdad de remuneración, 1951 

y discriminación en materia de empleo, 1958, respectivamente”.  

 

DEL PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD. 

“La doctrina internacional del trabajo, expuesta por el maestro uruguayo 

Américo PláRodríguez, estableció como el primero de los principios del 

Derecho del Trabajo, el principio protector, cuyo fundamento responde al 

propósito de nivelar desigualdades, para lo cual, plasmo este principio en tres 

reglas: La in dubio pro operario, la de la norma más favorable y la de la 

condición más beneficiosa; que los definió así: 

a) La regla “in dubio pro operario”. Criterio que debe utilizar el juez o el 

intérprete para elegir entre varios sentidos posibles de una norma aquel que 

sea más favorable al trabajador. 
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b) La regla de la norma más favorable. Determina que en caso de que 

haya más de una norma aplicable, deba optarse por aquella que sea más 

favorable, aunque no sea la que hubiese correspondido según los criterios 

clásicos sobre jerarquía de las normas. 

c) La regla de la condición más beneficiosa. Criterio por el cual la 

aplicación de una nueva norma laboral nunca debe servir para disminuir las 

condiciones más favorables en que pudiera hallarse un trabajador”.   

“Como puede analizarse, la doctrina inicialmente se refería y se refiere aun, 

principalmente a la aplicación del principio de favorabilidad a los siguiente 

eventos: Uno, cuando un mismos punto de derecho laboral este consagrado en 

varias normas y Dos, cuando una sola norma tenga varias interpretaciones 

caso en el cual, habrá de escogerse la norma más favorable al trabajador, 

independientemente del denominado principio de legalidad o jerarquía de las 

normas. Ej., si el contrato de trabajo contiene estipulaciones mejores que las 

de la ley, jabra de aplicarse aquel y no está. Asimismo, deberá optarse por la 

interpretación más favorable al trabajador, independiente de quien la haya 

hecho. 

 

En Colombia, la Constitución Política, en el Artículo 53 transcrito, consagro, 

como principio mínimo fundamental de derecho del trabajo, el de 

favorabilidad, con el siguiente texto: “Situación más favorable al trabajador 

en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de 

derecho”. 
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Esta norma trajo un gran avance respecto de la doctrina inicial puesto que, ya 

no solo la escogencia u opción se ha respecto a normas, sino frene a fuentes 

formales de derecho y este concepto jurídico incluye como tales, a la ley en 

sentido material (Ley formal, decretos, acuerdos, convenios, tratados, 

contrato de trabajo, convenciones o convenios colectivos, etc.), la costumbre, 

la doctrina, la jurisprudencia, los principios generales del derecho, y el 

negocio jurídico, entre otros. 

 

Así entonces, si la Constitución Política colombiana, ordena que la 

favorabilidad puede ser respecto de fuentes formales de derecho, resulta 

conforme al imperio de esta Carta Política, que perfectamente entre una 

doctrina y la ley o la jurisprudencia deberá aplicarse o interpretarse, la que 

sea más favorable para el trabajador.”24  

 

5.2. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 1993 DE 29 DE 

DICIEMBRE DE 1993 

La Constitución Política del Perú, prevé en los Artículos 22 al 29 los Derechos 

Sociales que señala textualmente lo siguiente: 

 

“CAPÍTULO II 

DE LOS DERECHOS SOCIALES Y ECONÓMICOS 

 

Artículo 22°.- Protección y fomento del empleo 

                                                           
24

 PINEDA PALOMINO, Luis Eduardo. “Visión Constitucional del Principio de Favorabilidad”. Presidente de 
la Asociación de Abogados Laboralistas de Trabajadores en Colombia. 
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El trabajo es un deber y un derecho. Es base del bienestar social y un medio 

de realización dela persona. 

 

Artículo 23°.- El Estado y el Trabajo 

El trabajo, en sus diversas modalidades, es objeto de atención prioritaria del 

Estado, el cual protege especialmente a la madre, al menor de edad y al 

impedido que trabajan. 

El Estado promueve condiciones para el progreso social y económico, en 

especial mediante políticas de fomento del empleo productivo y de educación 

para el trabajo. 

Ninguna relación laboral puede limitar el ejercicio de los derechos 

constitucionales, ni desconocer o rebajar la dignidad del trabajador. 

Nadie está obligado a prestar trabajo sin retribución o sin su libre 

consentimiento. 

 

Artículo 24°.- Derechos del trabajador 

El trabajador tiene derecho a una remuneración equitativa y suficiente, que 

procure, para él y su familia, el bienestar material y espiritual. 

El pago de la remuneración y de los beneficios sociales del trabajador tiene 

prioridad sobre cualquiera otra obligación del empleador. 

Las remuneraciones mínimas se regulan por el Estado con participación de 

las organización es representativas de los trabajadores y de los empleadores. 

 

Artículo 25°.- Jornada Ordinaria de trabajo 
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La jornada ordinaria de trabajo es de ocho horas diarias o cuarenta y ocho 

horas semanales, como máximo. En caso de jornadas acumulativas o atípicas, 

el promedio de horas trabajadas en el período correspondiente no puede 

superar dicho máximo. 

Los trabajadores tienen derecho a descanso semanal y anual remunerados. Su 

disfrute y su compensación se regulan por ley o por convenio. 

 

Artículo 26°.- Principios que regulan la relación laboral 

En la relación laboral se respetan los siguientes principios: 

1. Igualdad de oportunidades sin discriminación. 

2. Carácter irrenunciable de los derechos reconocidos por la Constitución y la 

ley. 

3. Interpretación favorable al trabajador en caso de duda insalvable sobre el 

sentido de una norma. 

 

Artículo 27°.- Protección del trabajador frente al despido arbitrario 

La ley otorga al trabajador adecuada protección contra el despido arbitrario. 

 

Artículo 28°.- Derechos colectivos del trabajador. Derecho de sindicación, 

negociación colectiva y derecho de huelga 

El Estado reconoce los derechos de sindicación, negociación colectiva y 

huelga. Cautela su ejercicio democrático: 

1. Garantiza la libertad sindical. 

2. Fomenta la negociación colectiva y promueve formas de solución pacífica 

de los conflictos laborales. 
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La convención colectiva tiene fuerza vinculante en el ámbito de lo concertado. 

3. Regula el derecho de huelga para que se ejerza en armonía con el interés 

social. 

Señala sus excepciones y limitaciones. 

 

Artículo 29°.- Participación de los trabajadores en las utilidades 

El Estado reconoce el derecho de los trabajadores a participar en las 

utilidades de la empresa y promueve otras formas de participación.”25 

 

5.2.1. LEY DE CONSOLIDACIÓN DE BENEFICIOS 

SOCIALES DEL PERU DECRETO LEGISLATIVO Nº 688 

El Decreto Legislativo No. 688 de 5 de noviembre de 1991, es la Ley de 

Consolidación de Beneficios Sociales en Colombia y la misma indica lo 

siguiente: 

 

“ARTÍCULO 1.- EL trabajador empleado u obrero tiene derecho a un seguro 

de vida a cargo de su empleador, una vez cumplidos cuatro años de trabajo al 

servicio del mismo. Sin embargo, el empleador está facultado a tomar el 

seguro a partir de los tres meses de servicios del trabajador. 

 

OBLIGACIONES DEL TRABAJADOR 

ARTÍCULO 6.- El trabajador deberá entregar a su empleador una 

declaración jurada, con firma legalizada notarialmente, o por el Juez de Paz a 

                                                           
25

 Constitución Política del Estado de Perú. Promulgada en fecha 29 de diciembre de 2013. En vigencia en 
fecha 31 de diciembre de 2013. Arts. 22 al 29. 
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falta de notario, sobre los beneficiarios del seguro de vida, con estricta 

observancia del orden establecido en el artículo 1 de esta Ley y con indicación 

del domicilio de cada uno de los beneficiarios. 

Es obligación del trabajador comunicar a su empleador las modificaciones 

que puedan ocurrir en el contenido de la declaración jurada. 

 

OBLIGACIONES DEL EMPLEADOR 

(Artículo MODIFICADO por el Artículo 2 de la Ley No.26645 publicada el 

27/06/96) 

ARTÍCULO 7.- El empleador está obligado a tomar la póliza de seguro de 

vida y pagar las primas correspondientes. 

En caso que el empleador no cumpliera ésta obligación y falleciera el 

trabajador, o sufriera un accidente que lo invalide permanentemente, deberá 

pagar a sus beneficiarios el valor del seguro a que se refiere el artículo 12. 

En los casos de suspensión de la relación laboral a que se refiere el Artículo 

45 del Texto Único Ordenado de la Ley de Fomento del Empleo, a excepción 

del caso del inciso j), el empleador está obligado a continuar pagado las 

primas correspondientes, y las compañías de seguros deberán continuar con 

la cobertura de las prestaciones a que se refiere esta Ley. En estos supuestos, 

la prima se calcula sobre la base de la última remuneración percibida antes 

de la suspensión, dejándose constancia del pago en la planilla y boletas de 

pago. 

 

ARTÍCULO 8.- La declaración jurada que contiene la relación de 

beneficiarios del trabajador a que se refiere el artículo 1 de esta Ley debe ser 
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entregada bajo responsabilidad, a la compañía de seguros contratada, dentro 

de las 48 horas de producido el fallecimiento del trabajador. 

 

CAPITULO II 

DE LA BONIFICACION POR TIEMPO DE SERVICIO 

ARTÍCULO 19.- Tienen derecho a la bonificación por tiempo de servicios los 

trabajadores empleados u obreros comprendidos en el régimen laboral de la 

actividad privada, que cumplan los requisitos establecidos en la presente ley. 

 

ARTÍCULO 20.- Se adquiere el derecho a percibir la bonificación por tiempo 

de servicios cuando el trabajador acredita treinta años de servicios prestados 

a un mismo empleador. 

Para este efecto: 

a) Se consideran indistintamente los servicios que se hayan prestado en 

calidad de obrero o empleado, sea en forma continua o discontinua. En ese 

último caso se suman los tiempos de servicios; 

b) En caso de venta, traspaso, fusión, cambio de giro del negocio, u otras 

figuras análogas, el tiempo de servicios se considera prestado a un mismo 

empleador. 

c) Son de aplicación las normas contenidas en los artículos 7 y 8 del Decreto 

Legislativo Nº 650. 

  

ARTÍCULO 21.- La bonificación por tiempo de servicios es igual al 30% de 

la remuneración mensual computable que perciba el trabajador. 
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ARTÍCULO 22.- Se considera remuneración computable para efectos de este 

beneficio únicamente a la remuneración básica y a la de horas extras. 

 

ARTÍCULO 23.- Salvo pacto en contrario, el otorgamiento de la bonificación 

por tiempo de servicios es incompatible con la que se puede haber otorgado 

por convenio o por decisión unilateral del empleador. Prevalecerá la que 

resulte más beneficiosa para el trabajador. 

 

CAPITULO III 

DE LA COMPENSACION POR TIEMPO DE SERVICIOS 

ARTÍCULO 24.- La Compensación por Tiempo de Servicios se rige por 

Decreto Legislativo Nº 650 y Normas Complementarias.”26 

 

5.3. CONSTITUCIÓN NACIONAL DE LA ARGENTINA DE 

FECHA 22 DE AGOSTO DE 1994. 

Según, la Constitución Nacional Argentina en sus Artículos 14 al 16 regula los 

derechos de los trabajadores y trabajadoras argentinas, y señala lo siguiente: 

 

“Artículo 14.- Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes 

derechos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio; a saber: de 

trabajar y ejercer toda industria lícita; de navegar y comerciar; de peticionar 

a las autoridades; de entrar, permanecer, transitar y salir del territorio 

argentino; de publicar sus ideas por la prensa sin censura previa; de usar y 

                                                           
26

 Ley de Consolidación de Beneficios Sociales. DECRETO LEGISLATIVO Nº 688, de 05.11.1991. 
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disponer de su propiedad; de asociarse con fines útiles; de profesar 

libremente su culto; de enseñar y aprender. 

 

Artículo 14 bis.- El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de 

las leyes, las que asegurarán al trabajador: condiciones dignas y equitativas 

de labor; jornada limitada; descanso y vacaciones pagados; retribución justa; 

salario mínimo vital móvil; igual remuneración por igual tarea; participación 

en las ganancias de las empresas, con control de la producción y 

colaboración en la dirección; protección contra el despido arbitrario; 

estabilidad del empleado público; organización sindical libre y democrática, 

reconocida por la simple inscripción en un registro especial. 

Queda garantizado a los gremios: concertar convenios colectivos de trabajo; 

recurrir a la conciliación y al arbitraje; el derecho de huelga. Los 

representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias para el 

cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su 

empleo. 

 

El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter 

de integral e irrenunciable. En especial, la ley establecerá: el seguro social 

obligatorio, que estará a cargo de entidades nacionales o provinciales con 

autonomía financiera y económica, administradas por los interesados con 

participación del Estado, sin que pueda existir superposición de aportes; 

jubilaciones y pensiones móviles; la protección integral de la familia; la 

defensa del bien de familia; la compensación económica familiar y el acceso a 

una vivienda digna. 



PROPUESTA JURIDICA PARA EL PAGO DE INDEMNIZACION Y DESAHUCIO AL SECTOR PÚBLICO 

77 
  

 

Artículo 15.- En la Nación Argentina no hay esclavos: los pocos que hoy 

existen quedan libres desde la jura de esta Constitución; y una ley especial 

reglará las indemnizaciones a que dé lugar esta declaración. Todo contrato de 

compra y venta de personas es un crimen de que serán responsables los que lo 

celebrasen, y el escribano o funcionario que lo autorice. Y los esclavos que de 

cualquier modo se introduzcan quedan libres por el solo hecho de pisar el 

territorio de la República. 

 

Artículo 16.- La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de 

nacimiento: no hay en ella fueros personales ni títulos de nobleza. Todos sus 

habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra 

condición que la idoneidad. La igualdad es la base del impuesto y de las 

cargas públicas.”27 

 

5.4. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPUBLICA DE 

CHILE SANTIAGO, 17 DE SEPTIEMBRE DE 2005 

La Constitución Política de la República de Chile regula los derechos sociales 

en los Artículos 16 a 18 y manifiesta lo siguiente: 

 

“ARTICULO 16°. La libertad de trabajo y su protección. 

Toda persona tiene derecho a la libre contratación y a la libre elección del 

trabajo con una justa retribución. 

                                                           
27

Constitución Nacional de la Argentina. Santa Fe, de fecha 22 de agosto de 1994. Boletín Oficial de fecha 
23 de agosto de 1994. Arts. 14 al 16.  
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Se prohíbe cualquiera discriminación que no se base en la capacidad o 

idoneidad personal, sin perjuicio de que la ley pueda exigir la nacionalidad 

chilena o límites de edad para determinados casos. 

 

Ninguna clase de trabajo puede ser prohibida, salvo que se oponga a la 

moral, a la seguridad o a la salubridad pública, o que lo exija el interés 

nacional y una ley lo declare así. Ninguna ley o disposición de autoridad 

pública podrá exigir la afiliación a organización o entidad alguna como 

requisito para desarrollar una determinada actividad o trabajo, ni la 

desafiliación para mantenerse en éstos. La ley determinará las profesiones 

que requieren grado o título universitario y las condiciones que deben 

cumplirse para ejercerlas. Los colegios profesionales constituidos en 

conformidad a la ley y que digan relación con tales profesiones, estarán 

facultados para conocer de las reclamaciones que se interpongan sobre la 

conducta ética de sus miembros. Contra sus resoluciones podrá apelarse ante 

la Corte de Apelaciones respectiva. Los profesionales no asociados serán 

juzgados por los tribunales especiales establecidos en la ley.  

 

La negociación colectiva con la empresa en que laboren es un derecho de los 

trabajadores, salvo los casos en que la ley expresamente no permita negociar. 

La ley establecerá las modalidades de la negociación colectiva y los 

procedimientos adecuados para lograr en ella una solución justa y pacífica. 

La ley señalará los casos en que la negociación colectiva deba someterse a 
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arbitraje obligatorio, el que corresponderá a tribunales especiales de expertos 

cuya organización y atribuciones se establecerán en ella.  

No podrán declararse en huelga los funcionarios del Estado ni de las 

municipalidades. Tampoco podrán hacerlo las personas que trabajen en 

corporaciones o empresas, cualquiera que sea su naturaleza, finalidad o 

función, que atiendan servicios de utilidad pública o cuya paralización cause 

grave daño a la salud, a la economía del país, al abastecimiento de la 

población o a la seguridad nacional. La ley establecerá los procedimientos 

para determinar las corporaciones o empresas cuyos trabajadores estarán 

sometidos a la prohibición que establece este inciso; 

 

ARTICULO 17°. La admisión a todas las funciones y empleos públicos, sin 

otros requisitos que los que impongan la Constitución y las leyes; 

 

ARTICULO 18°. El derecho a la seguridad social. 

Las leyes que regulen el ejercicio de este derecho serán de quórum calificado. 

La acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos los 

habitantes al goce de prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen a 

través de instituciones públicas o privadas. La ley podrá establecer 

cotizaciones obligatorias. 

El Estado supervigilará el adecuado ejercicio del derecho a la seguridad 

social;..”28 

 

6. DELIMITACION DEL TEMA DE TESIS 
                                                           
28

 Constitución Política de la República de Chile. Santiago, 17 de septiembre de 2005. Arts. 16 al 18. 
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6.1. DELIMITACION TEMATICA 

La investigación se circunscribirá en el área jurídica social, toda vez que los 

trabajadores del Sector Público se encuentran al margen de la protección 

objetiva de la Ley General del Trabajo. 

 

6.2. DELIMITACION ESPACIAL 

La presente investigación se desarrollara en el Estado Plurinacional de Bolivia. 

 

6.3. DELIMITACION TEMPORAL  

Comprende a partir de la aprobación de la Constitución Política del Estado de 

7 febrero de 2009 y el Estatuto del Funcionario Público Ley 2027 de 27 de 

octubre de 1999. 

 

6.4. UNIDAD DE ANALISIS 

- Realidad del Estado Plurinacional de Bolivia. 

- Trabajadores del Sector Público. 

- Disposiciones Legales aisladas ambiguas y contradictorias. 

- Desprotección jurídica e institucional. 

- Derechos Humanos y constitucionales. 

 

7. TECNICAS A UTILIZARSE EN LA TESIS 

Las técnicas a utilizar en la presente investigación son los materiales y las 

intelectuales, ya que permitirán utilizar libros, códigos, leyes, etc. Además de 

las fuentes primarias como la entrevista, encuestas y técnicas bibliográficas. 

Asimismo, para poder entender demostrar que es importante que los 
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trabajadores del Sector Publico deben ser beneficiados del pago íntegro de la 

indemnización por tiempo de servicio y el desahucio en caso de ser despedido 

de manera injustificada. 
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CAPITULO III 

LOS BENEFICIOS SOCIALES 
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CAPITULO III 

LOS BENEFICIOS SOCIALES 

 

1. ETIMOLOGIA DE BENEFICIOS SOCIALES 

Según, el Diccionario de Wikipedia Enciclopedia, “BENEFICIO proviene del 

latín BENEFICIUM que significa Beneficiar, Beneficio y SOCIAL proviene 

del latín SOCIALIS que significa SOCIEDAD”.29 

 

2. NATURALEZA JURIDICA DE LOS BENEFICIOS 

SOCIALES 

La Autora Laboralista Mariela E.  Blanco en su “Manual de Remuneraciones”, 

manifiesta que: “Actualmente se advierte la creciente tendencia por parte de 

las empresas de brindar a sus dependientes planes de beneficios y servicios 

sociales. Así, los empleadores ofrecen ciertos beneficios tendientes a mejorar 

la calidad de vida de sus trabajadores y de la familia de éstos. Como ejemplo 

podemos mencionar: las gratificaciones, el celular, la notebook, la provisión 

de ropa de trabajo y útiles, el comedor, el transporte, los gastos de guardería, 

los seguros de vida, el servicio de medicina prepaga, los cursos de 

capacitación, la recreación y las actividades comunitarias que abona la 

empresa”.30 

 

                                                           
29

Diccionario Wikipedia Enciclopedia. 
30

 BLANCO, Mariela E. “Manual de Remuneraciones”. 2000. Mendoza, Argentina. Ediciones Jurídicas 
Cuyo.  Pág. 39 y s.s. 
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Según Valentín Rubio y Graciela Piatti de la Asociación Argentina el Derecho 

del Trabajo y Seguridad Social, manifiestan que “Se denominan beneficios 

sociales a las prestaciones de naturaleza jurídica de seguridad social que son 

ventajas, que al margen de la remuneración, otorga la empresa excediendo el 

esquema contractual, asumiendo una responsabilidad social delegada en 

cuanto a las necesidades que puedan afligir a sus dependientes”. 

 

Su objetivo es contribuir a mejorar la calidad de vida del trabajador y su 

familia, y están a cargo del empleador, por sí o a través de terceros”.31 

 

3. ORIGEN DE LOS BENEFICIOS SOCIALES 

Según la página web Planes de Beneficios Sociales señala que: “Los orígenes 

de los beneficios sociales se deben a los siguientes factores: 

1. Actitud modificada del empleado en cuanto a los beneficios sociales. 

2. Exigencias de los sindicatos. 

3. Legislación impuesta por el gobierno. 

4.  Competencia entre las empresas en disputa por los recursos humanos. 

5.  Controles salariales exigidos por el gobierno. 

6.  Altos impuestos atribuidos a las empresas. 

 

El criterio para el planteamiento de servicios y beneficios sociales, se refiere 

generalmente a beneficios concedidos a los empleados, donde también el 

patrón se beneficie. El patrón necesita planes de beneficios para reclutar y 

retener a empleados competentes. Hay una lista de objetivos y criterios para 

                                                           
31

 Valentín Rubio y Graciela Piatti de la Asociación Argentina el Derecho del Trabajo y Seguridad Social. 
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la definición de un programa de beneficios. Los objetivos se refieren a las 

expectativas a corto y largo plazo de la organización, según los resultados del 

programa, y los criterios son factores que pesan relativamente en la 

ponderación sobre el programa. 

 

OBJETIVOS CRITERIOS 

1. Reducción del turno 1. Costo 

2. Elevación de la moral 2. Capacidad de pago 

3. Aumento de seguridad 3. Necesidad 

 
4. Poder del sindicato 

 
5. Consideraciones sobre impuestos 

 
6. Relaciones publicas 

 
7. Responsabilidad social 

 
8. Reacciones de la fuerza de trabajo 

 

Son criterios para la elección del programa de beneficios los siguientes: 

1. El beneficio al empleado debe satisfacer la necesidad real. 

2. Los beneficios deben confinarse a actividades en las que el grupo es 

más eficiente que el individuo. 

3. El beneficio debe extenderse sobre una base de amplias 

posibilidades. 

4. Los beneficios deben concederse sin paternalismos generosos. 
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5. Los costos de los beneficios deben ser calculados y se tendrá en 

cuenta una medida para que haya un financiamiento sólido.   

6. Tipos de servicios y beneficios sociales. 

En cuanto a sus objetivos, pueden ser: 

1. Actividades asistenciales: es el caso de la asistencia médico-

hospitalaria, remuneración por tiempo no trabajado, asistencia 

financiera, etc. 

2. Recreativas: la asociación o el club, paseos y excursiones 

programadas. 

3. Suplementarias o de apoyo: transporte, restaurant en el lugar de 

trabajo, estacionamiento privado. 

4. Costo del plan de servicios y beneficios sociales. 

 

Una manera simple de evaluar y comparar un plan de beneficios para los 

empleados consiste en brindar beneficios proporcionales al salario (simple 

operación aritmética para ciertos beneficios). Las comparaciones efectuadas 

mediante la utilización de valores salariales equivalentes son más reales que 

las hechas mediante pura comparación entre los costos de beneficios de las 

diversas empresas que se pretende comparar, pues estos costos varían 

enormemente conforme a la empresa, en función de innumerables variables, 

como: 

1. Número de empleados 

 2. Nivel socio-económico de la empresa 

3. Política salarial 

4. Distribución armónica del personal 
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5. Proporción entre mayores y menores, hombres y mujeres, solteros y 

casados 

6. Localización de la empresa 

7.  Condiciones de infraestructura de la comunidad, etc. “32 

 

4. LOS FINES DE LOS BENEFICIOS SOCIALES 

Según la página web Planes de Beneficios Sociales señala que: “Los 

beneficios sociales están destinados o tiene como fines el de auxiliar al 

trabajador en tres áreas de su vida: 

 En el ejercicio del cargo: bonificaciones, seguro de vida, premios de 

producción, etc. 

 Fuera del cargo, pero dentro de la empresa: descanso, transporte, etc. 

 Fuera de la empresa, es decir en la comunidad: recreación, actividades 

comunitarias, etc.”33 

 

5. VENTAJAS DE LOS BENEFICIOS SOCIALES  

De acuerdo a la página web Planes de Beneficios Sociales, manifiesta que las 

ventajas de los beneficios sociales se dividen en dos, para la Empresa y para el 

Empleados, en mérito al siguiente recuadro: 

“VENTAJAS DE LOS BENEFICIOS 

PARA LA EMPRESA PARA EL EMPLEADO 

Elevar la moral de los empleados Ofrecer conveniencias no evaluables 

                                                           
32

http://html.rincondelvago.com/planes-de-beneficios-sociales.html. 
33

http://html.rincondelvago.com/planes-de-beneficios-sociales.html. 
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en dinero 

Reducir el turnover (que significa la 

cuantificación de la rotatividad del 

personal, que mide el giro de entradas 

y salidas del personal34) y el 

ausentismo 

Ofrecer asistencia disponible para 

solucionar problemas personales 

Elevar la lealtad del empleado para 

con la empresa 
Aumentar la satisfacción en el trabajo 

Aumentar el bienestar del empleado 
Contribuir en el desarrollo personal y 

el bienestar individual 

Facilitar el reclutamiento y la 

retención del personal 

Ofrecer los medios para mejorar las 

relaciones sociales entre los 

empleados 

Aumentar la productividad y disminuir 

el costo del trabajo individual 
Reducir sentimientos de inseguridad 

Demostrar las direcciones y objetivos 

de la empresa para con los empleados 

Ofrecer oportunidades adicionales 

para asegurar el status social 

Reducir disturbios o quejas Ofrecer compensación extra 

Promover relaciones publicas con la 

comunidad 
Mejorar las relaciones con la empresa 

                                                           
34

 http://es.eadbox.com/la-guia-definitiva-para-disminuir-el-turnover-en-sucursales/. 
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Reducir las causas de 

insatisfacción.”35 

 

 

6. CARACTERISTICAS DE LOS BENEFICIOS 

SOCIALES 

De acuerdo al Autor Jorge Rodríguez Manzini en su libro Curso de Derecho 

del Trabajo y de la Seguridad Social las características de los beneficios 

sociales son las siguientes: 

 “Patrimonial: Configura una ganancia; ingresa al patrimonio del 

trabajador. 

 Igual y Justa: Rige el principio constitucional de igual remuneración 

por igual tarea, que se relaciona con el principio de la remuneración 

justa. 

 Insustituible: En principio la remuneración no puede reemplazarse por 

otras formas de pago (beneficios sociales, asignaciones familiares o 

rubros no remunerativos). 

 Dineraria: Debe abonarse principalmente en dinero de curso legal; está 

limitado al 20% el pago en especie. 

 Inalterable e Intangible: El empleador no puede disminuirla 

unilateralmente porque violaría una condición esencial del contrato 

(iusvariandi); tampoco puede reducirse en términos reales durante el 

vínculo laboral y no debe ser inferior al salario mínimo vital y móvil, ni 

                                                           
35

http://html.rincondelvago.com/planes-de-beneficios-sociales.html. 

http://www.monografias.com/trabajos14/patrimonio/patrimonio.shtml
http://www.monografias.com/trabajos16/marx-y-dinero/marx-y-dinero.shtml
http://www.monografias.com/trabajos6/cont/cont.shtml
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al mínimo del convenio colectivo, existiendo restricciones para otorgar 

adelantos y efectuar deducciones. 

 Integra: El trabajador la debe percibir íntegramente 

 Conmutativa: Debe existir proporcionalidad entre el trabajo realizado 

y la remuneración percibida. 

 Continua: El contrato de trabajo, por ser de tracto sucesivo, se debe 

abonar durante el transcurso de la relación laboral sin interrupciones, 

con excepción de las legalmente receptadas. 

 Alimentaria: Constituye el único medio con que cuenta el trabajador 

dependiente y su familia para subsistir, al servir para solventar sus 

necesidades básicas (alimentación, vivienda, educación, salud). 

 Inembargable: Por su carácter alimentario es inembargable hasta la 

suma equivalente a un salario mínimo vital y móvil, y si lo supera es 

embargable con restricciones. Tampoco se la puede ceder por ningún 

título. 

 Irrenunciable: Toda renuncia del trabajador a la remuneración es 

nula”.36 

 

7. CLASIFICACIÓN DE BENEFICIOS SOCIALES 

La página web de nombre Plan de Beneficios sociales, hace una clasificación 

de beneficios sociales en tres puntos: 1. En cuanto a sus exigencias, que se 

encuentra conformada por Beneficios Legales y Beneficios Espontáneos; 2. En 

cuanto a su naturaleza y; 3. En cuanto a sus objetivos, que se encuentra 

                                                           
36

Rodríguez Manzini, Jorge: Curso de derecho del Trabajo y de la Seguridad Social - Editorial Astrea. 
http://www.monografias.com/trabajos84/remuneraciones/remuneraciones.shtml#ixzz3oeydDWiO 

http://www.monografias.com/trabajos5/fami/fami.shtml
http://www.monografias.com/Salud/Nutricion/
http://www.monografias.com/Educacion/index.shtml
http://www.monografias.com/Salud/index.shtml
http://www.monografias.com/trabajos84/remuneraciones/remuneraciones.shtml#ixzz3oeydDWiO
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clasificadas en asistenciales, recreativos y supletorios. Para una mejor 

comprensión de desarrolla de la siguiente manera: 

 

“7.1. EN CUANTO A SUS EXIGENCIAS 

7.1.1. Beneficios legales: Son los exigidos por la legislación laboral del 

país o por convenciones colectivas de trabajo tales como: 

1. El Aguinaldo. 

2. Vacaciones. 

3. Renta de Vejez. 

4. Seguro por accidente de trabajo.  

5. Salario Mensual. 

6. Seguro de Salud. 

7. Salario por maternidad, que en Bolivia son el Subsidio Prenatal, 

Subsidio de Lactancia y de Natalidad, es importante señalar que el 

Subsidio Prenatal y Subsidio de Lactancia consiste en la entrega a la 

madre gestante (asegurada o beneficiaria) y al lactante, de una 

asignación mensual en especie equivalente a un salario mínimo 

nacional. El Subsidio Prenatal comienza a partir del primer día del 

quinto mes de embarazo y fenece el día de nacimiento del niño. El 

Subsidio de Lactancia comienza a partir del primer día de nacimiento 

del niño por cada hijo, durante sus primeros doce meses de vida. Y el 

Subsidio de Natalidad consistente en un pago único, equivalente a un 

salario mínimo nacional a la madre gestante asegurada o beneficiaria 

el nacimiento de cada hijo (a) y prescribe en un plazo de un año a 
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partir de la fecha de nacimiento. 

8. Horas Extras. 

9. Adicional por trabajo nocturno. 

Algunos beneficios son pagados por la empresa y otros son pagados por 

las entidades de previsión.37 

7.1.2. Beneficios espontáneos: 

 Son concedidos libremente por la empresa ya que no son exigidos por la ley 

ni por la negociación colectiva. 

Son conocidos también como beneficios marginales, incluyen:38 

• Bonificaciones. 

• Seguro de vida colectivo.39 

• Restaurante. 

• Transporte. 

• Préstamos. 

• Asistencia médica hospitalaria, diferenciada mediante 

convenio. 

• Complementación de pensión.
40

 

 

7.2.  EN CUANTO A SU NATURALEZA 

                                                           
37

 http://beneficiosociales.blogspot.com/2010/05/clases-de-beneficios-sociales.html. “Plan de Beneficios 
Sociales”. 
38

 http://beneficiosociales.blogspot.com/2010/05/clases-de-beneficios-sociales.html. “Plan de Beneficios 
Sociales”. 
39

 http://beneficiosociales.blogspot.com/2010/05/clases-de-beneficios-sociales.html. “Plan de Beneficios 
Sociales”. 
40

 http://beneficiosociales.blogspot.com/2010/05/clases-de-beneficios-sociales.html. “Plan de Beneficios 
Sociales”. 
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Beneficios monetarios: Beneficios otorgados en dinero, a través de la nómina 

y generan obligaciones sociales derivadas. 

•Vacaciones. 

•Pensión, en Bolivia es la renta de vejez y/o invalidez. 

•Complementación de pensión. 

•Bonificaciones. 

•Planes de préstamos. 

• Complementación de salarios en las ausencias prolongadas por 

enfermedad. 

• Reembolso en dinero por medicamentos. 

 Beneficios no monetarios: Son los ofrecidos en forma de 

servicios, ventajas o facilidades para los usuarios, como por 

ejemplo: 

1.   Asistencia médico- hospitalaria- odontológico 

2.  Servicio social y consejería 

3.   Seguro de vida colectivo 

4.  Conducción o transporte de la casa a la empresa y 

viceversa.41 

 

7.3. EN CUANTO A SUS OBJETIVOS 

Se pueden clasificar en asistenciales, recreativos y supletorios: 

7.3.1. PLANES ASISTENCIALES: 

                                                           
41

 http://beneficiosociales.blogspot.com/2010/05/clases-de-beneficios-sociales.html. “Plan de Beneficios 
Sociales”. 
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Son beneficios que buscan proveer al empleado y a su familia ciertas 

condiciones de seguridad y previsión en casos de situaciones imprevistas o de 

emergencia, que muchas veces están fuera de su control o de su voluntad. 

INCLUYEN: 

1. Asistencia médica. 

1. Asistencia odontológica. 

2. Asistencia financiera mediante préstamos. 

3. Servicio social. 

4. Complementación de pensión. 

5. Complementación de salarios durante. 

6. Ausencias prolongadas por razones de enfermedad. 

7. Seguro de vida colectivo. 

8. Seguro de accidentes personales.42 

7.3.2. PLANES RECREATIVOS: 

Son los servicios y beneficios que buscan proporcionar al empleado 

condiciones de descanso, diversión, recreación, higiene mental u ocio 

constructivo. En algunos casos, estos beneficios también se extienden a la 

familia del empleado incluyen: 

1. Gremio o club 

2. Áreas de descanso en los intervalos de trabajo. 

3. Actividades deportivas. 

4. Paseos y excursiones programadas.
43

 

                                                           
42

 http://beneficiosociales.blogspot.com/2010/05/clases-de-beneficios-sociales.html. “Plan de Beneficios 
Sociales”. 
43

 http://beneficiosociales.blogspot.com/2010/05/clases-de-beneficios-sociales.html. “Plan de Beneficios 
Sociales”. 
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7.3.3. PLANES SUPLETORIOS: 

Son servicios y beneficios que buscan proporcionar a los empleados ciertas, 

facilidades, conveniencias y utilidades para mejorar su calidad de vida. 

INCLUYEN: 

1. Transporte o conducción del personal.  

2. Restaurante en el lugar de trabajo. 

3.  Estacionamiento privado para los empleados.  

4. Horario móvil de trabajo.  

5. Cooperativa de víveres o productos alimenticios. 

http://beneficiosociales.blogspot.com/2010/05/clases-de-

beneficios-sociales.html. “Plan de Beneficios Sociales”. 

6. Agencia bancaria en el lugar de trabajo. 

7. Asociación mutual”.44 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
44

http://beneficiosociales.blogspot.com/2010/05/clases-de-beneficios-sociales.html. “Plan de Beneficios 
Sociales”. 
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CAPITULO IV 

CAUSALES PARA EL PAGO DE INDEMNIZACION 

Y DESAHUCIO 

En Bolivia también se considera beneficios sociales a aspectos dinerarios 

como la indemnización por tiempo de servicios y el desahucio por el despido 

injustificado por causales ajenas a la voluntad del trabajador de manera 

intempestiva.        

 

1. “ LA INDEMNIZACION   

El Autor Dr. Marco A. Dick en su libro Manual Práctico Laboral, señala que 

de acuerdo a la doctrina y la legislación la indemnización es la 

compensación económica que el empleador le abona al trabajador por el 

tiempo de servicios prestados y como resarcimiento y reconocimiento al 

desgaste efectuado en ese tiempo, toda vez que transcurridos los años eta en 

una situación de agotamiento y cansancio, porque las fuerzas le abandonan 

y ya no puede rendir como antes y; por los perjuicios ocasionados como  

causa de la ruptura del contrato. 

 

Tomando en cuenta que los Beneficios Sociales son Derechos y no dadivas, 

regalos o reconocimientos se puede dar un concepto más cabal al decir que; 

la indemnización es el salario diferido considerado como adicional del mismo, 

descontado y acumulado en el curso de la relación laboral y que se hace 

efectivo de una sola vez en forma global cuando se extingue la relación 

laboral, para poder soportar los perjuicios que ocasionan el despido o retiro, 
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por lo que el pago está condicionado a la efectivización de dichas 

contingencias, aseveración que se realiza en consideración a que el 

trabajador tiene un salario indirecto consignado en las previsiones de 

indemnización de las empresas, por lo tanto la indemnización es un derecho y 

no un reconocimiento. 

La indemnización por tiempo de servicios puede ser por dos razones: 

- Sin causa imputable al trabajador, en tal caso se realiza la 

indemnización aplicando el Art. 13 de la L.G.T. debiendo el 

empleador pagarle todos sus beneficios sociales. 

- Por causa imputable al trabajador, sin derecho a sus beneficios 

sociales con excepción de los quinquenios en aplicación del Art. 16 

de la L.G.T.  y 9 de su D.R. y con derecho a la indemnización en 

caso de retiro voluntario, correspondiéndole la mencionada 

indemnización siempre y cuando sobrepase los 5 años cumplidos. 

 Existen los siguientes tipos de indemnización: 

 

1.1.  Indemnización Como Consecuencia Del Retiro Voluntario a los 

Cinco Años, procede en dos circunstancias y de la siguiente manera: 

Primero.- En caso de acogerse al retiro voluntario y si el trabajador tuviese 

más de 5 años de trabajo ininterrumpido no pierde ni un solo día de 

indemnización, pero si el trabajador se acoge al retiro voluntario sin cumplir 

5 años pierde su indemnización por tiempo de servicios. 

Segundo.- En caso de la aplicación del Art. 16 de la L.G.T. y 9 de su D.R.  

Cuando el trabajador fuese despedido por causal legal, si tuviese menos de 5 

años pierde sus beneficios sociales con excepción del aguinaldo y sus salarios 
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devengados, más si tiene un tiempo de servicios mayor a 5 años, en este caso 

solo se le paga de 5 años por ser derechos adquiridos, no obstante pierde los 

años restantes. 

 

1.2. Indemnización por Muerte del Trabajador a Consecuencia de 

Accidente de Trabajo o Enfermedad Profesional en favor de Herederos, de 

acuerdo al Art. 88 de la L.G.T. en caso de presentarse el suceso del 

trabajador por enfermedad profesional o accidente de trabajo, los herederos 

legales además de la indemnización por años de servicios, tienen derecho al 

pago adicional de dos sueldos más. 

Por su parte igual beneficio otorga el Art. 89 de la L.G.T. a los trabajadores 

en caso de incapacidad absoluta y permanente. 

 

1.3. Indemnización por Tiempo de Servicios por Muerte Corriente del 

Trabajador, de acuerdo con la Ley 18 de noviembre de 1947 y su D.S.R. No. 

1260 de 5 de julio de 1948, en caso de muerte corriente, llamado así a la 

muerte que no sucedió por accidente de trabajo o enfermedad profesional, por 

causas imputables o no al trabajador, se reputa como despido forzoso; o sea, 

el empleador está obligado a pagar por su cuenta y costo a los herederos 

legales una indemnización correspondiente, tomándose como fecha de retiro 

el día su fallecimiento, pagándose también todos los demás derechos que le 

asisten como ser aguinaldo, prima anual, bonos, etc. 

 

1.4. Indemnización en Caso de Quiebra, el Art. 14 de la L.G.T. 

modificado por el D.S. No. 03642 de 11 de febrero de 1954, en su Art. Único, 
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dispone: “En caso de cesación de servicios por quiebra o pérdida 

comprobada, el crédito del obrero gozará de prelación civil “; de manera que 

la reducción de la indemnización al 50% ha sido suprimida, debiendo por lo 

tanto el trabajador recibir el 100%, gozando del privilegio para su cobro 

frente a otros acreedores hipotecarios. 

 

Por su parte el Art. 15 de la L.G.T dispone: “Procede también el pago de 

indemnización en caso de clausura por liquidación o muerte del propietario. 

En este último caso la obligación recaerá sobre los herederos”. 

 

1.5. Indemnización Parcial por Rebaja Salarial, de acuerdo al Art. 2 

del D.S. de 9 de marzo de 1937, en caso que un trabajador opte por 

permanecer en el trabajo aún se le haya rebajado su salario, el empleador 

está en la obligación de indemnizarse por la diferencia de salario y por todo 

el tiempo e servicios prestados hasta esa fecha sin considerar en el mismo el 

bono de antigüedad, pues sigue vigente la relación laboral.45 

 

2. DESAHUCIO, “Es la compensación en dinero al trabajador por 

despido intempestivo y que consiste en una suma pagable de tres meses de 

sueldo por el perjuicio de quedar sin trabajo, búsqueda de otro empleo y la 

incertidumbre de ya no poder encontrar otro. 

 

El Desahucio,  considerado por la doctrina como un tipo de indemnización 

que adquiere el trabajador como consecuencia del despido sufrido por el 

                                                           
45

 DICK, Marco A. “El Manual Práctico Laboral”. 2001. Edición, Comunicaciones El País; La Razón. 
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mismo de manera injustificada he intempestiva, que se activa también ante el 

incumplimiento del pre aviso de tres meses de despido consentido por el 

trabajador en consecuencia el empleador estará en la obligación de 

indemnizarle, por el perjuicio  causado por el despido repentino, abonando 

una suma equivalente al sueldo o salario de los periodos previamente 

establecidos por ley (3 meses), por no haber notificado o comunicado con 

anticipación la decisión unilateral de extinguir el contrato de trabajo o 

relación laboral. 

 

 Por otro lado si el trabajador de la misma manera solicitare su retiro de 

forma voluntaria no cumpliendo con el pre aviso establecido por ley, el 

empleador le descontara el sueldo o salario equivalente a 15 días o 30 de 

sueldo, dependiendo si es un obrero o empleado”.46 

 

En Bolivia también se considera beneficios sociales a aspectos dinerarios 

como la indemnización por tiempo de servicios y el desahucio por el despido 

injustificado por causales ajenas a la voluntad del trabajador de manera 

intempestiva.        

 

 

 

 

 

                                                           
46

MACHICADO, Jorge. “Beneficios Sociales del Trabajo, Sucre Bolivia”. 2010. Universidad San Francisco 
Xavier, Facultad de Derecho y Ciencias Políticas. Edición, New Life. 
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CAPITULO V 

LA RELACION LABORAL, SUJETOS Y 

CARACTERISTICAS 

1. LA RELACION LABORAL  

“Cuando existen derechos por una parte, existen obligaciones por la otra; esa 

situación crea un vínculo jurídico en cualquier materia del derecho: sea civil, 

penal, tributario, comercial, etc.; pero, cuando esos derechos y obligaciones 

son en el ámbito del derecho laboral, se denomina relación jurídica por lo que 

ésta se la puede entender como el vínculo jurídico obligatorio entre el 

trabajador y el emperador del cual nacen derecho y obligaciones regulados 

por la ley laboral 

 

Cuando  un contrato está vigente, se llama: “relación laboral activa–; cuando  

se extingue y el empleador tiene obligaciones pendientes con el trabajador se 

llama: “relación laboral pasiva”, por lo que, el vínculo jurídico laboral sólo 

disuelve definitivamente cuando el empleador a satisfecho todas sus 

obligaciones con respecto al trabajador; manteniéndose la relación laboral 

aunque el trabajador no esté efectivamente trabajando, como ocurre en caso 

de aportes a la caja (dos meses más a partir del 1 er. día del siguiente Pies de 

extinguido el contrato   según el art. 68 del Reglamento del Código de 

Seguridad Social); prima (al finalizar la gestión y después del balance 

respectivo); reajustes y reliquidaciones  (con la modificación  del salario 

mínimo nacional, o incremento salarial con carácter retroactivo, la 

modificación  en vigencia después de la fecha de liquidación); y otros 
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aspectos que mantienen vivo el vínculo jurídico por la existencia de derechos 

y obligaciones en una relación laboral “pasiva”; por lo que, en caso de 

despido, retiro voluntario, muerte, etc.; lo correcto es referirse a la conclusión 

o terminación del contrato; pero, no de la relación laboral en sí. 

 

En caso de despido ilegal e injustificado, cuando la autoridad competente ha 

definido como “ilegal e injustificado”, el despido procesado y ha ordenado la 

reincorporación del trabajador, se entiende que, el tiempo de cesantía el 

contrato estaba solo en suspenso y no extinguido; por lo que, la declaratoria 

de ilegalidad del despido, trae consigo además de la orden de 

reincorporación, el pago de todos los derechos laborales, o mejor dicho de 

manera técnica, el resarcimiento al lucro cesante, siendo inherente a esta 

orden, el pago de los respectivos aportes de Ley.”47  

 

2. SUJETOS DE LA RELACION LABORAL  

De acuerdo al Dr. Jorge Machicado en su página web manifiesta que los 

sujetos activos de la relación laboral son: 

2.1. “EL PATRONO, que tiene como elementos el lucro de la relación 

laboral, la plusvalía en la relación laboral, poderes del patrón, 

influencia del cambio o muerte del empleador. 

2.2. EL TRABAJADOR, tiene como elementos y características a los 

trabajadores manuales e intelectuales, trabajadores de obra, de 

servicios, trabajadores eventuales y temporales. 

                                                           
47

 CACERES ROBERTO. 17/09/2015. http://mitrabajobolivia.com/la-relacion-laboral/ 
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2.3.  EL ESTADO, como empleador.”48
 

 

3. CARACTERISTICAS ESENCIALES DE LA RELACION 

LABORAL 

El D.S. 23570 de 23 de julio de 1993 en sus Arts. 1 y 2 y el D.S. 28699 de 1ro. 

de mayo de 2006 en el Art. 2 señalan, de modo general los derechos y 

obligaciones emergentes del trabajo asalariado, asimismo, manifiestan que las 

características esenciales de la relación laboral son las siguientes: 

 

3.1. “Relación de dependencia y subordinación del trabajador respecto 

del empleador.- Se entiende por dependencia la vinculación del 

trabajador con su empleador, en lo que respecta a que su economía 

personal y familiar se encuentra sujeta al pago del salario. La 

subordinación es el hecho por el cual el trabajador se encuentra 

reatado al cumplimiento de órdenes y estar sometido a control y 

fiscalización por parte del empleador. 

 

3.2.  Prestación de trabajo por cuenta ajena, la cual se entiende por el 

hecho de que las ganancias producto del trabajo son para el beneficio 

de un tercero, en este caso el empleador. 

 

3.3. Percepción de remuneración o salario en cualquiera de sus formas o 

manifestaciones, es el pago que percibe el trabajador como 

                                                           
48

MACHICADO, Jorge. http://jorgemachicado.blogspot.com/2010/01/srl.html. 
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retribución por la prestación de sus servicios en forma subordinada y 

dependiente al empleador.”.49 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
49

 ESTADO PLURINANCIONAL DE BOLIVIA. D.S. 28699 de 1ro. de mayo de 2006 en el Art. 2. 
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CAPITULO VI 

PRINCIPIOS Y DERECHOS FUNDAMENTALES 

DEL TRABAJO, PRINCIPIOS NORMATIVOS DE 

DERECHO DEL TRABAJO Y LOS PRINCIPIOS 

PROCESALES A FAVOR DEL TRABAJADOR 

1. PRINCIPIOS Y DERECHOS FUNDAMENTALES DEL 

TRABAJO 

Es importante en la presente propuesta jurídica el conocer cuáles son los 

Principios y Derechos Fundamentales del Trabajo, por cuanto la OIT en su 

Declaración de 1988, sobre Principios y Derechos Fundamentales del Trabajo 

manifiesta:   

 

“Que, constituyen derechos esenciales, así también la prohibición de la 

discriminación entre trabajadores, los derechos deben ser considerados 

patrimonio jurídico de la humanidad y por lo tanto compete a todos los 

Estados Partes, por el solo hecho de ser miembros de la OIT,  su respeto 

aunque no hayan dictado normas que los regulen o tengan en sus 

legislaciones disposiciones contrarias, debiendo en el primero de los casos 

dictar la norma que los proteja y, en el segundo, adecuar su ordenamiento 

interno 

Esto requiere de la promoción del trabajo decente, entendido como trabajo 

digno. El trabajo genera un ingreso. Pero también facilita el progreso social y 
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económico y sintetiza las aspiraciones de los individuos. Para la OIT, se 

persiguen 4 objetivos para promover el trabajo decente:  

4. Crear Trabajo; 

5. Garantizar los derechos de los trabajadores, lo que requiere asegurar la 

representación de los trabajadores y leyes que se cumplan y estén a favor y 

no en contra de sus intereses; 

6. Extender la protección social, lo que requiere de condiciones de trabajo 

seguras; 

7. Promover el diálogo social. 

 

Por cuanto los principios del Derecho del Trabajo son prioritarios para la 

OIT y se basa en el reconocimiento de que el trabajo es fuente de dignidad, 

estabilidad familiar y promotor de la paz en la comunidad”.50 

 

2.  PRINCIPIOS NORMATIVOS DEL DERECHO 

LABORAL 

Según el D.S. 28699 de 1ro. de mayo de 2006 en su Art. 4, señala que los 

principios del Derecho Laboral son los siguientes: 

 

2.1. “PRINCIPIO A LA TUTELA Y PROTECCION.- El Estado 

tiene la obligación de proteger al Trabajador Asalariado y existen dos formas 

de realizar esa protección:    

                                                           
50

OIT, en su Declaración de 1988. Sobre Principios y Derechos Fundamentales del Trabajo. 



PROPUESTA JURIDICA PARA EL PAGO DE INDEMNIZACION Y DESAHUCIO AL SECTOR PÚBLICO 

110 
  

2.1.1. In dubio pro operario.- Las leyes y contratos se 

interpretan a favor del trabajador (en caso de duda en la interpretación de la 

ley o de un contrato laboral, se debe preferir aquella interpretación más 

favorable al trabajador). 

 

2.1.2. Principio de la Condición Más Beneficiosa.- En caso de 

existir una situación concreta anteriormente reconocida, ESTA DEBE SER 

RESPETADA, en la medida en que sea más favorable al trabajador, ante la 

nueva norma que se ha de aplicar.   

Las nuevas normas laborales, en ningún caso deben servir para disminuir las 

condiciones que sean favorables al trabajador. 

 

Entre los principios que establece esta norma (Art. 4), tenemos los siguientes: 

2.2.  PRINCIPIO DE LA CONTINUIDAD DE LA RELACIÓN 

LABORAL, donde a la relación laboral se le atribuye la más larga duración 

imponiéndose al fraude, la variación, la infracción, la arbitrariedad, la 

interrupción y la sustitución del empleador. 

 

2.3. PRINCIPIO INTERVENCIONISTA, en la que el Estado, a 

través de los órganos y tribunales especiales y competentes ejerce tuición en 

el cumplimiento de los derechos sociales de los trabajadores y empleadores. 

 

2.4. PRINCIPIO DE LA PRIMACÍA DE LA REALIDAD, donde 

prevalece la veracidad de los hechos a lo determinado por acuerdo de partes. 
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2.5. PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACIÓN, es la exclusión de 

diferenciaciones que colocan a un trabajador en una situación inferior o más 

desfavorable respecto a otros' trabajadores, con los que mantenga 

responsabilidades o labores similares”.51 

 

La anterior enumeración de principios, no implica la aplicación de otros 

nuevos o no enunciados en la norma, pues los principios son mencionados en 

forma simplemente enunciativa y no limitativa como los siguientes: 

 

2.6. PRINCIPIO DE RENDIMIENTO, el trabajador, no solo tiene 

el deber de trabajar; sino cumplir un trabajo eficaz y productivo. 

 

2.7. PRINCIPIO DE LA RETROACTIVIDAD DE LA LEY, en 

materia social la Ley es Retroactiva”.52 

 

3.  PRINCIPIOS PROCESALES A FAVOR DEL 

TRABAJADOR 

Según, la página web Derecho Laboral y su Procedimiento, manifiesta que en 

Materia Procesal Laboral, está se caracteriza por la Inexistencia del: 

 

3.1. “Desistimiento, Transacción, y Perención de Instancia.- En 

materia laboral el Desistimiento y la Transacción No causan 

estado, por la Irrenunciabilidad de los Derechos del Trabajador. 

                                                           
51

D.S. 28699 de 1ro. de mayo de 2006 en su Art. 4.  
52

Derecho Laboral y su Procedimiento. http://derecholaboralprocedimiento.blogspot.com/. 
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Tampoco procede la Perención de Instancia (caducidad de 

instancia, o forma de prescripción procesal, o prescripción de 

acciones, por inactividad de las Partes). 

3.2.  Inexistencia de la Reconvención.- En materia social no existe 

Demanda Reconvencional o Demandas de mutua petición; Salvo, 

cuando excepcionalmente el Actor sea el Empresario. 

3.3. Principios Procesales Preceptuados por el Art. 3ro. del 

Código Procesal del Trabajo: 

a) Gratuidad, por el que todas las actuaciones en los juicios y trámites 

del trabajo serán absolutamente gratuitos. 

b) Inmediación, por el que es obligatoria la presencia del juzgador en 

la celebración de las audiencias, la práctica de las pruebas y otros 

trámites. 

c) Publicidad, por el que las actuaciones y trámites del trabajo serán 

eminentemente públicos, es decir, que a ellos puedan asistir todos los 

que libremente así lo deseen. 

d) Impulsión de oficio, por el que los juzgadores tienen la obligación de 

instar las partes a realizar los actos procesales bajo conminatoria de 

seguir adelante en caso de omisión. 

e) Preclusión, por el que el juez, no cumplido por la parte un acto 

procesal, dentro del tiempo conferido por la ley, determina la clausura 

de la etapa procesal respectiva. 

f) Lealtad procesal, por la que las partes ejerciten en el proceso una 

actividad exenta de dolo o mala fe. 
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g) Proteccionismo, por el que los procedimientos laborales busquen la 

protección y la tutela de los derechos de los trabajadores. 

h) Inversión de la prueba, por el que la carga de la prueba corresponde 

al empleador. 

i) Concentración, por la que se evita la diseminación del procedimiento 

en actuaciones separadas. 

j) Libre apreciación de la prueba, por la que el juez valora las pruebas 

con amplio margen de libertad conforme a la sana lógica, los dictados 

de su conciencia y los principios enunciados”.53 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
53

Derecho Laboral y su Procedimiento. http://derecholaboralprocedimiento.blogspot.com/.  . 
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CAPITULO VII 

AMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY GENERAL 

DEL TRABAJO 

La Ley General del Trabajo, Decreto Ley de 24 de mayo de 1939, según el 

Art. 1 señala: “La Presente Ley determina con carácter general los derechos 

y obligaciones emergentes del trabajo, con excepción del agrícola, que será 

objeto de disposición especial. Se aplica también a las explotaciones del 

Estado y cualquiera asociación pública o privada, aunque no persiga fines de 

lucro, salvo las excepciones que se determinan.”54 

Es decir que su ámbito de aplicación son las siguientes: 

1.- Las explotaciones del Estado, es decir aquellas actividades en las cuales 

el Estado invierte recursos para la generación de utilidades. Por ejemplo las 

explotaciones mineras, petroleras, las empresas estatales, las empresas de 

economía mixta (conformadas por aportes estatales y aportes de carácter 

privado). También comprende a las entidades descentralizadas, las cuales son 

entidades dependientes del Órgano Administrativo a las que se les asigna 

funciones específicas para la prestación de determinados servicios públicos, 

bajo la tutela del Estado, como ser la salud (cajas de seguro social), 

educación (universidades), saneamiento básico (empresas de energía 

eléctrica, agua potable), etc. 

2.- Asociaciones privadas.- Las empresas, corporaciones y personas jurídicas 

cuyo objeto principal es la percepción de utilidades. Se encuentran en esta 

categoría las sociedades por acciones, las sociedades de responsabilidad 

                                                           
54

 ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA. Ley General del Trabajo. Decreto Ley de 24 de mayo de 1939. 
Art. 1. 
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limitada, las sociedades en comandita simple o por acciones, las empresas 

unipersonales, las empresas agropecuarias, etc.  

3.- Asociaciones sin fines de lucro.- Las fundaciones, asociaciones, clubs, 

ONG’s y toda institución que no persiga fines de lucro pero que emplee a 

personas particulares para el cumplimiento de sus objetivos. 

Esta delimitación de la LGT, aún genera dudas, pues no está claro si se aplica 

a todas las personas que prestan servicios remunerados en las mencionadas 

instituciones.55 

 

El Art. 2 del D.S. 23570 de 26 de julio de 1993, “establece que toda persona 

natural que preste servicios intelectuales o materiales a otra en cuya relación 

concurran las características señaladas anteriormente se encuentra dentro del 

ámbito de aplicación de la Ley General del Trabajo y goza de todos los 

derechos reconocidos en ella, sea cual fuere el rubro o actividad que se 

realice, así como la forma expresa del contrato o de la contratación verbal si 

fuera el caso.”56 

 

Referente al tratamiento de los empleados y servidores públicos, no obstante 

que en el desempeño de funciones en dependencias del Estado, se presentan 

las características de una relación laboral (subordinación y dependencia, 

prestación de trabajo por cuenta ajena y percepción de remuneración o 

salario), estos “NO se encuentran amparados por la Ley General del Trabajo. 

Las razones por las que se establece esta exclusión son las siguientes: 

a)      Resguardo del interés público. La función pública es una actividad de 

servicio a la sociedad, por ende debe ser objeto de una regulación especial en 

                                                           
55

 Dr. PEÑA, Elizar. “PERSONAS SUJETAS Y NO SUJETAS A LA LEY GENERAL DEL TRABAJO. 
56

 ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA. D.S. 23570 de 26 de julio de 1993.Art. 2. 
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resguardo de los intereses de la población. (La función pública se rige por el 

Estatuto del funcionario público) 

b)     Austeridad estatal. El Estado adopta medidas tendientes a generar 

ahorro en el cumplimiento de sus funciones, en este sentido se excluye el pago 

de beneficios sociales (desahucio, indemnización, horas extras, etc), con el 

objeto de no generar ningún tipo de cargas al Estado. 

c)      Inexistencia de lucro en las funciones del Estado. El Estado tiene como 

objetivos principales, alcanzar la paz, la seguridad y el bienestar; es decir que 

sus funciones son ajenas al lucro, el Estado presta un servicio a la sociedad, y 

no obtiene beneficios económicos de ello, por ende esta ausencia de utilidades 

justifica el no pago de beneficios sociales por los años de servicio.”57 

 

1. PERSONAS SUJETAS AL ÁMBITO DE 

APLICACIÓN DE LA LGT. 

Las siguientes personas se encuentran dentro del ámbito de aplicación de la 

Ley General del Trabajo: 

-        “Los trabajadores de minas y ferrocarriles. (Ley de 8 de enero de 1925) 

-         Los trabajadores de fábricas de fósforos (Ley de 5 de diciembre de 

1928) 

-         Los trabajadores de hoteles. (Ley de 20 de marzo de 1929) 

-         Los choferes profesionales, mecánicos de garajes y ayudantes (Ley de 

11 de octubre de 1938) 

-         Trabajadores manuales, empleados de peluquerías y obreros del Estado 

(Ley de 23 de diciembre de 1944) 

                                                           
57

 Dr. PEÑA, Elizar. “PERSONAS SUJETAS Y NO SUJETAS A LA LEY GENERAL DEL TRABAJO. 
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-         Los trabajadores maquinistas, telefonistas, radio operadores, 

camareros (Ley de 29 de diciembre de 1944) 

-         Obreros de la intendencia General del Ejército. (Ley de 2 de diciembre 

de 1947) 

-         Médicos y dentistas (D.S.  de 16 de febrero de 1948) 

-         Los músicos profesionales (Ley de 16 de octubre de 1948) 

-         Trabajadores de empresas y casas comerciales con labores calificadas 

como domésticos (Ley de 30 de diciembre de 1948) 

-         Los abogados, ingenieros, contadores, maestros, médicos, dentistas, 

etc. (Ley de 26 de octubre de 1949) 

-         Choferes y mecánicos que trabajan por cuenta ajena (D.S. 5207 de 

29/04/1950) 

-         Trabajadores de Castaña (Resolución Suprema 158243 de 15/07/1971) 

-         Trabajadores zafreros de algodón y caña de azúcar (D.S. 19524 de 

26/04/1983) 

-         Trabajadores de zonas francas y maquila (D.S. 22410 de 11/01/1990) 

-         Deportistas profesionales (D.S. 23570 de 26/07/1993) 

-         Trabajadores agrícolas y de empresas agropecuarias (Ley 1715 de 

18/10/1996) [1] 

-         Trabajadores (as) del hogar o empleados (as) domésticos (Ley 2450 del 

9/04/2003) 

Personas no sujetas al ámbito de aplicación de la LGT.- 

No se encuentran amparadas por la LGT: 

-         Los empleados y funcionarios públicos (art. 1 DR LGT; Ley 2027, 

Estatuto del funcionario público de 27/10/1999) 

-         Los empleados que trabajan en los Gobiernos Municipales (Ley de 

Municipalidades No. 2028 de 28/10/1999) 
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-         Los trabajadores del Magisterio Público (D.S. de 16/11/1967) 

-         Trabajadores dependientes de Agencias de Gobiernos extranjeros (D.S. 

8270 de 21/02/1968). Se exceptúan los casos en los que la agencia extranjera 

ejecuta proyectos con entidades autárquicas y empresas privadas bolivianas. 

-         Los empleados u obreros que reciben para su funcionamiento dineros 

provenientes del Tesoro General de la Nación (TGN) 

-         Los delegados y representantes del supremo gobierno ante los 

directores o consejos de entidades autónomas, autárquicas y descentralizadas. 

-         Empleados del ejército y la Policía Nacional. (Art. 1 DR LGT) 

-         Empleados y funcionarios del Órgano Judicial. (Ley del Consejo de la 

Magistratura).”58 

                                                           
58

Decreto Reglamentario de la Ley General del Trabajo. Art. 1 
D.S. 23570 Arts. 1 y 2 y el D.S. 28699 Arts. 2 y 3. 
Dr. PEÑA, Elizar. “PERSONAS SUJETAS Y NO SUJETAS A LA LEY GENERAL DEL TRABAJO 
Los empleados y funcionarios públicos (Art. 1 DR LGT; Ley 2027, Estatuto del funcionario público de 
27/10/1999). 
-         Los trabajadores de minas y ferrocarriles. (Ley de 8 de enero de 1925) 
-         Los trabajadores de fábricas de fósforos (Ley de 5 de diciembre de 1928) 
-         Los trabajadores de hoteles. (Ley de 20 de marzo de 1929) 
-         Los choferes profesionales, mecánicos de garajes y ayudantes (Ley de 11 de octubre de 1938) 
-         Trabajadores manuales, empleados de peluquerías y obreros del Estado (Ley de 23 de diciembre de 
1944) 
-         Los trabajadores maquinistas, telefonistas, radio operadores, camareros (Ley de 29 de diciembre 
de 1944) 
-         Obreros de la intendencia General del Ejército. (Ley de 2 de diciembre de 1947) 
-         Médicos y dentistas (D.S.  de 16 de febrero de 1948) 
-         Los músicos profesionales (Ley de 16 de octubre de 1948) 
-         Trabajadores de empresas y casas comerciales con labores calificadas como domésticos (Ley de 30 
de diciembre de 1948) 
-         Los abogados, ingenieros, contadores, maestros, médicos, dentistas, etc. (Ley de 26 de octubre de 
1949) 
-         Choferes y mecánicos que trabajan por cuenta ajena (D.S. 5207 de 29/04/1950) 
-         Trabajadores de Castaña (Resolución Suprema 158243 de 15/07/1971) 
-         Trabajadores zafreros de algodón y caña de azúcar (D.S. 19524 de 26/04/1983) 
-         Trabajadores de zonas francas y maquila (D.S. 22410 de 11/01/1990) 
-         Deportistas profesionales (D.S. 23570 de 26/07/1993) 
-         Trabajadores agrícolas y de empresas agropecuarias (Ley 1715 de 18/10/1996) [1] 
-         Trabajadores (as) del hogar o empleados (as) domésticos (Ley 2450 del 9/04/2003) 
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2. PERSONAS NO SUJETAS AL AMBITO DE 

APLICACIÓN DE LA LEY GENERAL DEL 

TRABAJO 

Por su parte el Decreto Reglamentario de la Ley General del Trabajo D.S. 224 

de 23 de agosto de 1943 establece en su Art. 1: “No están sujetos a las 

disposiciones de la Ley General del Trabajo ni de su Reglamento, los 

trabajadores agrícolas, los funcionarios y empleados públicos y del 

Ejército.”59 

 

De ello se tiene, que no todos los trabajadores que cumplen con las 

características de la relación laboral, están en el ámbito de aplicación de la Ley 

General del Trabajo, dentro de lo que podemos establecer: 

 

-“Los empleados y funcionarios públicos (Art. 1 DR LGT; Ley 2027, Estatuto 

del funcionario público de 27/10/1999). 

                                                                                                                                                                           
Personas no sujetas al ámbito de aplicación de la LGT.- 
No se encuentran amparadas por la LGT: 
-         Los empleados y funcionarios públicos (art. 1 DR LGT; Ley 2027, Estatuto del funcionario público de 
27/10/1999) 
-         Los empleados que trabajan en los Gobiernos Municipales (Ley de Municipalidades No. 2028 de 
28/10/1999) 
-         Los trabajadores del Magisterio Público (D.S. de 16/11/1967) 
-         Trabajadores dependientes de Agencias de Gobiernos extranjeros (D.S. 8270 de 21/02/1968). Se 
exceptúan los casos en los que la agencia extranjera ejecuta proyectos con entidades autárquicas y 
empresas privadas bolivianas. 
-         Los empleados u obreros que reciben para su funcionamiento dineros provenientes del Tesoro 
General de la Nación (TGN) 
-         Los delegados y representantes del supremo gobierno ante los directores o consejos de entidades 
autónomas, autárquicas y descentralizadas. 
-         Empleados del ejército y la Policía Nacional. (Art. 1 DR LGT) 
-         Empleados y funcionarios del Órgano Judicial. (Ley del Consejo de la Magistratura) 
59

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA. Decreto Reglamentario de la Ley General del Trabajo.  D.S. 224 
DE 23 DE AGOSTO DE 1943. Art.1 
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- Los empleados que trabajan en los Gobiernos Municipales (Ley de 

Municipalidades No. 2028 de 28/10/1999). Excepto de 9 capitales de 

Departamento y de El Alto como lo establece la Ley Nº 321 de 18 de 

diciembre de 2012, en el cual se incorpora al ámbito de aplicación de la Ley 

General del Trabajo, a las trabajadoras y los trabajadores asalariados 

permanentes que desempeñen funciones en servicios manuales y técnico 

operativo administrativo de los Gobiernos Autónomos Municipales de 

Capitales de Departamento y de El Alto de La Paz, quienes gozarán de los 

derechos y beneficios que la Ley General del Trabajo. 

-  Los trabajadores del Magisterio Público (D.S. de 16/11/1967). 

- Trabajadores dependientes de Agencias de Gobiernos extranjeros (D.S. 8270 

de 21/02/1968). Se exceptúan los casos en los que la agencia extranjera 

ejecuta proyectos con entidades autárquicas y empresas privadas bolivianas. 

- Los empleados u obreros que reciben para su funcionamiento dineros 

provenientes del Tesoro General de la Nación (TGN). 

- Los delegados y representantes del supremo gobierno ante los directores o 

consejos de entidades autónomas, autárquicas y descentralizadas. 

- Empleados del ejército y la Policía Nacional. (Art. 1 DR LGT). 

- Empleados y funcionarios del Órgano Judicial. (Ley del Consejo de la 

Judicatura)”60 

                                                           
60

 Decreto Reglamentario de la Ley General del Trabajo. Art. 1 
D.S. 23570 Arts. 1 y 2 y el D.S. 28699 Arts. 2 y 3. 
Dr. PEÑA, Elizar. “PERSONAS SUJETAS Y NO SUJETAS A LA LEY GENERAL DEL 
TRABAJO”.http://eleazarlegal.blogspot.com/2011/04/personas-sujetas-y-no-sujetas-la-ley.html. 
Los empleados y funcionarios públicos (art. 1 DR LGT; Ley 2027, Estatuto del funcionario público de 
27/10/1999).  Bolivia. 
 Los empleados que trabajan en los Gobiernos Municipales (Ley de Municipalidades No. 2028 de 
28/10/1999). Bolivia. Excepto los de 10 municipios Ley Nº 321 de 18 de diciembre de 2012. 
 Los trabajadores del Magisterio Público (D.S. de 16/11/1967). Bolivia.  
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 Trabajadores dependientes de Agencias de Gobiernos extranjeros (D.S. 8270 de 21/02/1968). Se 
exceptúan los casos en los que la agencia extranjera ejecuta proyectos con entidades autárquicas y 
empresas privadas bolivianas. 
 Los empleados u obreros que reciben para su funcionamiento dineros provenientes del Tesoro 
General de la Nación (TGN). 
 Los delegados y representantes del supremo gobierno ante los directores o consejos de 
entidades autónomas, autárquicas y descentralizadas.  Bolivia. 
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CAPITULO VIII 

TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO Y 

PRIVADO 

1. DIFERENCIA ENTRE TRABAJADOR DEL SECTOR 

PÚBLICO Y SECTOR PRIVADO 

Según Jared Lewis en la publicación LA VOZ, manifiesta que las diferencias 

entre trabajadores del Sector Público y Sector Privado son las siguientes: 

 

1.1.  TRABAJADOR DEL SECTOR PÚBLICO 

“El trabajador del Sector Publico es aquel que realiza una prestación de 

trabajo de forma personal, subordinada y remunerada a favor de una de las 

entidades que conforman el aparato estatal (administración pública nacional 

o local, empresas públicas, organismos reguladores, fuerzas armadas y 

policiales). 

 

En la relación laboral del trabajador público se reconoce también su 

situación de subordinación por la desigualdad de poder existente entre este 

trabajador y el Estado como empleador, por lo cual correspondería la 

aplicación del derecho del trabajo a fin de equiparar el nivel de poderes entre 

las partes de la relación laboral. Por ello, el trabajador público debería 

encontrarse dentro del ámbito de aplicación de la normativa laboral estatal y, 

además, debería estar habilitado jurídicamente a actuar de forma colectiva 

para defender sus derechos y participar en la determinación de sus 

condiciones de trabajo. 
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A pesar de la constatación de la realidad de la subordinación y de que en 

esencia todos los trabajadores públicos realizan la misma prestación para el 

mismo empleador (el Estado), existe más de un régimen jurídico aplicable a 

las relaciones laborales en el sector público y, además, algunos de estos 

regímenes restringen o limitan al trabajador público el ejercicio de sus 

derechos sindicales.61 

 

1.2. TRABAJADOR DEL SECTOR PRIVADO 

“ El Trabajador del Sector Privado es aquel  que presta servicios cumpliendo 

con las características esenciales de la relación laboral como ser: La relación 

de dependencia y subordinación del trabajador respecto al empleador, la 

prestación de trabajo por cuenta ajena, La percepción de remuneración o 

salario, en cualquiera de sus formas y manifestaciones, en lugares que no son 

agencias gubernamentales. Éstas pueden incluir tanto propietarios de 

negocios individuales y otras formas de organizaciones de compañía, tales 

como corporaciones o sociedades limitadas. Los empleados en el sector 

privado son esencialmente cualquier trabajo que el empleado elige fuera del 

gobierno”.62 

 

2. CLASES DE SERVIDORES PUBLICOS  

                                                           
61

 LEWIS, Jared. LA VOZ “Cual es el significado de Empleo del Sector Publico Vs Privado. 
http://pyme.lavoztx.com/cul-es-el-significado-de-empleo-del-sector-pblico-versus-vs-privado-5692.html 
62

LEWIS, Jared. LA VOZ “Cual es el significado de Empleo del Sector Publico Vs Privado. 
http://pyme.lavoztx.com/cul-es-el-significado-de-empleo-del-sector-pblico-versus-vs-privado-5692.html 
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En mérito a la Ley No. 2027 de 27 de octubre de 1999, Ley del Estatuto del 

Funcionario Público señala en el Artículo 5 las siguientes clases de Servidores 

Públicos: 

“Artículo 5°.- (Clases de servidores públicos) Los servidores públicos se 

clasifican en:  

a. Funcionarios electos: Son aquellas personas cuya función pública se 

origina en un proceso eleccionario previsto por la Constitución Política 

del Estado. Estos funcionarios no están sujetos a las disposiciones 

relativas a la Carrera Administrativa y Régimen Laboral del Presente 

Estatuto. 

b. Funcionarios designados: Son aquellas personas cuya función pública 

emerge de un nombramiento a cargo público, conforme a la 

Constitución Política del Estado, disposición legal u Sistema de 

Organización Administrativa aplicable. Estos funcionarios no están 

sujetos a las disposiciones relativas a la Carrera Administrativa del 

presente Estatuto. 

c. Funcionarios de libre nombramiento: Son aquellas personas que 

realizan funciones administrativas de confianza y asesoramiento 

técnico especializado para los funcionarios electos o designados. El 

Sistema de Administración de Personal, en forma coordinada con los 

Sistemas de Organización Administrativa y de Presupuesto, 

determinará el número y atribuciones específicas de éstos y el 

presupuesto asignado para este fin. Estos funcionarios no están sujetos 

http://www.lexivox.org/norms/BO-CPE-19940812.html
http://www.lexivox.org/norms/BO-CPE-19940812.html
http://www.lexivox.org/norms/BO-CPE-19940812.html
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a las disposiciones relativas a la Carrera Administrativa del presente 

Estatuto. 

d. Funcionarios de carrera: Son aquellos que forman parte de la 

administración pública, cuya incorporación y permanencia se ajusta a 

las disposiciones de la Carrera Administrativa que se establecen en el 

presente Estatuto. 

e. Funcionarios interinos: Son aquellos que, de manera provisional y por 

un plazo máximo e improrrogable de 90 días, ocupan cargos públicos 

previstos para la carrera administrativa, en tanto no sea posible su 

desempeño por funcionarios de carrera conforme al presente Estatuto y 

disposiciones reglamentarias. 

 

Artículo 6°.- (Otras personas que prestan servicios al Estado) No están 

sometidos al presente Estatuto ni a la Ley General del Trabajo, aquellas 

personas que, con carácter eventual o para la prestación de servicios 

específicos o especializados, se vinculen contractualmente con una entidad 

pública, estando sus derechos y obligaciones regulados en el respectivo 

contrato y ordenamiento legal aplicable y cuyos procedimientos, requisitos, 

condiciones y formas de contratación se regulan por las Normas Básicas del 

Sistema de Administración de Bienes y Servicios.”63 

 

 

                                                           
63

Estado Plurinacional de Bolivia. Ley del Estatuto del Funcionario Público del 27 de octubre de 1999. 

“Ley No. 2017”. Articulo 5 y Articulo 6. 
 

http://www.lexivox.org/norms/BO-L-19390524.html


PROPUESTA JURIDICA PARA EL PAGO DE INDEMNIZACION Y DESAHUCIO AL SECTOR PÚBLICO 

127 
  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CAPITULO IX 

RESULTADOS DE LA 

INVESTIGACION 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



PROPUESTA JURIDICA PARA EL PAGO DE INDEMNIZACION Y DESAHUCIO AL SECTOR PÚBLICO 

128 
  

 

CAPITULO IX 

RESULTADOS DE LA INVESTIGACION 

Algunos aspectos relevantes en la investigación puedo señalar, que la 

propuesta jurídica para el pago de indemnización y desahucio al Sector 

Publico, se realiza  tomando en cuenta que se debe respetar el tiempo de 

servicio y el pago de desahucio en caso de ser despedido de manera 

intempestiva e injustificada,  ya que el desgaste físico y mental de los 

trabajadores del Sector Publico es el mismo que cualquier trabajador del 

Sector Privado, es decir, que ambos tienen las mismas necesidades y sufren de 

los mismos desgastes físicos al desempeñar sus funciones, por cuanto debe ser 

igual el reconocimiento del pago de la indemnización y desahucio. 

 

El universo del presente estudio se estratifico en la realidad del Estado 

Plurinacional de Bolivia, además, del análisis de la Constitución Política del 

Estado Plurinacional, de la Ley 2027 Estatuto del Funcionario Público y de 

una encuesta a funcionarios del Sector Publico.  

 

En cuanto a los instrumentos para la investigación se utilizó la documental 

para la revisión de bibliografía, La encuesta, eligiéndose para su elaboración, 

preguntas cerradas y abiertas. Habiendo utilizado como fuentes primarias de 

información: Libros de reconocidos autores y editoriales, leyes y normas 

vigentes, sitios de internet, reconocidos por las Universidades del mundo 

también como fuentes primarias. Y como fuente de información secundaria La 



PROPUESTA JURIDICA PARA EL PAGO DE INDEMNIZACION Y DESAHUCIO AL SECTOR PÚBLICO 

129 
  

investigación utilizo en menor media como fuentes secundarias, traducciones 

de reconocidos autores o traducciones de editoriales reconocidas. 

En cuanto a los resultados de la investigación se tiene: 

 

1. LEY DEL ESTATUTO DEL FUNCIONARIO PÚBLICO 

DEL 27 DE OCTUBRE DE 1999 “LEY No. 2027” 

Luego de analizar los preceptos que señala la Ley del Estatuto al Funcionario 

Público, se evidencia que los Trabajadores del Sector Público constituyen el 

sector laboral del país que no se hallan protegidos por leyes y normas de 

carácter social que les reconozcan un mínimo de derechos, acorde con el 

importante rol que cumple en beneficio de la colectividad, ya que se evidencia 

que no todos los principios de los cuales se rige el Estatuto del Funcionario 

Público, se cumplen en su totalidad existiendo una clara contradicción. 

 

Es importante referirnos a la terminología de Servidor Público, que es toda 

persona individual, sin tener relevancia su jerarquía y calidad y forma de 

designación. (Comprende así a dignatarios, funcionarios o empleados), que 

presta servicio bajo relación de dependencia en una Entidad Estatal, sin 

embargo, el trabajador del Sector Publico, como de cualquier otro Sector sufre 

del mismo desgaste físico y mental en el cumplimiento de sus funciones. 

 

En cuanto a los derechos que tienen todos los trabajadores y trabajadoras 

existe una total contradicción con lo previsto por el Art. 48  de la Constitución 

Política del Estado Plurinacional de Bolivia vigente,  referente a que toda 

persona tiene derecho al trabajo sin discriminación alguna, por cuanto no 
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deberían ser excluidos de la Ley General del Trabajo  en cuanto al pago de la 

indemnización por tiempo de servicio y el desahucio por retiro injustificado, 

puesto que en la realidad los trabajadores en las entidades públicas, en la 

mayoría los retiros son por causales ajenas a su voluntad, siendo despedidos 

sin justificación alguna de manera intempestiva.  

 

2. LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 

PLURINACIONAL DEL BOLIVIA 

Luego de analizar los preceptos pertinentes de la Constitución Política del 

Estado Plurinacional vigente, se tiene que fuera del examen de otras secciones 

conexas relativas a los derechos de las y los trabajadores existentes en el actual 

texto constitucional de Bolivia, debe tomarse en cuenta la premisa 

fundamental de que los trabajadores y trabajadoras son la “principal fuerza 

productiva de la sociedad”. 

 

La incorporación en la norma fundamental del principio del derecho al salario 

justo, equitativo y satisfactorio, el cual “asegure para sí y su familia una 

existencia digna” (Art. 46, I), obedece a la continuada lucha de los 

trabajadores, en especial la clase obrera sindicalizada, por el mejoramiento de 

la calidad de vida y las condiciones de trabajo. 

 

La estabilidad laboral en la CPE propone una fuente de empleo en condiciones 

equitativas y satisfactorias. 
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Asimismo, en cuanto a la obligatoriedad de las disposiciones sociales y 

laborales, precautela adecuadamente los derechos de la parte más débil en la 

relación obrero-patronal y compromete supervisar su cumplimiento por parte 

de las autoridades y diversas instancias del Estado. Además cabe considerar 

que constituye una suerte de prevención ante la renuencia a su aplicación en 

particular por sectores empresariales conservadores, dado que el articulado 

constitucional no podría tener ejecutoria práctica sólo y únicamente a través de 

la voluntariedad de las y los ciudadanos. 

 

En cuanto a la interpretación y aplicación de la Constitución Política del 

Estado Plurinacional, corresponde destacar el principio de protección de las y 

los trabajadores, al ser la “principal fuerza productiva de la sociedad” (Art. 48, 

II). Las actuaciones de interpretación y aplicación legales se ciñen a los 

principios de continuidad y estabilidad laboral, no discriminación, inversión de 

la prueba a favor de la o el trabajador, como sustentan las corrientes avanzadas 

del Derecho del Trabajo contemporáneo. 

 

La irrenunciabilidad de derechos y beneficios, así como la nulidad de 

convenios que tiendan a burlar los efectos (Art. 48, III), proviene del 

constitucionalismo social. Sin embargo, algunos empleadores se dan modos 

para desconocer disposiciones explícitas en materia laboral y en particular 

durante el neoliberalismo fueron reiteradas normas vulneradas sobre el salario 

mínimo, la jornada máxima, la estabilidad y en general la mayor parte de los 

beneficios sociales, resultando distorsionados tanto en Bolivia y como otros 

países del continente. 
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Todos lo señalado con anterioridad, nos muestra una clara contradicción en lo 

referente al trabajador y trabajadora del Sector Publico pues como cualquier 

trabajador también se encuentran amparados en la Constitución Política del 

Estado vigente. 

 

3. VALORACION DE ENCUESTAS 

El universo de la presente encuesta se realizó en el Ministerio de Trabajo Empleo 

y Previsión Social que se encuentra ubicado en la Calle Yanacocha Esquina 

Mercado de la Ciudad de La Paz, habiendo encuestado a 50 servidores públicos, 

que prestan servicios en el mencionado Ministerio. 

La muestra de la encuesta se realizó en base a las siguientes preguntas: 

ENCUESTA PARA SERVIDORES PUBLICOS DEL MINISTERIO DE 

TRABAJO EMPLEO Y PREVISION SOCIAL 

Distinguido Servidor (a) Público (a): 

La presente encuesta tiene por objeto conocer su opinión, sobre la propuesta 

jurídica de procedencia del pago de indemnización y desahucio al Sector Publico. 

Las opiniones que pueda señalar serán utilizadas únicamente con fines 

académicos para confirmar o rechazar la hipótesis de una tesis. 

Se le solicita colaborar respondiendo la siguiente encuesta y se le agradece su 

gentil colaboración. 

1.- Señale el tiempo que presta servicios en el sector público 

Entre 1 a 3 años   Entre 3 a 5 años  5 o más años  

2.- Usted conoce alguna norma respecto al pago de la indemnización por tiempo 

de servicio y desahucio en caso de ser despido de manera injustificada en el 

Sector Publico    
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             SI           NO 

3.- Si conoce alguna norma respecto al pago de indemnización por tiempo de 

servicio y desahucio en caso de ser despido de manera injustificada en el Sector 

Publico, señale cual: 

RESP: 

4.- Siendo usted servidor público, cree que debería gozar del pago de la 

indemnización por tiempo de servicio y el desahucio en caso de ser despido de 

manera injustificada. 

SI    NO 

5.- Siendo usted servidor público, se siente discriminado por no gozar del pago de 

la indemnización por tiempo de servicio y desahucio en caso de ser despido de 

manera injustificada. 

SI    NO 

6.- Siendo que el desgaste físico y mental de los trabajadores del sector público es 

el mismo que cualquier trabajador del sector privado, usted cree que debe ser 

reconocido por el estado igualmente, en cuanto al pago de la indemnización y 

desahucio 

SI    NO 

 

Del cotejo de la encuesta a los Servidores Públicos se determinó el siguiente 

resultado:  

1.- SEÑALE EL TIEMPO QUE PRESTA SERVICIOS EN EL SECTOR 

PUBLICO 

SEÑALE EL TIEMPO QUE  

PRESTA SERVICIOS EN EL 

PORCENTAJE 
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SECTOR PUBLICO  

1 a 3 años 10% 

3 a 5 años 50% 

5 o más años 40% 

TOTAL 100% 

 

En la presente encuesta, el 10% de los Servidores Públicos dependientes del 

Estado Plurinacional de Bolivia que fueron encuestados, prestan servicios 

menos de 1 a 3 años; el 50% de los Servidores Públicos dependientes del 

Estado Plurinacional de Bolivia prestan servicios de 3 a 5 años; y el 40% de 

los Servidores Públicos del Estado Plurinacional de Bolivia de 5 o más años, 

lo que demuestra que el 40% tienen una supuesta estabilidad laboral. 

  

2.- USTED CONOCE ALGUNA NORMAS RESPECTO AL PAGO DE 

LA INDEMNIZACIÓN POR TIEMPO DE SERVICIO Y DESAHUCIO 

EN CASO DE SER DESPIDO DE MANERA INJUSTIFICADA EN EL 

SECTOR PUBLICO 

USTED CONOCE ALGUNA 

NORMAS RESPECTO AL PAGO 

DE LA INDEMNIZACIÓN POR 

TIEMPO DE SERVICIO Y 

DESAHUCIO EN CASO DE SER 

DESPIDO DE MANERA 

INJUSTIFICADA EN EL SECTOR 

PUBLICO 

PORCENTAJE 
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SI 0% 

NO 100% 

TOTAL 100% 

 

El 100% de los Servidores Públicos desconocen de alguna norma sobre el 

pago de indemnización por tiempo de servicio y el desahucio en caso de ser 

despedido de manera injustificada, en beneficio del Sector Publico.  

 

3.- SI CONOCE ALGUNA NORMA RESPECTO AL PAGO DE 

INDEMNIZACIÓN POR TIEMPO DE SERVICIO Y DESAHUCIO EN 

CASO DE SER DESPIDO DE MANERA INJUSTIFICADA EN EL 

SECTOR PUBLICO, SEÑALE CUAL: 

SI CONOCE ALGUNA NORMA 

RESPECTO AL PAGO DE 

INDEMNIZACIÓN POR TIEMPO 

DE SERVICIO Y DESAHUCIO EN 

CASO DE SER DESPIDO DE 

MANERA INJUSTIFICADA EN 

EL SECTOR PUBLICO, SEÑALE 

CUAL: 

PORCENTAJE 

50 ENCUESTADOS NINGUNO RESPONDIO 

TOTAL  100% 
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Ninguno de los encuestados señalo si conoce alguna norma para el pago de la 

indemnización por tiempo de servicio y desahucio en caso de ser despedido de 

manera injustificada al Sector Publico. 

 

4.- USTED CREE QUE DEBERIA GOZAR DEL PAGO DE LA 

INDEMNIZACION POR TIEMPO DE SERVICIO Y EL DESAHUCIO 

EN CASO DE DESPIDO INJUSTIFICADO. 

SIENTO USTED SERVIDOR 

PUBLICO, CREE QUE DEBERIA 

GOZAR DEL PAGO DE LA 

INDEMNIZACION POR TIEMPO 

DE SERVICIO Y EL DESAHUCIO 

EN CASO DE DESPIDO 

INJUSTIFICADO. 

PORCENTAJE 

SI 100% 

NO 0% 

TOTAL 100% 

 

El 100% de los Servidores Públicos dependiente del Estado Plurinacional de 

Bolivia que fueron encuestados, manifestaron que se les debería reconocer el 

pago de indemnización por el tiempo de servicio y el desahucio en caso de 

retiro injustificado. 
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5.-SIENDO USTED SERVIDOR PUBLICO, SE SIENTE 

DISCRIMINADO POR NO GOZAR DEL PAGO DE LA 

INDEMNIZACION Y DESAHUCIO 

SIENDO USTED SERVIDOR 

PUBLICO, SE SIENTE 

DISCRIMINADO POR NO GOZAR 

DEL PAGO DE LA 

INDEMNIZACION Y DESAHUCIO 

PORCENTAJE 

SI 100% 

NO 0% 

TOTAL 100% 

 

El 100% de los Servidores Públicos que fueron encuestados, manifestaron que 

se sienten discriminados por no gozar del pago de indemnización por el tiempo 

de servicio y el desahucio en caso de retiro injustificado. 

 

6.- SIENDO QUE EL DESGASTE FÍSICO Y MENTAL DE LOS 

TRABAJADORES DEL SECTOR PUBLICO ES EL MISMO QUE 

CUALQUIER TRABAJADOR DEL SECTOR PRIVADO, USTED 

CREE 

QUE DEBE SER RECONOCIDO POR EL ESTADO IGUALMENTE, 

EN CUANTO AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN Y DESAHUCIO. 

  

SIENDO QUE EL DESGASTE 

FÍSICO Y MENTAL DE LOS 

PORCENTAJE 
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TRABAJADORES DEL SECTOR 

PUBLICO ES EL MISMO QUE 

CUALQUIER TRABAJADOR DEL 

SECTOR PRIVADO, USTED CREE 

QUE DEBE SER RECONOCIDO 

POR EL ESTADO IGUALMENTE, 

EN CUANTO AL PAGO DE LA 

INDEMNIZACIÓN Y DESAHUCIO. 

SI 100% 

NO 0% 

TOTAL 100% 

 

El 100% de los Servidores Públicos, manifestaron que el desgaste físico y 

mental en la prestación de sus servicios, es el mismo que de cualquier 

trabajador del Sector Privado con la diferencia que a los Servidores Públicos 

no se les reconoce el pago de la indemnización por tiempo de servicio y el 

desahucio en caso de despido injustificado. 

 

4. ENTREVISTA AL DIRECTOR GENERAL DE 

SERVICIO CIVIL 

Se pretendió realizar la entrevista personal al  Director General de Servicio 

Civil el Señor Omar Guido Llanos García absolvió, sin embargo, pese a varias 

solicitudes escritas, el Director General de Servicio Civil prefirió absolver el 

cuestionario por escrito, y como a continuación sigue:  
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1.- ¿A partir de qué fecha la Superintendencia de Servicio Civil se convirtió en 

Dirección General del Servicio Civil? 

Respuestas.- En aplicación al Art. 139 del D.S. 29894 de 7 de febrero de 2009, 

modificada por el Art. 55 del D.S. 0071 de 9 de abril de 2009, se extinguió la 

Superintendencia de Servicio Civil y sus atribuciones fueron asumidas por el 

Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social, a través del Viceministerio 

de Empleo, Servicio Civil y Cooperativas. 

2.- ¿Cuántas y cuáles son las unidades que se encuentran en la Dirección 

General de Servicio Civil? 

Respuesta.- La primera Régimen Laboral e impugnación; segunda de la 

Función Pública y Registro Plurinacional; y tercera de Capacitación, Ética y 

Desarrollo Normativo. 

3.- ¿Cuál es la función que cumple cada Unidad? 

Respuesta.- La Jefatura de Régimen Laboral e Impugnación, que tiene por 

funciones: a) aplicar los procedimientos establecidos en la normativa para 

garantizar la inamovilidad laboral de las mujeres en estado de embarazo y de 

su progenitor en el sector público; b) Aplicar la normativa emitida por el 

Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social relativa a las competencias 

asumidas por el Ministerio en cuanto a el conocimiento y resolución de los 

recursos jerárquicos planteados por aspirantes a servidoras y servidores 

públicos de carrera o servidoras, respecto a controversias sobre ingreso, 

promoción o retiro de la función pública, así como los derivados de procesos 

disciplinarios. 

La Jefatura de la Función Pública y Registro Plurinacional, tiene las funciones 

generales de: a) General y aplicar mecanismos de supervisión y control de 
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régimen laboral y la implantación dela carreara administrativa de las y los 

servidores públicos; b) Generar y aplicar mecanismos de supervisión y control 

de los procedimientos de evaluación del desempeño de las y los servidores 

públicos de carrera; c) Informar a la Contraloría General del Estado ante 

vulneraciones a los procesos de implantación de la carrera administrativa o al 

régimen laboral a fin de que esa instancia fiscalice mediante auditorias 

especiales; d) Diseñar y administrar el registro estatal de las servidoras y 

servidores públicos relativo al ingreso, evaluación permanencia, movilidad y 

retiro de las y los servidores públicos de la administración pública; e) Solicitar 

a la Contraloría General del Estado información sobre las declaraciones 

juradas de bienes y rentas para la alimentación del registro estatal de las 

servidoras y servidores públicos; f) Emitir normativa que regule el 

procedimiento para el registro estatal de las servidoras y servidores públicos 

para el cumplimiento obligatorio por parte de las entidades públicas; g) 

Proponer y aplicar normativa para certificar y autorizar a las entidades 

privadas especializadas que puedan prestar servicios de selección de personal a 

entidades del sector público. 

La Jefatura de Capacitación, Ética y Desarrollo Normativo, tiene las funciones 

generales de: a) Emitir normativa para el registro y regulación de la índole, 

oportunidad y costo de los presentes y obsequios que legítimamente pudieran 

recibir los servidores públicos; b) Generar los mecanismos e instrumentos para 

el seguimiento y control del cumplimiento de la normativa emitida; c) General 

y ejecutar políticas para la promoción y ejercicio de principios y valores éticos 

en la administración pública en coordinación con otras instancias competentes; 

d) Generar y aplicar mecanismos para la compatibilidad y aplicación de los 
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Códigos de Ética Institucionales; e) Coordinar con la Escuela de Gestión 

Publica Plurinacional el diseño y ejecución de políticas dirigidas a la 

formación y capacitación de las servidoras y servidores públicos en el ámbito 

de las competencias de la Dirección General del Servicio Civil; f) Proponer 

disposiciones legales que regulen la relación laboral entre el Estado y las y los 

servidores públicos y gestionar su aprobación. 

4.- ¿Los funcionarios públicos cumplen con las características dela relación 

laboral, es decir, “relación de dependencia y subordinación del trabajador 

respecto del empleador, prestación de trabajo por cuenta ajena, la cual se 

entiende por el hecho de que las ganancias producto del trabajo son para el 

beneficio de un tercero, percepción de remuneración o salario en cualquiera de 

sus formas o manifestaciones? 

Respuesta.- En atención al Art. 233 de la C.P.E. los servidoras y servidores 

públicos son las personas que desempeñan funciones públicas en este sentido, 

tienen relación de dependencia y subordinación respecto al empleador, es 

decir, el Estado. 

5.- Cuantos funcionarios de Carrera existen actualmente en el Estado 

Plurinacional de Bolivia? 

Respuesta.- Se encuentran registrados actualmente 6.124. 

6.- ¿Existe algunas denuncias de funcionarios públicos sobre vulneración de 

sus derechos que se encuentran plasmados en el Art. 7 de la Ley 2027? 

Si, y estas son atendidas por la Jefatura de Régimen Laboral e Impugnación. 

7.- ¿En la última gestión cuantos procesos ha registrado la Dirección General 

del Servicio Civil por funcionarios públicos de Carrera retirados 

injustificadamente? 
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Respuesta.- Se hace conocer que en la gestión 2015 se han atendido 59 

trámites relativos a la carrera administrativa. 

8.- ¿De los procesos anteriormente señalados, cuantos funcionarios públicos de 

carrera han sido reincorporados a su fuente de trabajo? 

Respuesta.- De los 59 trámites citados, 35 corresponden a servidoras o 

servidores públicos de carrera, relativos a controversias sobre ingreso, 

promoción o retiro de la función pública, o aquellos derivados de procesos 

disciplinarios. 
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CAPITULO X 

PROPUESTA NORMATIVA 
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ANTEPROYECTO DE LEY DE PROPUESTA JURIDICA DE 

PROCEDENCIA DEL PAGO DE INDENMINACION Y 

DESAHUCIO AL SECTOR PÚBLICO 

Artículo 1. (OBJETO) 

Artículo 2. (AMBITO DE APLICACIÓN) 

Artículo 3. (PAGO DE INDEMNIZACION) 

Artículo 4. (PAGO DE DESAHUCIO) 

Disposición Transitoria 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

El Presidente Evo Morales Ayma del Estado Plurinacional de Bolivia, en fecha 7 

de febrero de 2009 promulgo la Constitución Política del Estado, tras ser 

aprobada en un referéndum con un 90,24% de participación, donde el voto 

aprobatorio alcanzo un 61,43% de la población del Estado Plurinacional. 

Asimismo, en mérito a la promulgación de la Nueva Constitución Política del 

Estado y en la actual coyuntura por la cual a traviesa el Estado Plurinacional de 

Bolivia, se encuentra específicamente normado en la Sección III en el Derecho de 

Trabajo y Empleo en los Arts. 46 al 55, donde los preceptos legales se encuentran 

orientados a mejorar la calidad de vida de las trabajadoras y trabajadores del país. 

Además, existe la necesidad de determinar una política social que garantice la 

igualdad de los derechos sociales de las trabajadoras y trabajadores del país en el 

pago de la indemnización y desahucio, para cubrir de forma adecuada las 

necesidades básicas sin distinción de sectores, siendo tarea del Estado por 

mandato constitucional fortalecer a ambos sectores. 
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Los Trabajadores y Trabajadoras del Estado Plurinacional de Bolivia son el 

recurso más importante del Estado, porque su trabajo es el que utiliza y aprovecha 

los RECURSOS para lograr los RESULTADOS. 

 

Son estos los motivos más importantes, por los que me baso para hacer respetar 

los derechos sociales de manera equitativa e igualitaria a favor de las 

Funcionarias y Funcionarios del Sector Público en el Estado Plurinacional de 

Bolivia, que merecen ser tratados y reconocidos sin discriminación alguna, por no 

existir diferencia alguna al prestar servicios por el transcurso del tiempo, 

debiéndoles reconocerles la indemnización por el tiempo de servicio prestado y 

en caso de despido injustificado el correspondiente desahucio, respetando así la 

estabilidad laboral, puesto que es igual el desgaste físico y mental que sufren los 

trabajadores y trabajadoras de ambos sectores. 
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ANTE PROYECTO DE LEY 

EVO MORALES AYMA 

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL 

DE BOLIVIA 

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha sancionado la siguiente 

Ley: 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL, 

DECRETA: 

LEY A LA PROCEDENCIA DEL PAGO DE INDEMNIZACION Y 

DESAHUCIO AL SECTOR PÚBLICO 

OBJETIVO Y GENERALIDADES 

 

Artículo 1. (OBJETO) El objeto de la presente Ley es proteger los derechos 

sociales de los funcionarios y funcionarias del Sector Público, en cuanto al 

pago de la indemnización por tiempo de servicio y el desahucio en caso de 

despido injustificado. 

 

Artículo 2.  (AMBITO DE APLICACIÓN)  La presente ley se aplicara a 

todos los funcionarios públicos con excepción de los funcionarios electos, los 

designados y de libre nombramiento. 

 

Artículo 3. (PAGO DE LA INDEMNIZACION) Se reconoce el pago de 

indemnización como el derecho de orden público que se traduce en una 

compensación económica por el desgaste físico e intelectual que realiza todos 
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los funcionarios públicos por el tiempo de servicio, cuando estos han cumplido 

al menos 3 meses de trabajo. 

 

Artículo 4.  (PAGO DE DESAHUCIO) Se establece el pago de desahucio a 

favor de todos los funcionarios públicos cuando haya sido despedido por 

causales no justificadas ajenas a la voluntad del funcionario, el pago será 

equivalente a 3 sueldos. 

Este pago se debe realizar sin perjuicio de que la institución pública repita el 

mismo, en contra del funcionario público que ha procedido a despedir de 

forma injustificada, por haber incumplido sus funciones.    

 

Disposición transitoria 

 

Artículo Único. En el plazo de (3) meses a partir de la presente Ley, las 

autoridades competentes deberán elaborar, adecuar y publicar la normativa 

reglamentaria, para el cumplimiento de lo establecido en la presente Ley y la 

Constitución Política del Estado. 

La normativa antes referida deberá regular procedimientos con plazos breves y 

sencillos, en el marco del principio de Simplicidad. 
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CAPITULO XI 

CONCLUSIONES Y  

RECOMENDACION 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



PROPUESTA JURIDICA PARA EL PAGO DE INDEMNIZACION Y DESAHUCIO AL SECTOR PÚBLICO 

149 
  

CAPITULO XI 

1. CONCLUSIONES 

En la presente investigación se han llegado las siguientes conclusiones: 

1. El Derecho del Trabajo es una disciplina que busca la protección de los 

derechos sociales en condiciones de igualdad. Así establece la Constitución 

Política del Estado en su Art. 48, por el que los trabajadores no deben ser 

discriminados en cuanto a sus derechos sociales. 

2. Con relación a los funcionarios públicos en cuanto a sus derechos laborales, 

no se les da un tratamiento jurídico en condición de igualdad, por el contrario 

se ha evidenciado que existe discriminación sobre todo cuando se trata del 

reconocimiento de la indemnización por el tiempo de servicio prestado y el 

desahucio en caso de despido injustificado. 

3.  En la actualidad no se cumple con la Carrera Administrativa vigente, ya 

que se ha evidenciado que no existe la estabilidad laboral a favor de los 

funcionarios públicos de este sector, ya que se produce el despido 

indiscriminado. 

4. Se ha evidenciado que hay algunos sectores de funcionarios públicos que si 

gozan de estos derechos, lo que hace más evidente la discriminación, puesto 

que existe el mismo desgaste físico e intelectual y su tratamiento debería ser 

igualitario. 

5. Hay la necesidad que los funcionarios públicos gocen de los mismos 

derechos sociales con relación al pago de indemnización por tiempo de 

servicio y desahucio en caso de despido injustificado, esa es la importancia de 

la presente propuesta jurídica de procedencia del pago de indemnización y 

desahucio, ya que no se puede discriminar a ningún trabajador o trabajadora en 
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el Estado Plurinacional de Bolivia, puesto que todos los trabajadores y 

trabajadoras del país son IGUALES ANTE LA LEY Y LA APLICACIÓN DE 

LOS DERECHOS SOCIALES Y PRINCIPIOS LABORALES DEBE 

REALIZARSE SIN DISCRIMINACION ALGUNA. 

6. El Ministerio de Trabajo Empleo y Previsión Social, mediante su Dirección 

General de Servicio Civil no tiene información anterior ni actualizada sobre el 

número de funcionarios públicos que cumplen labores en el Órgano Ejecutivo. 

 

2. RECOMENDACION 

- Se recomienda la promulgación de un Anteproyecto de LEY A LA 

PROCEDENCIA DEL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN POR TIEMPO DE 

SERVICIO Y DESAHUCIO POR DESPIDO INJUSTIFICADO A LOS 

FUNCIONARIOS PUBLICOS. 
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CARTA SOCIO LABORAL LATINOAMERICANA, 

ASOCIACION LATINOAMERICANA DE ABOGADOS 

LABORALISTAS 

“Ahora bien, contrario a esta retrograda legislación, la Doctrina Nacional e 

internacional, concretamente, la brotada de la CARTA SOCIOLABORAL 

LATINOAMERICANO, promulgada por la ASOCIACION LATINOAMERICA 

DE ABOGADOS LABORALISTAS, y en Colombia, ratificada por la 

ASOCIACION DE ABOGADOS LABORALISTAS DE TRABAJADORES, que 

es otra fuente formal de derecho laboral, prevé, entre otros puntos aspectos 

más favorables que la norma de derecho positivo, como la nulidad de los 

despidos arbitrarios o injustos, y el derecho reintegro como la principal vía 

para la garantía del derecho a la estabilidad. 

    Según la Carta Socio laboral Latinoamericana, debe existir: 

“2) Relaciones laborales democráticas y sin discriminación de cualquier tipo, 

de manera tal que el trabajador, ciudadano en la sociedad también lo sea en 

la empresa;(…..) 

4) Derecho a un empleo estable, y prohibición y nulidad del despido 

arbitrario o sin cusas; 

5) Derecho a un trabajo digno y de calidad que, como mínimo, responda a las 

pautas de la organización Internacional del Trabajo.” 

 

    Esta Carta Socio laboral Latinoamericana, en dos de sus principios, fue 

analizada magistralmente, así: 
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“Relaciones laborales democráticas y sin discriminación de cualquier tipo, de 

tal manera que el trabajador, ciudadano en la sociedad, también sea 

ciudadano en la sociedad, también sea ciudadano en la empresa”. Lo cual 

implica que “en toda relación laboral se juega una relación de poder, y su 

regulación heterónoma se destina a frenar ese poder, poniéndole límites, a fin 

de evitar el abuso del poder empresario para que esa relación sea civilizada.” 

 

“Es y ha sido una ardua labor de los abogados de trabajadores, y en especial, 

de la Asociación de Abogados Laboralistas de Trabajadores, luchar contra 

esa espesa corriente patronal y de la Judicatura, que aún se asombran y 

siguen perplejos al no creer de como se pudo consagrar en Colombia, que una 

fuente formal de derecho diferente a la ley, pueda ser aplicada en vez de esta, 

cuando quiera que resulte más favorable a los trabajadores, todo ello, por 

seguir con la creencia errada, que el derecho laboral solo proviene d la ley 

brotada de un Congreso o Asamblea Legislativa, y que se hace necesario 

atender la seguridad jurídica del país para beneficios del capital 

transnacional.  

 

En conclusión, en Colombia, cualquier fuente formal de derecho laboral 

diferente a la ley, que sea más favorable a los trabajadores, deberá ser 

aplicada por todos; autoridades y particulares, y especialmente, por quienes 

administran justicia”.64 

                                                           
64

 CARTA SOCIO LABORAL LATINOAMERICANA, ASOCIACION LATINOAMERICANA DE ABOGADOS 
LABORALISTAS. Revista Trabajo y Derecho No. 46, de la Asociación de Abogados Laboralistas de 
Trabajadores, Bogotá. 2011. Pag. 146 a 157.  
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TRATADO DE VERSALLES 

“La Organización Internacional del Trabajo (O.I.T.) fue fundada en 1919. 

Es una entidad internacional formada por los gobiernos, las centrales 

empresariales y sindicales de los distintos países con sede en Ginebra y 

delegaciones regionales.  

Fines:  

a) Establecer la justicia social, como única forma de lograr la paz 

universal verdadera. 

b) Mejorar las condiciones de trabajo en todos los países. 

c) Lograr la adopción de un régimen de trabajo uniforme a nivel 

internacional que proteja a los trabajadores. 

Principios: para cumplir con los fines, la OIT tiene establecidos una serie de 

métodos y principios de aplicación:  

1. El trabajo no debe ser considerado como una mercancía.  

2. El derecho de asociación para todos los fines que no sean contrarios 

a las leyes tanto para los obreros como para los patrones 

3. El pago a los trabajadores de un salario que les asegure un nivel de 

vida adecuado a las condiciones de existencia en sus respectivos países. 

4. La adopción de la jornada de 8 horas o de la semana de 48 horas. 

5. La adopción de un descanso semanal de 24 horas como mínimo. 

6. La supresión del trabajo de los niños. 

7. El principio del salario igual, sin distinción de sexo, para un 

trabajador de igual valor”.65 

 
                                                           
65

http://www.monografias.com/trabajos51/derecho-laboral/derecholaboral2.shtml#ixzz3ot8GaOjS 

http://www.monografias.com/trabajos51/derecho-laboral/derecho
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GACETA OFICIAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA 

LEY Nº 321 

LEY DE 18 DE DICIEMBRE DE 2012 

EVO MORALES AYMA 

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE 

BOLIVIA 

Por cuanto, la Asamblea Legislativa Plurinacional, ha 

sancionado la siguiente Ley: 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL, 

D E C R E T A: 

Artículo 1. 

I. Se incorpora al ámbito de aplicación de la Ley General 

del Trabajo, a las trabajadoras y los trabajadores 

asalariados permanentes que desempeñen funciones en 

servicios manuales y técnico operativo administrativo de 

los Gobiernos Autónomos Municipales de Capitales de 

Departamento y de El Alto de La Paz, quienes gozarán de los 

derechos y beneficios que la Ley General del Trabajo y sus 

normas complementarias confieren, a partir de la 

promulgación de la presente Ley, sin carácter retroactivo. 

II. Se exceptúa a las servidoras públicas y los servidores 

públicos electos y de libre nombramiento, así como quienes 

en la estructura de cargos de los Gobiernos Autónomos 

Municipales, ocupen cargos de:  

1. Dirección,  

2. Secretarías Generales y Ejecutivas, 
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3. Jefatura,  

4. Asesor, y  

5. Profesional. 

Artículo 2. 

Las trabajadoras y los trabajadores asalariados permanentes 

de los Gobiernos Autónomos Municipales, incorporados a la 

Ley General de Trabajo en el marco de lo dispuesto en el 

Artículo 1 de la presente Ley, mantendrán su antigüedad 

sólo para efecto del pago del bono de antigüedad y cómputo 

de vacaciones. 

Artículo 3.  

Siendo los Gobiernos Autónomos Municipales entidades de 

derecho público, las trabajadoras y los trabajadores 

asalariados que prestan servicios en ellos, se encuentran 

sujetos a las responsabilidades funcionarias establecidas 

por la Ley N° 1178 de Administración y Control 

Gubernamentales, y sus disposiciones complementarias. 

Artículo 4.  

Los Gobiernos Autónomos Municipales que no se encuentren 

contemplados en la presente Ley, serán incorporados de 

manera paulatina al ámbito de aplicación de la Ley General 

de Trabajo, en los parámetros señalados en el Artículo 1, 

cuando su población alcance un total de 250.000 habitantes, 

de acuerdo al resultado oficial del último Censo. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA. 

En el marco de lo dispuesto en el Artículo 27 de la Ley 

1178 de Administración y Control Gubernamentales, y el 

Decreto Supremo Nº 26115 que aprueba las Normas Básicas del 

Sistema de Administración de Personal, los Gobiernos 
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Autónomos Municipales deberán aprobar su Reglamento 

Específico del Sistema de Administración Personal, en el 

plazo de noventa (90) días de promulgada la presente Ley.  

DISPOSICIÓNES FINALES 

PRIMERA. 

La aplicación de la presente Ley en ningún caso 

representará un costo adicional al Tesoro General de la 

Nación, siendo en su caso los Gobiernos Autónomos 

Municipales los responsables directos de las obligaciones 

socio laborales emergentes de la presente Ley.  

SEGUNDA.  

Se mantiene la aplicación del régimen laboral de las 

empresas municipales públicas o mixtas, dispuesto en el 

Numeral 3 del  

Artículo 59 de la Ley N° 2028 de Municipalidades. 

TERCERA. 

Se prohíbe a los Gobiernos Autónomos Municipales de 

Capitales de Departamento, de El Alto de La Paz, y de 

aquellos que se incorporen paulatinamente a la Ley General 

del Trabajo, evadir el cumplimiento de la normativa socio 

laboral, a través de modalidades de contratación que 

encubran una relación laboral propia y permanente.  

Remítase al Órgano Ejecutivo para fines constitucionales. 

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa  

Plurinacional, a los seis días del mes de diciembre del año 

dos mil doce.  

Fdo. Lilly Gabriela Montaño Viaña, Rebeca Elvira Delgado 

Burgoa, Mary Medina Zabaleta, David Sánchez Heredia, Wilson 

Changaray T., Ángel David Cortez Villegas.  
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Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley 

del Estado Plurinacional de Bolivia. 

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los dieciocho 

días del mes de diciembre del año dos mil doce. 

FDO. EVO MORALES AYMA,  

Juan Ramón Quintana Taborga, Luis Alberto Arce Catacora, 

Daniel Santalla Torrez, Claudia Stacy Peña Claros, Amanda 

Dávila Torres.  

TEXTO DE CONSULTA 

Gaceta Oficial del Estado Plurinacional de 

Bolivia  

Derechos Reservados © 2012  

www.gacetaoficialdebolivia.gob.bo 
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SENTENCIA CONSTITUCIONAL 0612/2010-R Sucre, 19 de julio de 2010 

Expediente: 2007-15446-31-RAC 

Distrito: La Paz 

Magistrado Relator: Dr. Ernesto Félix Mur 

En revisión la Resolución 005/07 de 9 de febrero de 2007, 

cursante de fs. 69 a 70 vta. de obrados, pronunciada por la Sala 

Social y Administrativa Primera de la Corte Superior del 

Distrito Judicial de La Paz, dentro del recurso de amparo 

constitucional, ahora acción de amparo constitucional, 

interpuesto por Marina Beatriz Pardo Bernal contra Nila Efigenia 

Heredia Miranda, Ministra de Salud y Deportes, alegando la 

vulneración de sus derechos a una remuneración justa, a 

descansos pagados semanales y anuales, al orden público de las 

normas sociales y su aplicación retroactiva cuando expresamente 

así se determine y a la irrenunciabilidad del derecho social, 

citando al efecto los arts. 5, 7 inc. j), 157.I y 162.I y II de 

la Constitución Política del Estado abrogada (CPEabrg). 

I. ANTECEDENTES CON RELEVANCIA JURÍDICA I.1. Contenido del 

recurso 

Mediante escrito presentado el 2 de febrero de 2007, cursante de 

fs. 43 a 48 vta., la recurrente expresa los siguientes 

fundamentos de hecho y de derecho: 

I.1.1. Hechos que motivan el recurso 

Prestó sus servicios profesionales en el Ministerio de Salud y 

Deportes durante más de dos gestiones, situación que genera el 

derecho al uso de vacaciones consolidadas por los períodos 2005 

y 2006, que ahora la autoridad recurrida desconoce. La fecha de 

inicio de la relación laboral con el Ministerio de Salud y 

Deportes, es el 5 de enero de 2004, cuando es designada Jefa de 

Gabinete del Ministerio de Salud y Deportes. El 29 de marzo del 

mismo año, es designada Directora General de Asuntos Jurídicos 

a.i.; y el 2 de diciembre, titular del mismo cargo. 

El 23 de enero de 2006, ante el cambio de Ministra del ramo, 

puso a disposición su cargo y el 2 de febrero de ese año, una 

nueva administración agradece los servicios prestados a favor de 

la institución y le solicita permanecer en sus funciones 

mientras se nombra a la nueva autoridad. El mismo día, pasó a 

conocimiento de la institución, que tenía pendiente el uso de la 

vacación consolidada de la gestión 2005, nota que no mereció 
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respuesta alguna. El 24 de septiembre del referido año, reiteró 

el contenido de la nota del 2 de febrero del citado año, 

adjuntando la certificación de la Jefatura de Recursos Humanos 

del Ministerio de Salud, que acreditaba que por la gestión 2004 

y 2005, cuenta con nueve días de vacación anual que no utilizó; 

y por la gestión 2005 y 2006, los treinta días; recordando que 

los arts. 10 de la Ley Financial 3391 de "4" de mayo de 2006 y 

de su Decreto Supremo (DS) Reglamentario 28750 de 20 de junio de 

2006, establecen que en caso de prescindir de las funciones de 

un servidor público por decisión de la máxima autoridad de la  

entidad, se pagará a éste las vacaciones en su totalidad, sin 

importar la fuente de financiamiento ni el nivel jerárquico; 

amparada en la normativa descrita, solicitó a la autoridad 

recurrida instruya el pago correspondiente a sus vacaciones no 

utilizadas, sin obtener respuesta alguna. El 22 de noviembre de 

2006, cuando insiste con el pago compensatorio de vacaciones 

consolidadas 2005 y 2006 a la autoridad recurrida, el Jefe de 

Recursos Humanos del Ministerio de Salud y Deportes, sin 

responder la solicitud efectuada a la máxima autoridad, adjunto 

a su oficio MSD/URRHH/01835/06 de 6 de diciembre de 2006, remite 

informe legal DGAJ/UAJ/423/06 de 11 de octubre del mismo año, 

que contiene únicamente recomendaciones y una nota UATGP 153/06 

rp-oum SNAP 2341, que es una respuesta a la consulta técnica 

formulada por el ministerio ante el Servicio Nacional de 

Administración de Personal (SNAP). 

Ante la consulta efectuada al Ministerio de Hacienda, sobre la 

aplicación de la normativa de referencia al caso concreto, 

expidió la nota OFDJ 1221/06 de 30 de noviembre de 2006, 

"criterio legal-financiero", y reconoce que la Ley Financial 

3391 es una complementación de la Ley 3302 de 16 de diciembre de 

2005, sobre el Presupuesto General de la Nación para su vigencia 

durante la gestión fiscal comprendida entre el 1 de enero al 21 

de diciembre de 2006, como efecto de las modificaciones y 

ajustes presupuestarios por aplicación de la Ley de Organización 

del Poder Ejecutivo (LOPE) y su Decreto Reglamentario; en 

consecuencia, el pago excepcional de vacaciones son aplicables 

de manera retroactiva a partir del 1 de enero de 2006. 

I.1.2. Derechos supuestamente vulnerados 

La recurrente, alega vulneración de sus derechos a una 

remuneración justa, a descansos pagados semanales y anuales, al 

orden público de las normas sociales y su aplicación retroactiva 

cuando expresamente así se determine y a la irrenunciabilidad 

del derecho social, citando al efecto los arts. 5, 7 inc. j), 

157.I y 162.I y II de la CPE abrg. 

I.1.3. Autoridad recurrida y petitorio 

Interpone recurso de amparo constitucional, contra Nila Efigenia 

Heredia Miranda, Ministra de Salud y Deportes, solicitando se lo 
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declarare "procedente"; se disponga conceder el amparo, 

ordenando el pago compensatorio de vacaciones correspondientes a 

treinta y nueve días hábiles, correspondientes a las gestiones 

2005 y 2006; y se determine la existencia de responsabilidad 

civil de la autoridad recurrida, con calificación de daños y 

perjuicios. 

I.2. Audiencia y Resolución del Tribunal de garantías 

Efectuada la audiencia pública el 9 de febrero de 2007, en 

presencia de la recurrente y de los abogados apoderados de la 

recurrida, ausente el representante del Ministerio Público, 

según consta en el acta cursante de fs. 67 a 68 vta., se 

produjeron los siguientes actuados: 

I.2.1. Ratificación y ampliación del recurso 

La recurrente, en uso de la defensa personal, ratificó en su 

integridad los fundamentos de su recurso y los amplió indicando 

que: 1) Todo lo argumentado, está debidamente demostrado por la 

prueba documental adjunta al recurso; 2) Los dos informes 

emitidos, no contienen una decisión o resolución definitiva; 

esta falta de pronunciamiento de la autoridad recurrida, por más 

de un año, imposibilita la interposición de recursos 

administrativos como el de revocatoria y menos el jerárquico, 

que carece de procedimiento para tramitarlo; 3) La consulta 

efectuada por la autoridad recurrida al SNAP, es en base a 

información errónea; puesto que la recurrente, nunca renunció al 

cargo, sólo lo puso a disposición de la nueva máxima autoridad 

de la entidad; tampoco solicitó vacaciones cuando ya no era 

funcionaria pública, al respecto, hizo referencia a las 

vacaciones pendientes de uso para el pago respectivo; y, 4) 

Cuando solicitó vacación el 2 de febrero de 2006, aún era 

funcionaria del Ministerio, conforme consta de la papeleta de 

pago de haberes sobre los primeros ocho días de ese mes y año. 

I.2.2. Informe de la autoridad recurrida 

Mediante escrito presentado (sin cargo de recepción), Vladimir 

Constancio Borda Sosa, Director General de Asuntos Jurídicos, y 

Marina Luz Valda de Castro, Jefa de la Unidad de Gestión 

Jurídica, ambos del Ministerio de Salud y Deportes, adjuntan el 

testimonio 267/2007 cursante a fs. 50 y vta., correspondiente al 

poder especial, amplio y suficiente que les confiere la 

autoridad recurrida el 7 de febrero de 2007, y sobre la 

problemática planteada, en base a una relación de hechos, 

manifiestan que: a) La recurrente, a momento de poner su cargo a 

disposición de la nueva Ministra de Salud y Deportes, no 

mencionó, ni hizo conocer, ni reclamó que tenía vacaciones 

pendientes; b) El agradecimiento de sus servicios prestados en 

la institución, constituye una aceptación de su renuncia; c) 

Cuando la recurrente agradece los conceptuosos términos de la 

nota, recién comunica que tiene vacaciones pendientes que 
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utilizaría desde el viernes 3 de febrero de 2006; d) El art. 31 

inc. b) del Reglamento Interno de Personal, establece que la 

vacación no es compensable en dinero; consta la nota de renuncia 

de la recurrente; la de respuesta y aceptación a la misma; un 

formulario de vacaciones suscrito por la recurrente, que no está 

autorizado por la autoridad recurrida; y el nombramiento del 

nuevo Director General de Asuntos Jurídicos; e) La relación 

laboral, concluyó el 23 de enero de 2006; después de ocho meses. 

Aprovechando la promulgación de la "Ley 3391" (Modificaciones al 

Presupuesto General de la Nación gestión 2006), la recurrente 

invoca su art. 10, interpretando a conveniencia el pedido de 

reconocimiento y pago de vacaciones; f) No reclamó tres veces 

sin obtener respuesta, sino sólo dos y fueron absueltos mediante 

notas de 10 de noviembre y de 6 de diciembre de 2006, denegando 

su petición; g) La recurrente, no se encuentra comprendida 

dentro de la "Ley 2027" (Estatuto del Funcionario Público), pero 

podía presentar las impugnaciones a las dos notas y los 

informes, que prevé la "Ley 2341" (Ley de Procedimiento 

Administrativo [LPA]); h) La "Ley 3391" de 10 de mayo de 2006, 

no expresa textualmente que es de aplicación retroactiva; es 

inaplicable al caso concreto, habiendo caducado su derecho a la 

vacación el 1 de febrero, fecha en la que la autoridad recurrida 

acepta la renuncia; e, i) Desconocen el contenido de la 

respuesta a la consulta efectuada al Ministerio de Hacienda, no 

teniendo competencia para hacer esa interpretación de la norma. 

Solicita se declare improcedente el recurso con costas. 

En audiencia, los abogados de la autoridad recurrida, 

ratificaron lo manifestado por escrito y ampliaron los términos 

del informe presentado en sentido de que, la recurrente, al 

contar con los recursos administrativos previstos por la Ley de 

Procedimiento Administrativo, en caso de haber obtenido 

respuesta con el de revocatoria, hubiese operado el silencio 

administrativo y podía continuar con la interposición del 

recurso jerárquico; en consecuencia, la vía administrativa no ha 

sido agotada y de acuerdo al Reglamento Interno del Ministerio 

de Salud, la funcionaria tenía que hacer su solicitud tres días 

antes para gozar de vacaciones, situación que no se cumplió. 

I.2.3. Resolución 

Concluida la audiencia, el Tribunal de garantías, conformado por 

la Sala Social y Administrativa Primera de la Corte Superior del 

Distrito Judicial de La Paz, dictó la Resolución 005/07 de 9 de 

febrero de 2007, cursante de fs. 69 a 70 vta. de obrados, por la 

que se concedió el recurso, con los siguientes fundamentos: i) 

El derecho a la vacación, no forma parte del de la remuneración, 

sino constituye un derecho a un descanso remunerado; ii) 

Conforme el art. 50 del Estatuto del Funcionario Público (EFP), 

la vacación no es susceptible de compensación pecuniaria y debe 
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ser utilizada obligatoriamente por el servidor público; esta 

prohibición, se encuentra dirigida a los trabajadores en 

desempeño de funciones, no rige para los casos de cesación de la 

relación laboral; en ese sentido, la recurrente no hizo uso del 

descanso que le correspondía, solicitó su vacación cuando aún 

era funcionaria del Ministerio, luego culminó su relación 

laboral y continuó solicitando el reconocimiento y pago de la 

misma, siendo aplicable por analogía el art. 33 del Decreto 

Reglamentario de la Ley General de Trabajo, que prevé este pago 

en caso de terminación del contrato de trabajo; iii) EL art. 162 

de la CPEabrg, establece que los derechos sociales son de orden 

público y no pueden renunciarse; iv) Los arts. 7. I inc. d), 49 

y 50 del EFP, reconocen a favor del servidor público el derecho 

a la vacación a partir del cumplimiento del primer año de 

trabajo; v) Acorde con lo manifestado por el Ministerio de 

Hacienda, el art. 10 de la "Ley 3391", este pago es excepcional, 

disposición aplicable de manera retroactiva desde el 1 de enero 

de 2006; vi) Al no haberse emitido resolución definitiva que 

deniegue la solicitud, la vía administrativa está agotada; y, 

vii) El derecho al reclamo de pago de vacaciones, no ha caducado 

y la renuncia al cargo no importa renuncia los derechos 

adquiridos. 

I.3. Trámite procesal en el Tribunal Constitucional 

El expediente se recibió en el Tribunal Constitucional el 13 de 

febrero de 2007; sin embargo, ante las renuncias de Magistrados 

en diciembre de ese año, se interrumpió la resolución de causas. 

Habiéndose designado nuevas autoridades, por Acuerdo 

Jurisdiccional 001/2010 de 8 de marzo, el Pleno resolvió el 

reinicio de los cómputos; en consecuencia, habiéndose procedido 

al sorteo de la causa el 24 de mayo de 2010, la presente 

Sentencia es pronunciada dentro de plazo. 

II. CONCLUSIONES 

Realizada la revisión y compulsa de los antecedentes, se 

concluye lo siguiente: 

II.1 El 24 de enero de 2006, ante la designación de la nueva 

máxima autoridad del Ministerio de Salud y Deportes, la 

recurrente puso a disposición de la ahora recurrida (fs. 7), el 

cargo de Directora General de Asuntos Jurídicos que venía 

ejerciendo desde septiembre de 2004 (fs. 4); luego de haber 

desempeñado funciones en este Ministerio desde el 5 de enero de 

2004. 

II.2 El 2 de febrero de 2006, la autoridad recurrida agradece 

los servicios prestados por la recurrente, y le solicita 

permanecer en el cargo, para la entrega correspondiente de los 

ambientes y documentación, mientras se designe al nuevo 

funcionario (fs. 8). 
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II.3 El mismo 2 de febrero de 2006, la recurrente pone a 

conocimiento de la recurrida, que tenía pendiente el uso de su 

vacación de la gestión 2005, que aprovecharía a partir del 3 de 

febrero del citado año y seguiría asistiendo a la oficina hasta 

la designación del nuevo profesional asignado (fs. 9), nota que 

no mereció respuesta alguna. 

II.4 El 7 de septiembre de ese año, el Jefe de Recursos Humanos 

certificó que a la recurrente le quedan treinta y nueve días de 

vacaciones no gozadas, correspondientes a la gestión 2004 a 

2005, 9 días; y periodos 2005 a 2006, 30 días (fs. 11). 

II.5 El 3 de mayo de 2006, acudió mediante orden judicial 

(proveído de 4 de mayo fs. 20 y vta.), a la Jefatura de la 

Unidad de Recursos Humanos del Ministerio de Salud y Deportes, 

quien certificó, entre otros aspectos, que al haber solicitado 

su vacación por 30 días el 2 de febrero del referido año, cuando 

estaba aceptada su renuncia, la misma no fue autorizada y que le 

quedaba un saldo de 9 días de la vacación 2005 (fs. 19). 

II.6 El 24 de septiembre de 2006, Marina Beatriz Pardo Bernal, 

reiteró su pedido de reconocimiento y pago de vacación 

pendiente, adjuntando la certificación obtenida mediante orden 

judicial (fs. 10); luego, el 23 de noviembre de ese año (fs. 

13), sin obtener respuesta alguna hasta el 6 de diciembre de la 

referida gestión, cuando el Jefe de la Unidad de Recursos 

Humanos, por instrucciones de la autoridad recurrida, dicta el 

oficio MSD/URRHH/01835/06 del 6 de diciembre de 2006 (fs. 14), 

remitiendo el informe legal DGAJ/UAJ/423/06, que consigna como 

fecha de elaboración el 11 de octubre de ese año, por la Unidad 

de Análisis Jurídico del Ministerio de Salud y Deportes, 

denegando su petición, sin firma ni sello del responsable de su 

contenido (fs.15 a 16); y un oficio UATGP 153/06 rp-oum SNAP 

2341 de 17 de noviembre del mismo año, que ratifica el informe 

legal (fs. 17). 

II.7 El 24 de noviembre de 2006, solicitó al SNAP la 

rectificación del criterio técnico (fs. 26 a 28), el mismo que 

es ratificado mediante nota de 15 de diciembre de ese año (fs. 

29 a 30). 

II.8 Mediante solicitud de opinión legal, efectuada el 21 de 

noviembre de 2006, el Director General de Asuntos Jurídicos del 

Ministerio de Hacienda, mediante OF.DJ. 1221/06 de 30 de ese mes 

y año, hace referencia al art. 10 de la Ley 3391 de 10 de mayo 

de 2006 y al pago excepcional de vacaciones cuando se prescinde 

de los servicios del funcionario público por decisión de la 

máxima autoridad, como ley complementaria de la Ley Financial 

3302 de 16 de diciembre de 2006, sobre Presupuesto General de la 

Nación para su vigencia durante la gestión fiscal comprendida 

entre el 1 de enero al 31 de diciembre de 2006; por lo que, el 
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referido pago es aplicable de manera retroactiva a partir del 1 

de enero de 2006. 

III. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DEL FALLO 

La recurrente, alega la vulneración de sus derechos a una 

remuneración justa, a descansos pagados semanales y anuales, al 

orden público de las normas sociales y su aplicación retroactiva 

cuando expresamente así se determine y a la irrenunciabilidad 

del derecho social; el fundamento del recurso, radica en haber 

puesto su cargo a disposición de la nueva autoridad máxima del 

Ministerio de Salud y Deportes ahora recurrida, quién 

agradeciendo sus servicios decidió prescindir de los mismos 

omitiendo el pago de sus vacaciones no gozadas correspondientes 

a las gestiones 2004-2005 y 2005-2006 que en total ascienden a 

treinta y nueve días. En consecuencia, corresponde dilucidar en 

revisión, si tales argumentos son evidentes y si constituyen 

actos ilegales lesivos de los derechos fundamentales de la 

recurrente, a fin de otorgar o negar la tutela solicitada. 

III.1. Sujeción de la actuación del Tribunal Constitucional a 

la Constitución Política del Estado vigente desde el 7 de 

febrero de 2009 

Con carácter previo a ingresar al análisis de la problemática 

planteada en el presente recurso, y en virtud a que el mismo fue 

presentado y resuelto por el Tribunal de garantías en vigencia 

de la Constitución Política del Estado ahora abrogada, y al 

existir una nueva Ley Fundamental en plena vigencia, es 

necesario realizar algunas precisiones al respecto. 

Las disposiciones de la Constitución Política del Estado, al ser 

la norma fundamental y fundamentadora de un Estado, son 

vinculantes para la conformación del sistema jurídico del país; 

en consecuencia, todas las normas inferiores deben adecuarse a 

lo prescrito por ella. Ahora bien, la Constitución promulgada y 

publicada el 7 de febrero de 2009, abrogó icial"entrarla 

Constitución Política del Estado de 1967 y sus reformas 

posteriores, determinando a su vez en su Disposición Final: 

"Esta Constitución aprobada en referéndum por el pueblo 

boliviano entrará en vigencia el día de su publicación en la 

Gaceta Oficial". 

Al respecto, corresponde señalar que la Constitución, al ser 

reformada o sustituida por una nueva, mantiene su naturaleza 

jurídica, toda vez que ontológicamente sigue siendo la norma 

suprema y fundamental dentro de un Estado, por lo mismo en razón 

a su exclusiva naturaleza jurídica, su operatividad en el tiempo 

no es semejante a la de las normas ordinarias; en ese sentido, 

los preceptos de una Ley Fundamental al entrar en vigencia, 

deben ser aplicados de forma inmediata, aún en casos pendientes 

de resolución iniciados con anterioridad a la vigencia de la 

Constitución Política del Estado que se está aplicando, pues los 
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derechos fundamentales, garantías constitucionales y los 

principios contenidos en la Constitución, adquieren plena e 

inmediata eficacia al entrar ésta en vigor. 

De acuerdo a las consideraciones efectuadas, y conforme al 

mandato consagrado por el art. 410 de la Constitución Política 

del Estado vigente (CPE), al ser la Constitución la norma 

suprema del ordenamiento jurídico boliviano y gozar de primacía 

frente a cualquier otra disposición normativa, toda actuación de 

este Tribunal a objeto de cumplir el mandato constitucional y 

las funciones establecidas por los arts. 1 y 7 de la Ley del 

Tribunal Constitucional (LTC) y 4 de la Ley 003 de 13 de febrero 

de 2010, denominada Ley de Necesidad de Transición a los Nuevos 

Entes del Órgano Judicial y Ministerio Público, debe ser afín al 

nuevo orden constitucional en observancia y coherencia con los 

Tratados y Convenios Internacionales en materia de Derechos 

Humanos ratificados por el país y que forman parte del bloque de 

constitucionalidad. El referido entendimiento está acorde a lo 

previsto por el art. 6 de la Ley 003, que dispone que en la 

labor de resolución y liquidación de causas ingresadas hasta el 

6 de febrero de 2009, el Tribunal Constitucional debe hacer 

prevalecer la primacía de la Constitución Política del Estado 

vigente. 

Dentro de ese marco y considerando que la presente Sentencia es 

pronunciada en vigencia de la nueva Ley Suprema, se resuelve el 

caso concreto a la luz de las normas constitucionales actuales, 

sin dejar de mencionar las invocadas por el recurrente al 

momento de plantear el recurso. 

III.2. Términos en la presente acción tutelar 

Con relación a los sujetos que intervienen en la acción, el 

cambio en cuanto a la dimensión procesal de esta garantía, tiene 

incidencia directa en la terminología a utilizarse en cuanto a 

las partes procesales involucradas en las causas a ser 

resueltas, en ese contexto, la norma constitucional abrogada 

denominaba a las partes intervinientes, recurrente (s) y 

autoridad (es) recurrida (s), terminología que en la nueva 

dimensión procesal de esta garantía debe cambiar, motivo por el 

cual, la parte que hubo activado la tutela en vigencia de la 

anterior constitución y cuya causa será resuelta por el Tribunal 

Constitucional en el marco del art. 4 de la Ley 003, deberá ser 

denominada "accionante", aclarando su carácter inicial de 

recurrente. Por su parte, la autoridad contra la cual se activó 

este mecanismo procesal-constitucional, deberá ser denominada 

"autoridad demandada"; en caso de tratarse de persona individual 

o colectiva será "demandada (o)", términos que se enmarcan a la 

nueva dimensión procesal de la acción de amparo constitucional. 

En cuanto a la terminología utilizada en la parte dispositiva, 

en mérito a la configuración procesal prevista por el art. 
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129.IV de la CPE y a efectos de guardar coherencia en caso de 

otorgar la tutela se utilizará el término "conceder", caso 

contrario "denegar" la tutela. Al respecto, cabe acoger la 

aclaración efectuada en la SC 0071/2010-R de 3 de mayo, en 

cuanto a la denegatoria del recurso sin ingresar al análisis de 

la problemática de fondo, cuando establece: "No obstante, en 

resguardo de la previsión constitucional y a objeto de guardar 

armonía y no generar confusión con el uso de la terminología 

propia de la fase de admisión, corresponde en estos casos, 

'denegar' la tutela solicitada con la aclaración de que: 'no se 

ingresó al análisis de fondo de la problemática planteada', dado 

que en estos casos el accionante puede nuevamente interponer la 

acción tutelar, siempre y cuando, cumpla con los requisitos de 

admisibilidad". 

El art. 10. de la Ley Financial 3391 de 10 de mayo de 2006, 

prevé el pago excepcional de vacaciones cuando se prescinde de 

los servicios del funcionario público por decisión de la máxima 

autoridad; esta Ley, complementa a la Ley 3302 de 16 de 

diciembre de 2005, ambas aprueban el Presupuesto General 2006. 

Por su parte, el art. 10 del DS 28750 de 20 de junio de 2006, 

establece que el monto a pagar será calculado por el tiempo 

acumulado de vacaciones según la normativa vigente a la fecha de 

cesación de funciones, y al efecto, determina incrementar la 

partida "Otros Servicios Personales". La vigencia de esta 

normativa, comprende entre el 1 de enero al 31 de diciembre de 

2006; por tanto, este pago es aplicable de manera retroactiva a 

partir del 1 de enero de esa gestión fiscal. 

En ese contexto, este Tribunal, se pronunció respecto a la 

aplicación del art. 50 del EFP, que dispone: "La vacación no 

será susceptible de compensación pecuniaria y deberá ser 

obligatoriamente utilizada por el servidor público..."; en un 

caso análogo sobre negativa de la gratificación pecuniaria de la 

vacación no gozada, por haberse disuelto la relación 

funcionaria, la SC 1869/2004-R de 6 de diciembre, expresó que: 

"...las vacaciones constituyen un derecho del que gozan todos 

los trabajadores, por cuanto, el descanso es una condición 

mínima que ofrece la posibilidad de que el empleado renueve la 

fuerza y la dedicación para el mejor desarrollo de sus 

actividades; consiguientemente, las vacaciones no constituyen un 

sobre sueldo, sino un derecho a un descanso remunerado. Por 

ello, la compensación de las vacaciones está prohibida por ley, 

salvo algunas excepciones previstas por ley o que sin estar se 

presentan en la actividad laboral; tal el caso por ejemplo, 

cuando un trabajador se desvincula del servicio o de su fuente 

de trabajo, por causas ajenas a su voluntad, sin haber gozado de 

su derecho a la vacación remunerada" (las negrillas con 

nuestras). 
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Por su parte, la SC 0719/2007-R de 17 de agosto, en una 

interpretación cabal sobre la obligatoriedad del goce de 

vacaciones y la responsabilidad de ambos, trabajador y 

empleador, manifestó que: "...la obligatoria utilización de la 

vacación (...) incluye en dicha obligación al empleador, no 

solamente al funcionario (...) para el caso de que la entidad 

decida prescindir de los servicios de un funcionario, es 

razonable cargarle a ésta la responsabilidad de comunicar al 

funcionario la desvinculación laboral, entre otras cosas, para 

que haga uso de sus derechos pendientes, con la suficiente 

anticipación, y ya será atribuible al funcionario si decide no 

disfrutar de su derecho a la vacación, supuesto en que se 

comprenderá una omisión por parte de éste; y no por el 

contrario, a la sorpresa que implica una ruptura unilateral del 

vínculo funcionario, aumentar la pérdida de las vacaciones por 

no haberlas solicitado, con el supuesto que debe utilizar 

siempre sus derechos sociales, pues el funcionario no puede ni 

le es exigible adivinar cuando será despedido, y tampoco que 

viva en un estado de permanente incertidumbre que lo obligue a 

estar siempre con sus derechos sociales utilizados, entre otros 

razonamientos, porque ello repercutiría en su rendimiento 

laboral y en su nivel de vida afectando incluso su dignidad 

personal proclamada por el art. 6.II de la CPE abrg; además de 

ello, conforme el art. 50 del EFP, la obligación del funcionario 

es utilizar sus vacaciones dentro del año siguiente al acceso al 

derecho, y si bien es cierto que también tiene la obligación de 

programar sus vacaciones, esa es otra labor compartida entre la 

institución y el funcionario; o sea, de no haberse programado la 

vacación, no es una negligencia del funcionario solamente, sino 

también de la institución. (...) se concluye que la omisión en 

el uso de la vacación por parte del funcionario público, sólo se 

dará cuando éste no haga uso de la vacación, cuando habiéndosele 

dado aviso que será separado del cargo, no anuncia que tiene 

pendiente ese derecho, caso contrario, y máxime cuando es 

apartado de manera unilateral y sin previo aviso, no puede 

considerarse una omisión suya no haber utilizado su vacación; 

pues el despido intempestivo es asimilable a un acto sorpresivo, 

para el cual, el funcionario no tiene por qué estar preparado". 

Los arts. 49 y 50 del EFP, reconocen el derecho a la vacación de 

los servidores públicos a partir de un año y un día de 

antigüedad, sin que pueda permitirse la acumulación de 

vacaciones por más de dos gestiones consecutivas, con la 

interpretación y normativa aplicable acorde lo anotado en el 

Fundamento Jurídico III.3 que precede. 

El art. 162 de la CPE abrg, disponía que las disposiciones 

sociales son de orden público y los derechos y beneficios 

reconocidos a favor de los trabajadores no pueden renunciarse, 
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siendo nulas las convenciones contrarias o que tiendan a burlar 

sus efectos. El art. 157.I del mismo cuerpo normativo, 

establecía que sería la ley la que regularía, entre otros 

aspectos, los descansos semanales y anuales. 

El art. 48 de la CPE, consagra, entre otras previsiones, que las 

disposiciones sociales son de cumplimiento obligatorio, 

interpretadas y aplicadas bajo principios de protección al 

trabajador y trabajadora. Estos derechos, no pueden renunciarse 

y que todo pago por este concepto social no efectuado, tiene 

privilegio y preferencia sobre cualquier otra acreencia. 

III.5. Análisis del caso concreto 

Previo a ingresar al análisis respectivo, con relación al 

informe legal MSD/URRHH/01835/06 de 11 de octubre de 2006 por la 

Unidad de Análisis Jurídico del Ministerio, denegando la 

petición - sin firma ni sello del responsable de su contenido-; 

y a la consulta técnica UATGP 153/06 rp-oum SNAP de 17 de 

noviembre del referido año, que ratifica el informe legal y 

refiere, la autoridad demandada, debían ser impugnados mediante 

los recursos previstos por la Ley de Procedimiento 

Administrativo, indicando que no se agotó la vía administrativa, 

es necesario aclarar que estos documentos no constituyen ni 

generan actos administrativos definitivos, pueden o no ser 

asumidos por las autoridades encargadas de la toma de 

decisiones; y en consecuencia, no se puede exigir su impugnación 

mediante los recursos de revocatoria o jerárquico, más aún, 

considerando que en el presente caso no existió un proceso 

administrativo en sí, ni para la determinación de conclusión de 

la relación laboral, menos una resolución fundamentada que 

respalde la denegación de la solicitud de reconocimiento y 

consecuente pago de vacaciones emitida por la autoridad 

demandada. 

Con esa aclaración, este Tribunal considera que la normativa de 

referencia y la jurisprudencia transcrita en el presente fallo, 

son aplicables a la problemática que nos ocupa. La accionante, 

ante la designación de nueva máxima autoridad del Ministerio de 

Salud y Deportes, puso su cargo de Directora General de Asuntos 

Jurídicos, que venía desempeñando desde la gestión 2004, a 

disposición de la autoridad demandada, quien decidió 

unilateralmente prescindir de sus servicios, solicitando su 

permanencia en el cargo mientras designe al profesional que la 

supla; no resolvió la solicitud de gozar de su vacación, 

realizada el mismo día de conocida la decisión de su 

desvinculación laboral, omitiendo, hasta la fecha de formulación 

de la presente acción, el pago de sus vacaciones no gozadas 

correspondientes a las gestiones "2004-2005" y "2005-2006", que 

en total ascienden a treinta y nueve días; pese a las notas 

enviadas en reclamo de este reconocimiento y pago, las dos 
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certificaciones emitidas, una inclusive mediante orden judicial, 

por el Jefe de la Unidad de Recursos Humanos del Ministerio de 

Salud y Deportes, al análisis efectuado por la Directora General 

de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Hacienda, que fueron 

presentados por la accionante, y a la normativa aplicable 

contenida en las Leyes 3391 de 10 de mayo de 2006, 3302 de 16 de 

diciembre de 2005, ambas que aprueban el Presupuesto General 

2006, y el DS 28750 de 20 de junio de 2006. 

Las vacaciones no gozadas por la accionante, en su calidad de ex 

funcionaria pública dependiente del Ministerio de Salud y 

Deportes, deben ser compensadas en dinero, al no haber tenido la 

oportunidad de usarlas debido a que sobrevino su desvinculación 

laboral con la institución pública, siendo aplicable el art. 50 

del EFP, con la aclaración e interpretación positiva en sentido 

de que si bien la omisión en el ejercicio al del derecho 

vacación es atribuible al trabajador, dada la circunstancia de 

ruptura brusca del vínculo de dependencia por decisión de su 

máxima autoridad, corresponde a ésta, la carga de su 

reconocimiento y pago en dinero; un razonamiento contrario, 

significa desconocer derechos establecidos por la Constitución 

Política del Estado abrogada y consagrados en la vigente, a 

favor del funcionario público, que por su naturaleza son 

irrenunciables. 

El Tribunal de garantías, al haber concedido el recurso de 

amparo constitución, ahora acción de amparo constitucional, ha 

compulsado correctamente los hechos, alcances de la acción 

tutelar y las pruebas adjuntas. 

POR TANTO 

El Tribunal Constitucional en ejercicio de la jurisdicción y 

competencia que le confieren los arts. 4 y 6 de la Ley 003 de 13 

de febrero de 2010, denominada Ley de Necesidad de Transición a 

los Nuevos Entes del Órgano Judicial y Ministerio Público; 7 

inc. 8) y 102.V de la LTC, en revisión, resuelve: 

1º APROBAR la Resolución 005/07 de 9 de febrero de 2007, 

cursante de fs. 69 a 70 vta. De obrados, pronunciada por la Sala 

Social y Administrativa Primera de la Corte Superior del 

Distrito Judicial de La Paz; y en consecuencia, CONCEDE la 

tutela peticionada por la accionante. 

2º Sin responsabilidad por ser excusable. 

Regístrese, notifíquese y publíquese en la Gaceta 

Constitucional. 

Fdo. Dr. Juan Lanchipa Ponce PRESIDENTE 

Fdo. Dr. Abigael Burgoa Ordóñez DECANO 

Fdo. Dr. Ernesto Félix Mur MAGISTRADO 

Fdo. Dra. Ligia Mónica Velásquez Castaños MAGISTRADA 

Fdo. Dr. Marco Antonio Baldivieso Jinés MAGISTRADO 
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